
BOE núm. 253 Miércoles 22 octubre 2003 37739

I. Disposiciones generales

CORTES GENERALES

19455 RESOLUCIÓN de 16 de octubre de 2003, del
Congreso de los Diputados, por la que se orde-
na la publicación del Acuerdo de convalida-
ción del Real Decreto-Ley 5/2003, de 19 de
septiembre, por el que se adoptan medidas
urgentes para reparar los daños producidos
por las inundaciones y la tormenta de granizo
acaecidas el día 16 de agosto de 2003 en
la localidad de Alcañiz (Teruel).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2
de la Constitución, el Congreso de los Diputados, en
su sesión del día de hoy, acordó convalidar el Real Decre-
to-Ley 5/2003, de 19 de septiembre, por el que se adop-
tan medidas urgentes para reparar los daños producidos
por las inundaciones y la tormenta de granizo acaecidas
el día 16 de agosto de 2003 en la localidad de Alcañiz
(Teruel), publicado en el Boletín Oficial del Estado núme-
ro 226, de 20 de septiembre de 2003.

Lo que se publica para general conocimiento.
Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de octubre

de 2003.—La Presidenta del Congreso de los Diputados,
RUDI ÚBEDA

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

19456 RESOLUCIÓN de 3 de octubre de 2003, de
la Secretaría General Técnica, sobre aplica-
ción del artículo 32 del Decreto 801/1972,
relativo a la ordenación de la actividad de la
Administración del Estado en materia de Tra-
tados Internacionales.

De conformidad con lo establecido en el artículo 32
del Decreto 801/1972, de 24 de marzo, sobre Orde-
nación de la actividad de la Administración del Estado
en materia de Tratados Internacionales,

Esta Secretaría General Técnica ha dispuesto la publi-
cación, para conocimiento general de las comunicacio-
nes relativas a Tratados Internacionales, en los que Espa-
ña es parte, recibidas en el Ministerio de Asuntos Exte-
riores entre el 1 de mayo de 2003 y el 31 de agosto
de 2003.

A. POLÍTICOS Y DIPLOMÁTICOS

A.A POLÍTICOS.

A.B DERECHOS HUMANOS.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas. Nueva
York, 28 de septiembre de 1954. «Boletín Oficial del
Estado» número 159, de 4 de julio de 1997.

Albania. 23 de junio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 22 de septiembre de 2003.

Acuerdo Europeo número 31 sobre exención de visados
para los refugiados. Estrasburgo, 20 de abril de 1959.
«Boletín Oficial del Estado» de 22 de julio de 1982.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. 7 de
febrero de 2003. Declaración de suspensión.

En virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del ar-
tículo 7 del Acuerdo, el Reino Unido notifica formalmente
por la presente su intención de suspender, por motivos
de orden público y seguridad, la vigencia del presente
Acuerdo. Esta decisión entrará en vigor a las 00,01 horas
del martes, 11 de febrero de 2003.

El Secretario del Interior anunciará el (7 de febrero
de 2003) al Parlamento que pretende suspender la vigen-
cia del Acuerdo sobre Exención de Visados para los Refu-
giados, de 1959. Esta decisión refleja la preocupación
creciente de que los titulares de los documentos de viaje
del Convenio de 1951, expedidos por los signatarios
del Acuerdo, viajarán al Reino Unido y se quedan de
manera ilegal o solicitan asilo con identidades falsas con
objeto de acceder al sistema de prestaciones. Esto soca-
va la integridad de nuestro proceso de asilo, supone
una carga inaceptable para el sistema y priva de recursos
valiosos a los que realmente los necesitan. La presencia
ilegal de personas en el Reino Unido tiene igualmente
implicaciones para la seguridad del Reino Unido.

Convenio Internacional sobre eliminación de todas las
formas de discriminación racial. Nueva York, 7 de
marzo de 1966. «Boletín Oficial del Estado» de 17
de mayo de 1969, 5 de noviembre de 1982.

Tailandia. 28 de enero de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 27 de febrero de 2003 con la siguiente decla-
ración:

«Declaración interpretativa general.

El Reino de Tailandia no interpreta ni aplica las
disposiciones del presente Convenio en el sentido
de que imponen al Reino de Tailandia cualquier
obligación más allá de los límites de la Constitución
y las leyes del Reino de Tailandia. Además, su inter-
pretación y aplicación se limitará o será conforme
a las obligaciones en virtud de otros instrumentos
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internacionales en materia de derechos humanos
en que el Reino de Tailandia sea Parte.

Reservas.

1. El Reino de Tailandia interpreta el artículo 4
del Convenio en el sentido de que exige a cualquier
Parte en el Convenio que adopte medidas en los
campos cubiertos por las letras a), b) y c) de dicho
artículo únicamente cuando se considere que surge
la necesidad de promulgar dicha legislación.

2. El Reino de Tailandia no se considera vin-
culado por lo dispuesto en el artículo 22 del Con-
venio.»

Suecia. 14 de enero de 2003. Objeción a la decla-
ración formulada por Turquía en el momento de la Rati-
ficación.

El Gobierno sueco ha examinado la declaración for-
mulada por Turquía con ocasión de su ratificación del
Convenio Internacional sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discrimación Racial.

En el primer párrafo de su declaración, Turquía indica
que aplicará las disposiciones del Convenio únicamente
a los Estados Partes con que tenga relaciones diplomá-
ticas, constituyendo esto, según el Gobierno sueco, una
reserva de facto. Así pues, no es posible saber en qué
medida Turquía se considera vinculada por las obliga-
ciones del Convenio. Por consiguiente, a falta de otras
aclaraciones, la reserva puede hacer dudar el compro-
miso de Turquía con el objeto y fin del Convenio.

Es en interés de todos los Estados que los tratados
en que los mismos han elegido ser partes sean respe-
tados igualmente, por lo que respecta a su objeto y fin,
por todas las partes, y que los Estados estén dispuestos
a introducir todas las modificaciones legislativas nece-
sarias que les permitan cumplir con las obligaciones asu-
midas en virtud de estos tratados. Según el artículo 20
del Convenio Internacional sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación Racial, no se autorizará
ninguna reserva que sea incompatible con el objeto y
fin del Convenio.

Por tanto, el Gobierno sueco pone una objeción a
la reserva mencionada formulada por el Gobierno turco
respecto al Convenio Internacional sobre la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación Racial.

La presente objeción no constituye obstáculo para
la entrada en vigor del Convenio entre Turquía y Suecia.
Así pues, este Convenio entrará en vigor en su totalidad
entre los dos países sin que Turquía se pueda beneficiar
de la reserva que ha formulado.

Timor Leste. 16 de abril de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 16 de mayo de 2003.

Rumania. 21 de marzo de 2003, declaración de con-
formidad con el artículo 14 del Convenio.

Rumania declara, de conformidad con el apartado 1
del artículo 14 del Convenio Internacional sobre la eli-
minación de todas las formas de discriminación racial,
que reconoce la competencia del Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación Racial para recibir y estudiar
las comunicaciones procedentes de personas dentro de
su jurisdicción que aleguen ser víctimas de una violación
por parte de Rumania de cualquiera de los derechos
previstos en el Convenio, al que Rumania se ha adherido
mediante el Decreto n.o 345 de 1970.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 1 y 2
del artículo 14 del Convenio Internacional sobre la eli-
minación de todas las formas de discriminación racial,
Rumania considera que las disposiciones mencionadas
no confieren al Comité para la Eliminación de la Dis-
criminación Racial la competencia para examinar comu-

nicaciones de personal que invoquen la existencia y la
violación de derechos colectivos.

El organismo competente en Rumania, de conformi-
dad con su derecho interno, para recibir y examinar las
comunicaciones de conformidad con el apartado 2 del
artículo 14 del Convenio Internacional sobre la elimi-
nación de todas las formas de discriminación racial es
el Consejo Nacional para la Lucha contra la Discrimi-
nación, creado mediante Resolución gubernamental
n.o 1194, de 2001.

Francia. 25 de abril de 2003. Declaración formulada
por Tailandia en el momento de la adhesión.

El Gobierno de la República Francesa ha examinado
la declaración interpretativa formulada por el Gobierno
del Reino de Tailandia en el momento de la adhesión
al Convenio sobre la eliminación de todas las formas
de discriminación racial de 7 de marzo de 1966. El
Gobierno de la República Francesa considera que, al
supeditar la interpretación y la aplicación de lo dispuesto
en el Convenio al respeto de la Constitución y la legis-
lación del Reino de Tailandia, el Gobierno del Reino de
Tailandia está formulando una reserva de alcance tan
general e indeterminado que no es posible conocer qué
modificaciones se pretende introducir en las obligacio-
nes en virtud del Convenio. Por consiguiente, el Gobierno
de Francia considera que esta reserva, tal y como está
formulada, podría dejar completamente sin efecto las
disposiciones del Convenio. Por estas razones, el Gobier-
no pone una objeción a esta declaración interpretativa,
que considera una reserva difícilmente compatible con
el objeto y fin del Convenio.

Alemania. 29 de abril de 2003. Declaración formu-
lada por Tailandia en el momento de la adhesión.

El Gobierno de la República Federal de Alemania ha
examinado la declaración interpretativa general al Con-
venio Internacional sobre la eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial formulada por el Gobierno
del Reino de Tailandia en el momento de su adhesión
al Convenio.

El Gobierno de la República Federal de Alemania con-
sidera que la declaración interpretativa general formu-
lada por Tailandia constituye de hecho una reserva por
la que se pretende limitar el ámbito del Convenio de
forma unilateral.

El Gobierno de la República Federal de Alemania seña-
la que cualquier reserva a todas las disposiciones de
un Convenio que consista en una referencia general al
derecho nacional sin especificar su contenido no define
claramente para los otros Estados Partes en el Convenio
la medida en que el Estado que formula la reserva ha
aceptado las obligaciones derivadas de las disposiciones
del Convenio.

La reserva formulada por el Gobierno del Reino de
Tailandia respecto de la aplicación de las disposiciones
del Convenio suscita, por tanto, dudas en cuanto el com-
promiso de Tailandia de cumplir sus obligaciones deri-
vadas de todas las disposiciones del Convenio.

Por tanto, el Gobierno de la República Federal de
Alemania considera esta reserva incompatible con el
objeto y fin del Convenio y pone una objeción a la decla-
ración interpretativa general formulada por el Reino de
Tailandia.

Dicha objeción no impide la entrada en vigor del Con-
venio entre la República Federal de Alemania y El Reino
de Tailandia.

Pacto Internacional sobre derechos políticos y civiles.
Nueva York, 16 de diciembre de 1966. «Boletín Oficial
del Estado» de 30 de abril de 1977.

Serbia y Montenegro. 24 de abril de 2003. Comu-
nicación relativa al cese del estado de emergencia decla-
rado el 12 de marzo de 2003.
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Perú. 30 de mayo de 2003. Notificación de confor-
midad con el artículo 4(3) del Pacto por el que comunica
que por Decreto n.o 055-2003 PCM, de fecha 27 de
mayo de 2003, se estableció el estado de emergencia
en todo el territorio nacional por un período de 30 días.

Los artículos del Pacto que han sido derogados son
9, 12, 17 y 21.

27 de junio de 2003. Notificación de conformidad
con el artículo 4(3) del Pacto por el que comunica que
por Decreto n.o 062-2003 PCM de fecha 25 de junio
de 2003, se levanta el estado de emergencia establecido
en todo el territorio nacional excepto en los Departa-
mento de Junin, Ayacucho y Apurimac y provincia de
La Convención, del Departamento de Cuzco, donde el
estado de emergencia es mantenido durante un período
de 30 días. Durante la extensión el estado de emer-
gencia, los artículos que han sido derogados son: 9, 12,
17 y 21.

Pacto Internacional sobre derechos económicos, sociales
y culturales. Nueva York, 16 de diciembre de 1966.
«Boletín Oficial del Estado» de 30 de abril de 1977.

Timor Leste. 16 de abril de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 16 de mayo de 2003.

Convenio sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer. Nueva York, 18 de
diciembre de 1979. «Boletín Oficial del Estado» de
21 de marzo de 1984.

Timor Leste. 16 de abril de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 16 de mayo de 2003.

Santo Tomé y Príncipe. 3 de junio de 2003. Rati-
ficación, entrada en vigor 3 de julio de 2003.

República Árabe Siria. 28 de marzo de 2003. Adhe-
sión, entrada en vigor 27 de abril de 2003, con las
siguientes reservas:

... con sujeción a reservas al artículo 2; al apartado 2
del artículo 9, relativo a la concesión de la nacionalidad
de una mujer a sus hijos; al apartado 4 del artículo 15,
relativo a la libertad de movimiento y de residencia y
domicilio; a las letras (c), (d), (f) y (g) del apartado 1
del artículo 16, relativos a la igualdad de derechos y
responsabilidades durante el matrimonio y en el momen-
to de su disolución respecto de la custodia, el derecho
a elegir apellido, la manutención y adopción; al apar-
tado 2 del artículo 16, relativo al efecto jurídico de los
desposorios y el matrimonio de un menor, en la medida
en que esta disposición sea incompatible con lo dispues-
to en la Sharía islámica; y al apartado 1 del artículo 29,
relativo al arbitraje entre Estados en caso de controversia.

La adhesión de la República Árabe Siria al presente
Convenio no significará en modo alguno el reconoci-
miento de Israel ni entrañará relación alguna con Israel
en el marco de lo dispuesto en el Convenio.

Francia. 25 de abril de 2003. Objeción a las reservas
formuladas por Bahrein en el momento de la adhesión:

El Gobierno de la República Francesa ha examinado
las reservas formuladas por el Gobierno del Reino de
Bahrein en el momento de la adhesión al Convenio sobre
la eliminación de todas la formas de discriminación con-
tra la mujer, de 18 de diciembre de 1979. El Gobierno
de la República Francesa considera que, al supeditar
la aplicación de los artículos 2 y 16 del Convenio al
respeto de la Sharía islámica, el Gobierno del Reino de
Bahrein está formulando dos reservas de alcance tan
general e indeterminado que no es posible conocer qué
modificaciones se pretende introducir en las obligacio-
nes en virtud del Convenio. Por consiguiente, el Gobierno
de Francia considera que las reservas, tal y como están
formuladas, podría dejar completamente sin efecto las

disposiciones del Convenio. Por estas razones, el Gobier-
no pone una objeción a las reservas formuladas respecto
de los artículos 2 y 16 del Convenio, que considera reser-
vas difícilmente compatibles con el objeto y fin del Con-
venio.

El Gobierno de Francia pone una objeción a las reser-
vas formuladas respecto del apartado 2 del artículo 9
y del apartado 4 del artículo 15 del Convenio.

El Gobierno de Francia señala que dichas objeciones
no impedirán la entrada en vigor del Convenio sobre
la Eliminación de todas las formas de Discriminación
contra la Mujer entre Bahrein y Francia.

Austria. 31 de marzo de 2003. Objeción a las reservas
formuladas por Bahrein en el momento de la adhesión:

El Gobierno de Austria ha examinado la reserva al
Convenio sobre la Eliminación de Todas las formas de
Discriminación contra la Mujer formulada por el Gobierno
del Reino de Bahrein en su nota al Secretario General
de 18 de junio de 2002, respecto de los artículos 2,
9.2), 15.4) y 16.

La reserva a los artículos 9.2) y 15.4), de llevarse
a la práctica, conduciría inevitablemente a discriminación
contra la mujer por razón de sexo. Esto es contrario
al objeto y fin del Convenio.

El Gobierno de Austria considera asimismo que, a
falta de más aclaraciones, la reserva a los artículos 2
y 16 que no especifica claramente el alcance de la ina-
plicación por Bahrein de las disposiciones en cuestión
suscita dudas en cuanto al grado de compromiso asu-
mido por Bahrein al llegar a ser Parte en el Convenio,
ya que hace referencia al contenido de la Sharía islámica.

El Gobierno de Austria desearía recordar que, de con-
formidad con el artículo 28.2) del Convenio, así como
con el derecho internacional consuetudinario codificado
en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra-
tados no se permitirá una reserva incompatible con el
objeto y fin de un tratado.

Es un interés común de los Estados que los tratados
en los que los mismos han elegido ser partes sean res-
petados, por lo que respecta a su objeto y fin, por todas
las partes y que los Estados estén dispuestos a introducir
las modificaciones legislativas necesarias para cumplir
sus obligaciones en virtud de los tratados.

Por estos motivos, el Gobierno de Austria pone una
objeción a esta reserva formulada por el Gobierno de
Bahrein.

Esta postura, no obstante, no impide la entrada en
vigor del Convenio en su totalidad entre Bahrein y Aus-
tria.

Países Bajos. 27 de mayo de 2003. Objeción a las
reservas formuladas por la República Árabe Siria en el
momento de la adhesión.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos ha exa-
minado las reservas formuladas por el Gobierno de la
República Árabe Siria en el momento de su adhesión
al Convenio sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos considera
que las reservas respecto del artículo 2, el apartado 2
del artículo 9, el apartado 4 del artículo 15 y las letras
(c), (d), (f) y (g) del apartado 1 del artículo 16 del Convenio
son reservas incompatibles con el objeto y fin del Con-
venio.

Además, el Gobierno del Reino de los Países Bajos
considera que la reserva respecto del apartado 2 del
artículo 16 del Convenio, relativa a la Sharía islámica
de la República Árabe Siria, reserva por la que se pre-
tende limitar las responsabilidades en virtud del Con-
venio del Estado que formula la reserva invocando la
Sharía islámica, puede suscitar dudas respecto del com-
promiso de ese Estado con el objeto y fin del Convenio
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y, además, contribuye a socavar las bases del derecho
internacional de tratados.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos recuerda
que, de conformidad con el apartado 2 del artículo 28
del Convenio, no se permitirá ninguna reserva que sea
incompatible con el objeto y fin del Convenio.

Es un interés común de los Estados que los tratados
en que han elegido ser partes sean respetados, en lo
que respecta a su objeto y fin, por todas las Partes y
que los Estados estén dispuestos a introducir las modi-
ficaciones legislativas necesarias para cumplir sus obli-
gaciones en virtud de los tratados.

Así pues, el Gobierno del Reino de los Países bajos
pone una objeción a las reservas mencionadas formu-
ladas por el Gobierno de la República Árabe Siria al con-
venio sobre la eliminación de Todas las Forma de Dis-
criminación contra la Mujer.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor del
Convenio entre el Reino de los Países Bajos y la República
Árabe Siria.

Finlandia. 17 de junio de 2003. Objeción a las reser-
vas formuladas por la República Árabe Siria en el momen-
to de la adhesión.

El Gobierno finlandés ha examinado atentamente el
contenido de las reservas formuladas por el Gobierno
de la República Árabe Siria respecto del artículo 2, el
apartado 2 del artículo 9, el apartado 4 del artículo 15
y las letras c), d), f) y g) del apartado 1 del artículo 16
de la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer.

El Gobierno finlandés llama la atención sobre que
toda reserva que consista en una referencia general a
leyes religiosas o a otras leyes nacionales sin indicar
su contenido no permite a las otras Partes en la Con-
vención determinar con precisión en qué medida el Esta-
do que formula la reserva se compromete a aplicar la
Convención y, por tanto, suscita serias dudas respecto
de su voluntad de cumplir con las obligaciones que le
impone. Dichas reservas están sometidas al principio
general de la interpretación de los tratados según el
cual una parte no puede invocar las disposiciones de
su derecho interno para justificar su incumplimiento de
las obligaciones que asume al llegar a ser parte en su
tratado.

El Gobierno finlandés toma nota por otra parte de
que las reservas formuladas por la República Árabe Siria
respecto de algunas de las disposiciones más impor-
tantes de la Convención y tendentes a excluir algunas
de sus obligaciones fundamentales son incompatibles
con el objeto y fin del mismo.

El Gobierno Finlandés recuerda asimismo que, en vir-
tud del artículo 28 de la Parte VI de la Convención,
no se permitirán reservas incompatibles con el objeto
y fin de la Convención.

Así pues, el Gobierno finlandés pone una objeción
a la reserva del Gobierno de la República Árabe Siria
respecto de la Convención.

Esta objeción no impide la entrada en vigor de la
Convención entre la República Árabe Siria y Finlandia.
Así pues, éste entrará en vigor entre los dos Estados
sin que la República Árabe Siria pueda invocar la reserva
que ha formulado.

Convenio para la Protección de las Personas con Res-
pecto al Tratamiento Automatizado de Datos de
Carácter Personal (n.o 108 del Consejo de Europa).
Estrasburgo, 28 enero 1981. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 15 de noviembre de 1985.

Malta. 28 de febrero de 2003. Declaración formulada
en el momento de la Ratificación:

1. Malta declara que, de conformidad con el artícu-
lo 3.2).a) del Convenio, el mencionado Convenio no se

aplicará a las siguientes categorías de archivos de datos
automatizados de carácter personal, comprendidos en
el artículo 5 de la Ley de Protección de Datos de Malta
n.o XXVI de 2001:

a) archivos de datos de carácter personal procesa-
dos por una persona física en el transcurso de una acti-
vidad puramente personal;

b) archivos de datos de carácter personal procesa-
dos con fines de seguridad pública, defensa o seguridad
del Estado (incluido el bienestar económico del Estado
cuando la operación de procesamiento esté relacionada
con cuestiones relativas a la seguridad).

2. Malta interpreta que una solicitud de información
de conformidad con la letra b) del artículo 8 del Convenio
no puede satisfacerse si la persona en cuestión no puede
especificar adecuadamente su solicitud.

3. Malta declara que la autoridad designada a los
efectos de la cooperación y asistencia recíproca entre
las Partes conforme al artículo 13.2).a) del Convenio es
la siguiente:

Oficina del Comisario para la Protección de Datos.
280 Republic Street.
Valletta CMR 02.
Malta.
Tel. 00 (356) 21 221 630.
Fax 00 (356) 21 221 629.

Convención contra la tortura y otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes. Nueva York, 10 de
diciembre de 1984. «Boletín Oficial del Estado» de 9
de noviembre de 1987.

Congo. 30 de julio de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor el 29 de agosto de 2003.

Convención sobre los Derechos del Niño. Nueva York,
20 de noviembre de 1989. «Boletín Oficial del Estado»
de 31 de diciembre de 1990.

Timor Leste. 16 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 16 de mayo de 2003.

Enmienda al párrafo 2 del artículo 43 de la Convención
sobre los Derechos del Niño. Nueva York, 15 de
diciembre de 1995. «Boletín Oficial del Estado» núme-
ro 9, de 10 de enero de 2003.

Kuwait. 9 de mayo de 2003. Aceptación.
Japón. 12 de junio de 2003. Aceptación.
Ucrania. 3 de julio de 2003. Aceptación.

Acuerdo Europeo relativo a las Personas que Participan
en Procedimientos ante el Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos. Estrasburgo. 5 de marzo de 1996.
«Boletín Oficial del Estado» número 47, de 23 de
febrero de 2001.

Lituania. 18 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 1 de abril de 2003.

Convenio para la Protección de los Derechos Humanos
y la Dignidad del Ser Humano con respecto a las
Aplicaciones de la Biología y la Medicina. Convenio
relativo a los Derechos Humanos y la Biomedicina.
Oviedo, 4 de abril de 1997. «Boletín Oficial del Esta-
do» número 251, de 20 de octubre de 1999, y núme-
ro 270, de 11 de noviembre de 1999.

Bulgaria. 23 de abril de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 1 de agosto de 2003.
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Protocolo Facultativo a la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer. Nueva York. 6 de octubre de 1999. «Boletín
Oficial del Estado» número 190, de 9 de agosto de
2001.

Suecia. 24 de abril de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 24 de julio de 2003.

Timor Leste. 16 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 16 de julio de 2003.

Albania. 23 de junio de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 23 de septiembre de 2003.

Luxemburgo. 1 de julio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 1 de octubre de 2003.

Serbia y Montenegro. 31 de julio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor el 31 de octubre de 2003.

Protocolo facultativo a la Convención sobre los Derechos
del Niño, relativo a la Venta de Niños, la Prostitución
Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía.
Nueva York. 25 de mayo de 2000. «Boletín Oficial
del Estado» número 27, de 31 de enero de 2002.

Suecia. 27 de noviembre de 2003. Objeción a la reser-
va formulada por Qatar en el momento de la adhesión:

El Gobierno sueco ha examinado la reserva formulada
por Qatar en el momento de su adhesión al Protocolo
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del
Niño, relativo a la venta de niños, la prostitución infantil
y la utilización de niños en la pornografía.

El Gobierno sueco constata que se trata de una reser-
va general de carácter ilimitado remitiéndose al conte-
nido de la sharía.

El Gobierno sueco considera que esta reserva, que
no enuncia de manera precisa las disposiciones del Con-
venio a que la misma se aplica, ni el alcance de la ina-
plicabilidad que se contempla, suscita dudas respecto
de la voluntad de Qatar de respetar los compromisos
que ha asumido en cuanto al objeto y fin del Convenio.
El Gobierno sueco recuerda que, en virtud del derecho
internacional consuetudinario codificado en al Conven-
ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no se
permitirá ninguna reserva incompatible con el objeto y
fin de un tratado.

Los Estados están interesados en que los tratados
en que los mismos llegan a ser partes, sean respetados,
en cuando a su objeto y fin, por todas las partes, y que
los Estados estén dispuestos a introducir en su legis-
lación todas las modificaciones necesarias para poder
cumplir las obligaciones que les incumben en virtud de
los tratados en que llegan a ser partes.

Por ello, el Gobierno sueco pone una objeción a la
reserva mencionada del Gobierno de Qatar respecto del
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, relativo a la venta de niños, la prostitución
infantil y la utilización de los niños en la pornografía.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor del
Convenio entre Qatar y Suecia. El Convenio entrará en
vigor en su totalidad entre los dos Estados, sin que Qatar
pueda beneficiarse de su reserva.

Noruega. 30 de diciembre de 2002. Objeción a la
reserva formulada por Qatar en el momento de la adhe-
sión:

«El Gobierno de Noruega ha examinado el con-
tenido de la reserva formulada por el Gobierno de
Qatar en el momento de la adhesión al Protocolo
Facultativo de la Convención sobre los Derechos
del Niño, relativo a la venta de niños, la prostitución
infantil y la utilización de los niños en la pornografía.

La reserva pretende conceder a la sharía islámica
prioridad sobre lo dispuesto en el Protocolo Facul-

tativo y no define claramente en qué medida Qatar
ha aceptado las obligaciones del último. El Gobierno
de Noruega pone por ello una objeción a la reserva,
ya que es contraria al objeto y fin del Protocolo
Facultativo y, por ello, inadmisible de conformidad
con los principios del derecho internacional esta-
blecidos de larga data.

Esta objeción no impide la entrada en vigor en
su totalidad del Protocolo Facultativo entre el Reino
de Noruega y Qatar. Así pues, el Protocolo Facul-
tativo entrará en vigor entre Noruega y Qatar sin
que Qatar se beneficie de la reserva.»

Irlanda. 6 de enero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Qatar en el momento de la adhesión:

El Gobierno irlandés ha examinado la reserva al Pro-
tocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos
del Niño, relativo a la venta de niños, la prostitución
infantil y la utilización de los niños en la pornografía,
formulada por el Gobierno de Qatar en el momento de
la adhesión al Protocolo Facultativo.

El Gobierno irlandés estima que esta reserva se refiere
de manera general al derecho islámico sin precisar su
contenido y, por ello, deja a los otros Estados Partes
en duda en cuanto al compromiso real del Estado de
Qatar con el Protocolo Facultativo. Es en interés común
de los Estados que los Tratados en que los mismos han
elegido llegar a ser Partes sean respetados, en lo que
respecta a su objeto y fin, por todas las Partes y que
los Estados estén dispuestos a introducir en su legis-
lación todas las modificaciones necesarias para cumplir
con sus obligaciones en virtud de los Tratados.

Por estas razones, el Gobierno irlandés formula una
objeción a esta reserva del Gobierno de Qatar. No obs-
tante, esta postura no impide la entrada en vigor del
Protocolo Facultativo, en su totalidad, entre Qatar e
Irlanda.

China. 3 de diciembre de 2002. Comunicación:

1. De conformidad con la Ley Fundamental de la
Región Administrativa Especial de Hong Kong de la Repú-
blica Popular de China y tal como sugiere el Gobierno
de la Región Administrativa Especial de Hong Kong, la
aplicación del Protocolo a la Región Administrativa Espe-
cial de Hong Kong de la República Popular de China
exige la previa promulgación de legislación interna por
la Región Administrativa Especial de Hong Kong y el
Protocolo no se aplicará a la Región Administrativa Espe-
cial de Hong Kong de la República Popular de China
hasta que el Gobierno de China notifique otra cosa;

2. De conformidad con la Ley Fundamental de la
Región Administrativa Especial de Macao de la República
Federal de China, y como lo sugiere el Gobierno de la
Región Administrativa Especial de Macao, el Protocolo
se aplicará a la Región Administrativa Especial de Macao
de la República Popular de China.

Finlandia. 10 de marzo de 2003. Comunicación rela-
tiva a la reserva formulada por Qatar en el momento
de la Adhesión:

El Gobierno finlandés ha examinado atentamente el
contenido de la reserva formulada por el Gobierno de
Qatar al Protocolo Facultativo de la Convención sobre
los Derechos del Niño, relativo a la venta de niños, la
prostitución infantil y la utilización de los niños en la
pornografía.

El Gobierno finlandés toma nota de que la reserva
formulada por Qatar, que invoca de manera general el
derecho islámico sin precisar su contenido, suscita una
seria duda en cuanto al compromiso real de Qatar con
el Protocolo y en cuanto a su voluntad de cumplir con
sus obligaciones en virtud de dicho instrumento. Esta
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reserva debe entenderse como sujeta al principio general
de la interpretación de los tratados en virtud del cual
una parte en un tratado no puede invocar las dispo-
siciones de su derecho interno para justificar su incum-
plimiento de una de las obligaciones que le impone este
Tratado.

El Gobierno finlandés toma nota asimismo de que
el carácter demasiado general de la reserva suscita duda
sobre la determinación de Qatar de cumplir plenamente
sus compromisos respecto del objeto y fin del Protocolo
y recuerda que de conformidad con el derecho inter-
nacional consuetudinario codificado en la Convención
de Viena sobre el derecho de los tratados, no se permitirá
una reserva incompatible con el objeto y fin de los
tratados.

Por ello, el Gobierno finlandés pone una objeción a
la reserva formulada por el Gobierno de Qatar al Pro-
tocolo.

Estados Unidos. 23 de diciembre de 2002. Ratifica-
ción. Entrada en vigor 23 de enero de 2003, con la
siguiente reserva y declaración:

Reserva

En la medida en que el derecho interno de los Estados
Unidos no confiere a éstos la competencia para conocer
de una infracción contemplada en el apartado 1 del ar-
tículo 3 del Protocolo en caso de que la acción se haya
cometido a bordo de un buque o de una aeronave matri-
culado en los Estados Unidos, la obligación relativa a
la competencia para conocer de dicha infracción no se
aplicará a los Estados Unidos en tanto que los Estados
Unidos no hayan notificado al Secretario General de la
Organización de las Naciones Unidas que su derecho
interno satisface plenamente lo dispuesto en el apar-
tado 1 del artículo 4 del Protocolo.

Declaraciones

Se dan el parecer y el consentimiento del Senado
en el bien entendido de que:

1) No se contrae ninguna obligación, al hacer ésto,
respecto de la Convención sobre los Derechos del Niño.
Los Estados Unidos consideran que no asumen ninguna
obligación respecto de la Convención sobre los Derechos
del Niño al llegar a ser Parte en el Protocolo.

2) Por lo que respecta a la expresión «utilización
de niños en la pornografía». Los Estados Unidos con-
sideran que la expresión «venta de niños» definida en
al letra a) del artículo 2 del Protocolo abarca toda tran-
sacción en el marco de la cual se entrega o recibe una
remuneración u otra contrapartida en circunstancias en
que una persona que jurídicamente no tenga la custodia
del niño obtenga un control de facto sobre el mismo.

3) Por lo que respecta a la expresión «pornografía
infantil». Los Estados Unidos consideran que la expresión
«pornografía infantil», definida en la letra c) del artículo 2
del Protocolo, se entiende como la representación visual
de un niño dedicado a actividades sexuales reales o simu-
ladas o la representación visual de las partes genitales
de un niño, en que la característica dominante sea una
descripción con fines sexuales.

4) Por lo que respecta a la expresión «transferencia
de órganos... con fines de lucro». Los Estados Unidos
consideran que:

A) La expresión «transferencia de órganos (del niño)
con fines de lucro» utilizada en la letra a) i) del apartado 1
del artículo 3 del Protocolo no contempla la situación
en que un niño done un órgano por haberlo consentido
él mismo lícitamente, y

B) La expresión «con fines de lucro» utilizada en
la letra a) i) del apartado 1 del artículo 3 del Protocolo
no contempla el pago lícito de una suma razonable aso-
ciado a la transferencia de órganos, en particular todo
pago correspondiente a los gastos de viaje o de alo-
jamiento, al lucro cesante o a gastos médicos.

5) Por lo que respecta a las expresiones «instru-
mentos jurídicos internacionales aplicables» y «obtener
indebidamente el consentimiento»:

A) Por lo que respecta a la expresión «instrumentos
jurídicos internacionales aplicables», los Estados Unidos
consideran que la expresión «instrumentos jurídicos
internacionales aplicables» utilizada en la letra a) ii) del
apartado 1 y el apartado 5 del artículo 3 del Protocolo
se refiere al Convenio relativo a la Protección del Niño
y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional
hecho en La Haya el 29 de mayo de 1993 (denominado
«el Convenio de La Haya» en el presente apartado).

B) Ausencia de obligación de tomar ciertas medidas.
Los Estados Unidos no son Parte en el Convenio de
La Haya pero tienen la intención de llegar a ser Parte.
Por esta razón, mientras que no hayan llegado a ser
Parte en el Convenio de La Haya, los Estados Unidos
consideran que no están obligados a considerar infrac-
ciones los actos prohibidos en la letra a) ii) del apartado
1 del artículo 3 del Protocolo, ni a adoptar todas las
medidas jurídicas y administrativas pertinentes contem-
pladas en el apartado 5 del artículo 3 del Protocolo.

C) Interpretación de la expresión «obtener indebi-
damente ... el consentimiento»:

Los Estados Unidos consideran que la expresión «ob-
tener indebidamente ... el consentimiento» utilizada en
la letra a) ii) del apartado 1 del artículo 3 del Protocolo
significa obtener consciente y deliberadamente el con-
sentimiento al ofrecer o recibir una contrapartida por
la renuncia a los derechos parentales.

6) Aplicación del Protocolo en el sistema federal
de los Estados Unidos.

Los Estados Unidos consideran que el Protocolo se
aplicará por el Gobierno Federal en la medida en que
éste goce de competencia en las materias reguladas
por el Protocolo, y por las administraciones estatales
y locales en la medida en que aquél no goce de dicha
competencia. En la medida en que sean las adminis-
traciones estatales locales las competentes por lo que
respecta a estas materias, el Gobierno Federal adoptará
en caso necesario las medidas oportunas para asegurar
la aplicación del Protocolo.

República Unida de Tanzania. 24 de abril de 2003.
Adhesión. Entrada en vigor 24 de mayo de 2003.

Timor Leste. 16 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 16 de mayo de 2003.

Bolivia. 3 de junio de 2003. Ratificación. Entrada en
vigor 3 de julio de 2003.

Portugal. 16 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor el 16 de junio de 2003.

Países Bajos. 7 de abril de 2003. Comunicación rela-
tiva a la reserva formulada por Qatar en el momento
de la Adhesión:

«El Gobierno del Reino de los Países Bajos ha
examinado la reserva formulada por el Gobierno
de Qatar en el momento de su adhesión al Pro-
tocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, relativo a la venta de niños, la pros-
titución infantil y la utilización de niños en la por-
nografía. El Gobierno del Reino de los Países Bajos
considera que la reserva relativa al derecho nacio-
nal de Qatar, por la que se pretende limitar las
responsabilidades del Estado que formula la reserva
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en virtud del Protocolo invocando el derecho nacio-
nal, puede suscitar dudas respecto del compromiso
de este Estado con el objeto y fin del Convenio
y, además, contribuye a socavar las bases del dere-
cho internacional de los tratados.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos recuer-
da que, de conformidad con el apartado 2 del ar-
tículo 28 del Convenio, no se permitirá reserva algu-
na que sea incompatible con el objeto y fin del
Convenio.

Es un interés común de los Estados que los tra-
tados en que han elegido ser partes sean respe-
tados, por lo que respecta a su objeto y fin, por
todas las Partes, y que los Estados estén dispuestos
a introducir las modificaciones legislativas necesa-
rias para cumplir sus obligaciones en virtud de los
tratados.

Así pues, el Gobierno de los Países Bajos pone
una objeción a la reserva mencionada formulada
por el Gobierno de Qatar al Protocolo Facultativo
de la Convención sobre los Derechos del Niño, rela-
tivo a la venta de niños, la prostitución infantil y
la utilización de niños en la pornografía.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor
de la Convención entre el Reino de los Países Bajos
y Qatar.»

Chad. 28 de agosto de 2002. Ratificación. Entrada
en vigor 28 de septiembre de 2002.

Mongolia. 27 de junio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 27 de julio de 2003.

Sudáfrica. 30 de junio de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 30 de julio de 2003.

Filipinas. 28 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 28 de junio de 2003.

Ucrania. 3 de julio de 2003. Ratificación. Entrada en
vigor 3 de agosto de 2003.

Uruguay. 3 de julio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 3 de agosto de 2003.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, sobre participación de Niños en Con-
flictos Armados. Nueva York, 25 de mayo de 2000.
«Boletín Oficial del Estado» número 92, de 17 de
abril de 2002.

Costa Rica. 24 de enero de 2003. Ratificación. Entra-
da en vigor 24 de febrero de 2003, con la siguiente
Declaración:

... el artículo 12 de la Constitución de la República
de Costa rica proscribe el ejército como institución per-
manente. Por consiguiente, mi Gobierno considera que
está dispensando de la declaración en cuestión a los
efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 3
del Protocolo.

Francia. 5 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 5 de marzo de 2003, con la siguiente Decla-
ración:

Por la presente, Francia declara que recluta única-
mente voluntarios de al menos 17 años de edad que
hayan sido informados de los derechos y obligaciones
que implica el servicio militar y que el alistamiento de
reclutas por debajo de la edad de 18 años es válido
únicamente con el consentimiento de sus representantes
legales.

Servia y Montenegro. 31 de enero de 2003. Rati-
ficación. Entrada en vigor 28 de febrero de 2003, con
la siguiente Declaración:

«De conformidad con el artículo 3.2) del Pro-
tocolo, me honra informarle de que lo dispuesto

en los artículos 291 y 301 de la Ley relativa al
Ejército Yugoslavo especificaba que cualquier per-
sona en edad militar que haya cumplido 18 podrá
ser reclutada en el ejército de la República Federal
de Yugoslavia en ese año natural. Una persona en
edad militar podrá ser reclutada únicamente con
carácter excepcional en el año natural en que cum-
pla 17 años, a petición propia, o durante un estado
de guerra por orden del Presidente de la República
Federal de Yugoslavia.

A la luz del hecho de que, en virtud de la Ley,
únicamente podrán ser llamadas a filas las personas
que hayan cumplido su servicio militar o hayan
pasado la formación militar exigida, la edad mínima
para el alistamiento voluntario en la República Fede-
ral de Yugoslavia se ha establecido en los 18 años.
En el Código Penal de la República Federal de
Yugoslavia y de sus repúblicas constitutivas, en rela-
ción con los delitos contra los derechos y libertades
civiles y el abandono del deber se prevén salva-
guardias para que el reclutamiento de personas
menores de edad no se realice por la fuerza o por
coacción.»

Suecia. 20 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 20 de marzo de 2003 con la siguiente Decla-
ración:

«... de conformidad con el apartado 2 del artícu-
lo 3 del Protocolo Facultativo, [...] la edad mínima
requerida para el alistamiento voluntario en las fuer-
zas armadas nacionales de Suecia es de dieciocho
(18) años.»

Lituania. 20 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 20 de marzo de 2003, con al siguiente Decla-
ración:

«... la República de Lituania declara que, en virtud
de la Ley de la República de Lituania, los ciudadanos
de la República de Lituania menores de 18 años
no pueden prestar sus servicios en las fuerzas arma-
das nacionales: la edad mínima de los ciudadanos
de la República de Lituania para el alistamiento
voluntario en el servicio militar activo es de 18
años, y la edad mínima de los ciudadanos de la
República de Lituania para alistarse en el servicio
militar obligatorio debe ser 19 años. El reclutamien-
to obligatorio de niños menores de 18 años en
las fuerzas armadas implica responsabilidad penal
en virtud de la legislación de la República de Litua-
nia.

Irlanda. 18 de noviembre de 2002. Ratificación. Entra-
da en vigor 18 de diciembre de 2002, con la siguiente
Declaración:

De conformidad con el apartado 2 del artículo 3 del
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño relativo a la participación de niños en
los conflictos armados, Irlanda declara lo siguiente:

Con carácter general, la edad mínima de reclutamien-
to en las fuerzas armadas irlandesas es de 17 años.
Se hace una excepción en caso de los aprendices, que
pueden ser reclutados a la edad de 16 años. No obstante,
éstos no están obligados a realizar el servicio militar
hasta que no hayan alcanzado los cuatro años de apren-
dizaje, al cabo de los cuales todos alcanzan la edad de 18
años.

Irlanda ha adoptado las medidas siguientes para que
el personal de menos de 18 años de edad no pueda
ser reclutado por la fuerza o por coacción:

Todo reclutamiento en las fuerzas armadas irlandesas
debe ser voluntario. Irlanda no tiene servicio militar obli-
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gatorio y sus campañas de reclutamiento son de carácter
informativo. Los candidatos deben cumplimentar una
solicitud de candidatura y son elegidos en función de
sus aptitudes. Los candidatos a los que se ofrece un
puesto no están obligados a aceptar dicho puesto.

Todos los candidatos deben presentar un documento
justificativo de su edad. Los candidatos solteros que sean
menores de 18 años deben contar con el consentimiento
escrito de uno de sus progenitores o de su tutor. En
Irlanda, una persona alcanza la mayoría de edad o la
edad adulta bien porque alcance la edad de 18 años,
bien porque se case antes de haber alcanzado dicha
edad. Según el derecho irlandés, una persona de menos
de 18 años no puede contraer matrimonio válido si el
tribunal de distrito o el Tribunal Superior no decide con-
cederle una dispensa.

Túnez. 2 de enero de 2003. Ratificación. Entrada en
vigor 2 de febrero de 2003, con la siguiente Declaración:

De conformidad con el apartado 2 del artículo 3 del
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño relativo a la participación de niños en
los conflictos armados, la República de Túnez declara
lo siguiente:

Según la legislación tunecina, la edad mínima para
el alistamiento voluntario de ciudadanos tunecinos en
las fuerzas armadas nacionales es de 18 años.

De conformidad con el artículo primero de la Ley
n.o 51-1989, de 14 de marzo de 1989, relativa al servicio
nacional, «todo ciudadano de 20 años de edad debe
realizar personalmente el servicio nacional, excepto en
caso de inaptitud física médicamente constatada.

No obstante, a petición propia y con el consentimiento
de un tutor, los ciudadanos pueden realizar su servicio
nacional a partir de la edad de 18 años y ello previa
aprobación del Secretario General de la Defensa Nacio-
nal».

De conformidad con el artículo 27 de la Ley n.o
51-1989, de 14 de marzo de 1989, relativa al servicio
nacional, «todo ciudadano de edades comprendidas
entre los 18 y 23 años puede ingresar en las escuelas
militares en las condiciones establecidas por la Secre-
taría General de Defensa Nacional.

El consentimiento de un tutor es indispensable para
los jóvenes que no han alcanzado la mayoría de edad;
en este caso, el primer año de servicio se cumple en
concepto de obligaciones de servicio nacional por anti-
cipación al llamamiento a filas.»

Lo dispuesto en la Ley tunecina de 14 de marzo de
1989 garantiza una protección jurídica a los ciudadanos
de 18 años a los efectos de los artículos 1 y 27 de
la mencionada Ley, puesto que el reclutamiento en el
servicio nacional o al servicio del ejército es estricta-
mente voluntario.

Estados Unidos. 23 de diciembre de 2002. Ratifica-
ción. Entrada en vigor 23 de enero de 2003, con la
siguiente Declaración:

a) La edad mínima a partir de la cual los Estados
Unidos autorizan el alistamiento voluntario en sus fuerzas
armadas es de 17 años;

b) Los Estados Unidos han previsto salvaguardias
para que este alistamiento no se realice por la fuerza
o por coacción, a saber en la letra a) del artículo 505
del Capítulo 10 del Código de los Estados Unidos, en
el sentido de que ningún menor de 18 años podrá ser
reclutado en las fuerzas armadas de los Estados Unidos
sin el consentimiento escrito de un progenitor o del tutor
que tenga la custodia y el control del mismo;

c) Toda persona enrolada en las fuerzas armadas
de los Estados Unidos recibe instrucciones orales com-

pletas y debe firmar un contrato de alistamiento que,
en su conjunto, definen las obligaciones que implica el
servicio militar, y

d) Todas las personas reclutadas en las fuerzas arma-
das de los Estados Unidos deben presentar una prueba
fiable de su edad antes de ser admitidas en el servicio
militar.

Ratificación del Protocolo Facultativo, en el bien enten-
dido de que:

1) No se asume obligación alguna respecto de la
Convención sobre los Derechos del Niño. Los Estados
Unidos consideran que no contraen obligación alguna
respecto de la Convención sobre los Derechos del Niño
al llegar a ser Parte en el Protocolo.

2) El cumplimiento de la obligación de velar por que
los niños no participen directamente en las hostilidades.
Los Estados Unidos consideran que por lo que respecta
al artículo primero del Protocolo.

a) Por «medidas posibles» se entienden las medidas
que son prácticas o prácticamente posibles, teniendo
en cuenta todas las circunstancias imperantes en el
momento, incluidos los aspectos humanitarios y milita-
res;

b) Por «no participe directamente en las hostilida-
des»:

i) Se entienden los actos inmediatos y efectivos en
el campo de batalla que puedan causar un daño al ene-
migo por haber un vínculo de causalidad directa entre
los actos y el daño causado al enemigo; y

ii) No se entiende la participación indirecta en las
hostilidades, como la recogida y transmisión de infor-
mación militar, el transporte de armas, municiones y
otros suministros, ni el despliegue avanzado; y

c) Toda decisión de un mando militar, un soldado
u otra persona responsable de planificar, autorizar o eje-
cutar una acción militar, incluida la asignación del per-
sonal militar, podrá ser juzgada únicamente teniendo
en cuenta todas las circunstancias pertinentes y la valo-
ración que ha hecho dicha persona de las informaciones
de que pudiera razonablemente disponer en el momento
en que haya planificado, organizado o ejercitado la
acción en cuestión, y no será juzgada sobre la base de
informaciones recibidas el día después de que la acción
en cuestión se haya realizado.

3) La edad mínima del alistamiento voluntario. Los
Estados Unidos consideran que el artículo 3 del Protocolo
obliga a los Estados Partes en el Protocolo a elevar la
edad mínima del alistamiento voluntario en sus fuerzas
armadas nacionales respecto de la norma internacional
actualmente en vigor, que es de 15 años.

4) Grupos armados. Los Estados Unidos consideran
que por «grupos armados» como aparece en el artículo 4
del Protocolo se entiende los grupos armados no guber-
namentales, como grupos de rebeldes, fuerzas armadas
disidentes y otros grupos de insurrectos.

5) Ningún tribunal competente, cualquiera que sea.
Los Estados Unidos consideran que nada de lo dispuesto
en el Protocolo confiere la competencia a un tribunal
internacional cualquiera que sea, incluida la Corte Penal
Internacional.

Croacia. 1 de noviembre de 2002. Ratificación. Entra-
da en vigor 1 de diciembre de 2002, con la siguiente
Declaración:

... la República de Croacia formula la declaración
siguiente respecto del apartado 2 del artículo 3 del Pro-
tocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos
del Niño, relativo a la participación de niños en los con-
flictos armados.
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Por lo que respecta al apartado 2 del artículo 3 del
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, relativo a la participación de niños en
los conflictos armados, la República de Croacia indica
que su legislación nacional prohíbe a las personas meno-
res de 18 años alistarse en sus fuerzas armadas.

Con vistas a que las personas menores de 18 años
no se alisten en sus fuerzas armadas, la República de
Croacia ha adoptado las medidas siguientes:

Se establece por ley que el servicio militar consiste
en la obligación de inscribirse como recluta, de hacer
el servicio militar obligatorio y de servir en la reserva
de las fuerzas armadas de la República de Croacia;

La obligación de inscribirse como recluta surte efecto
en el año natural en que la persona alcance los 18 años
de edad y permanece en vigor hasta que esta persona
realice el servicio militar obligatorio o un servicio, es
decir hasta que pase a la reserva o hasta que haya fina-
lizado su servicio militar, tal y como está previsto en
las disposiciones de la Ley relativa a la defensa. El pro-
ceso de alistamiento comprende la inscripción en los
registros del ejército, revisiones médicas y de otro tipo,
tests psicológicos y el alistamiento propiamente dicho.
Este procedimiento preliminar es necesario para deter-
minar si una persona cumple las condiciones requeridas
para efectuar el servicio militar. Se mantiene la condición
de recluta hasta que se haya efectuado el servicio militar
obligatorio, lo que no está autorizado por la ley antes
de que se alcance la edad de 18 años;

Los reclutas que satisfagan las condiciones requeridas
realizarán su servicio militar obligatorio después de haber
alcanzado la mayoría de edad (18 años), en principio
en el curso del año natural durante el que tengan 19
años cumplidos, y pasan a ser seguidamente reclutas.
Los reclutas no forman parte de las fuerzas armadas
de la República de Croacia, mientras que los llamados
a filas constituyen una unidad de las fuerzas armadas
de la República de Croacia.

Kazajstán. 10 de abril de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 10 mayo 2003, con la siguiente Declaración:

«De conformidad con el apartado 2 del artícu-
lo 3 del Protocolo Facultativo de la Convención
sobre los Derechos del Niño relativo a la partici-
pación de niños en los conflictos armados, la Repú-
blica de Kazajstán declara lo siguiente:

De conformidad con la Ley de Servicio Militar
sobre una base contractual n.o 167-II 3PK de 20
de marzo de 2001:

1. Servicio militar sobre una Base Contractual
basado en los principios de legitimidad, recluta-
miento voluntario, profesionalidad y competencia,
seguridad social y protección de los derechos de
los militares.

2. Todo militar tiene derecho a igualdad plena
de sus derechos. No se impondrá limitación a per-
sona alguna en sus derechos ni se obtendrán ven-
tajas en el ejercicio de sus derechos por razón de
sexo, edad, raza, nacionalidad, lengua, religión, car-
go oficial y condición social.

3. El apartado 1 del artículo 17 permite el reclu-
tamiento voluntario a la edad mínima de 19 años.

4. De conformidad con el apartado 1 del ar-
tículo 14, todo contrato deberá incluir obligatoria-
mente la descripción del documento identificativo,
el número y fecha de expedición del documento,
el número del código social individual y el número
de registro de contribuyente.»

Bélgica. 23 de junio de 2003. Retirada de la Decla-
ración formulada en el momento de la firma.

Esta firma obliga igualmente a la comunidad francesa,
la comunidad flamenca y la comunidad germanófona.

A.C POLÍTICOS Y CONSULARES.

Convenio sobre Privilegios e Inmunidades de las Nacio-
nes Unidas. Londres, 13 de febrero de 1946. «Boletín
Oficial del Estado» de 17 octubre de 1974.

Emiratos Árabes Unidos. 2 de junio de 2003. Adhe-
sión. Entrada en vigor 2 de junio de 2003.

Sri Lanka. 19 de junio de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 19 de junio de 2003.

Convención sobre Privilegios e Inmunidades de los Orga-
nismos Especializados. Nueva York, 21 noviembre
1947. «Boletín Oficial del Estado» de 25 noviembre
de 1974.

Bélgica. 23 de diciembre de 2002. Aplicación de la
Convención a la Organización de las Naciones Unidas
para la Agricultura y la Alimentación (FAO) (segundo
texto revisado del Anexo 11). Organización Mundial de
la Salud (OMS) (tercer texto revisado del Anexo V11).
Organización Marítima Internacional (OMI) (texto revi-
sado del Anexo XII).

Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos
contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclu-
sive los Agentes Diplomáticos. Nueva York, 14 diciem-
bre 1973. «Boletín Oficial del Estado» de 7 febrero
de 1986.

Mozambique. 14 de enero de 2003. Adhesión. Entra-
da en vigor 13 de febrero de 2003, con la siguiente
Declaración:

«... con la siguiente declaración de conformidad
con su artículo 13, apartado 2:

La República de Mozambique no se considera
vinculada por lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 13 del Convenio.

A este respecto, la República de Mozambique
declara que, en cada caso individual, será necesario
consentimiento de todas las Partes en la contro-
versia para que la misma se someta a arbitraje o
a la Corte Internacional de Justicia.

Además, la República de Mozambique declara:

La República de Mozambique, de conformidad
con su Constitución y su derecho interno, no puede
extraditar a ciudadanos mozambiqueños. Por ello,
los ciudadanos mozambiqueños serán juzgados y
condenados en los tribunales nacionales.»

Swazilandia. 4 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 4 de mayo de 2003.

Tonga. 9 de diciembre de 2002. Adhesión.
Etiopía. 16 de abril de 2003. Adhesión. Entrada en

vigor 16 de mayo de 2003 con la siguiente reserva:

El Gobierno de la República Federal Democrática de
Etiopía no se considera vinculado por la disposición de
la Convención mencionada más arriba, en virtud de la
cual cualquier controversia entre dos o más Estados Par-
tes relativa a la interpretación o a la aplicación de la
Convención se someterá, a solicitud de uno de ellos,
a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia, y declara
que las controversias relativas a la interpretación o a
la aplicación de la Convención únicamente podrán some-
terse a arbitraje o a la Corte con el consentimiento previo
de todas las partes implicadas.

Benin. 31 de julio de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 30 de agosto de 2003.
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B. MILITARES

B.A DEFENSA.

B.B GUERRA.

Convención para el Arreglo Pacífico de los Conflictos
Internacionales. La Haya, 18 de octubre de 1907.
«Gaceta de Madrid» 20 de junio de 1913.

Irlanda. 7 de mayo de 2002. Adhesión. Entrada en
vigor 6 de julio de 2002, con la siguiente Declaración:

«Al adherirse a la Convención para el Arreglo
Pacífico de los Conflictos Internacionales, hecha en
La Haya, el 18 de octubre de 1907, Irlanda entiende
que los artículos 24 y 76 de la Convención imponen
a Irlanda la obligación de acceder a una solicitud
de asistencia judicial únicamente i) en la medida
en que lo permita el derecho interno de Irlanda
y ii) siempre que, en opinión de Irlanda, la solicitud
no haya sido concebida para perjudicar sus dere-
chos soberanos o su seguridad. Asimismo entiende
que el apartado final del artículo 46 de la Con-
vención hace referencia a los privilegios e inmu-
nidades de que disfrutan los miembros de un Tri-
bunal en los Países Bajos y que no se pretende
que los miembros de tales Tribunales hayan de dis-
frutar de manera general de dichos privilegios e
inmunidades en los territorios de los Estados Partes
en la Convención».

B.C ARMAS Y DESARME.

Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Pro-
ducción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas
Químicas y sobre su Destrucción. Ginebra, 3 de sep-
tiembre de 1992. «Boletín Oficial del Estado» de 13
diciembre de 1996.

Timor Leste. 7 de mayo de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 6 de junio de 2003.

Tonga. 29 de mayo de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 28 de junio de 2003.

Protocolo adicional a la convención sobre prohibiciones
o restricciones del empleo de ciertas armas conven-
cionales que puedan considerarse excesivamente
nocivas o de efectos indiscriminados. Viena 13 de
octubre de 1995. «Boletín Oficial del Estado» núm.
114, de 13 mayo de 1998.

Ucrania. 28 de mayo de 2003. Aceptación, entrada
en vigor 28 de noviembre de 2003.

Convenio sobre la Prohibición del Empleo, Almacena-
miento, Producción y Transferencia de Minas Anti-
personal y su Destrucción. Oslo, 18 de septiembre
de 1997. «Boletín Oficial del Estado» n.o 62 de 13
marzo de 1999.

Lituania. 12 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 1 de noviembre de 2003.

Santo Tomé y Príncipe. 31 de marzo de 2003. Rati-
ficación. Entrada en vigor 1 de septiembre de 2003.

Timor-Leste. 7 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 1 de noviembre de 2003.

Guyana. 5 de agosto de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 1 de febrero de 2004.

B.D DERECHO HUMANITARIO.

Convenio para mejorar la Suerte de los Heridos, Enfer-
mos y Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar.
Ginebra 12 de agosto de 1949. «Boletín Oficial del
Estado» de 26 agosto de 1952.

Timor-Leste. 8 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de noviembre de 2003.

Convenio para mejorar la Suerte de los Heridos y Enfer-
mos de las Fuerzas Armadas en Campaña. Ginebra
12 de agosto de 1949. «Boletín Oficial del Estado»
de 23 agosto de 1952.

Timor-Leste. 8 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de noviembre de 2003.

Convenio relativo a la Protección de Personas Civiles
en Tiempo de Guerra. Ginebra 12 de agosto de 1949.
«Boletín Oficial del Estado» de 2 septiembre de 1952.

Timor-Leste. 8 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de noviembre de 2003.

Convenio relativo al Trato de los Prisioneros de Guerra.
Ginebra 12 de agosto de 1949. «Boletín Oficial del
Estado» de 5 septiembre de 1952 y 31 de julio de
1979.

Timor-Leste. 8 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de noviembre de 2003.

Protocolos I y II Adicionales a los Convenios de Ginebra
de 12 de agosto de 1949, relativos a la Protección
de las Víctimas de los Conflictos Armados Interna-
cionales y sin carácter Internacional. Ginebra 8 de
junio de 1977. «Boletín Oficial del Estado» de 26
julio de 1989, 7 de octubre de 1989, 9 de octubre
de 1989.

Mauricio. 27 de junio de 2003. Declaración relativa
a la declaración formulada por el Reino Unido de Gran
Brataña e Irlanda del Norte el 2 de julio de 2002.

«El Gobierno de la República de Mauricio tiene
el honor de declarar que se opone a la inclusión
del denominado “Territorio Británico del Océano
Índico” en la lista de territorios mencionados en
la Declaración depositada por el Reino Unido de
Gran Bretaña e Irlanda del Norte ante el Consejo
Federal Suizo el 2 de julio de 2002 relativa a la
aplicación de los Protocolos Adicionales I y II a
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949,
hechos en Ginebra el 8 de junio de 1977, y en
consecuencia, rechaza la mencionada Declaración
por cuanto la misma pretende extender la ratifi-
cación de los mencionados Protocolos por parte
del Gobierno del Reino Unido al denominado “Terri-
torio Británico del Océano Índico”.

El Gobierno de la República de Mauricio no reco-
noce la competencia del Gobierno británico para
adherirse a cualquier instrumento internacional en
nombre del Archipiélago de Chagos, que forma par-
te integrante del territorio de la República de Mau-
ricio.

El Gobierno de la República de Mauricio desea
reafirmar la inequívoca soberanía de Mauricio sobre
el Archipiélago de Chagos, incluida Diego García.»

Malí. 9 de mayo de 2003. Declaración relativa al Pro-
tocolo Adicional I.

«El Gobierno de la República de Malí declara
que reconoce de pleno derecho y sin acuerdo espe-



BOE núm. 253 Miércoles 22 octubre 2003 37749

cial, con respecto a cualquier otra Alta Parte Con-
tratante que acepte la misma obligación, la com-
petencia de la Comisión Internacional de Encuesta
para investigar cualquier hecho que alegue esa otra
Parte, tal como lo autoriza el articulo 90 del Pro-
tocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra de
12 de agosto de 1949.»

C. CULTURALES Y CIENTÍFICOS

C.A CULTURALES.

Convención sobre el Canje Internacional de Publicacio-
nes. París, 3 de diciembre de 1958. «Boletín Oficial
del Estado» de 21 febrero de 1964.

Arabia Saudí. 28 de enero de 2003. Ratificación.
Entrada en vigor 28 de enero de 2004.

Convención sobre las medidas que deben adoptarse para
prohibir e impedir la importación, la exportación y
la transferencia de propiedades ilícitas de bienes cul-
turales. París, 17 de noviembre de 1970. «Boletín
Oficial del Estado» de 5 febrero de 1986.

Suecia. 13 de enero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 13 de abril de 2003.

Marruecos. 3 de febrero de 2003. Ratificación. Entra-
da en vigor 3 de mayo de 2003.

Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial,
Cultural y Natural. París, 16 de noviembre de 1972.
«Boletín Oficial del Estado» de 1 julio de 1982.

San Vicente y las Granadinas. 3 de febrero de 2003.
Ratificación. Entrada en vigor 3 de mayo de 2003.

Convenio para la Salvaguardia del Patrimonio Arquitec-
tónico de Europa. Granada 3 de octubre de 1985.
«Boletín Oficial del Estado» de 30 junio de 1989.

Letonia. 29 de julio de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 1 de noviembre de 2003.

Convenio de Unidroit sobre Bienes Culturales Robados
o Exportados Ilegalmente. Roma 24 de junio de 1995.
«Boletín Oficial del Estado» núm. 248 de 16 octubre
de 2002.

Camboya. 11 de junio de 2002. Ratificación.

C.B CIENTÍFICOS.
C.C PROPIEDAD INTELECTUAL.

Convenio de Berna para la Protección de las Obras Lite-
rarias y Artísticas. 9 septiembre 1886 (revisada en
París el 24 julio 1971 modificada el 28 septiembre
1979). «Gaceta de Madrid» 18 de marzo de 1888
y «Boletín Oficial del Estado» de 4 abril de 1974,
y 30 de octubre de 1974.

Estados Federados de Micronesia. 7 de julio de 2003.
Adhesión, entrada en vigor 7 de octubre de 2003.

Arreglo de La Haya de 6 de noviembre de 1925 relativo
al Depósito Internacional de Dibujos y Modelos Indus-
triales revisado en Londres el 2 de junio de 1934.
«Boletín Oficial del Estado» de 23 abril de 1956.

Georgia. 1 de julio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 1 de agosto de 2003.

Convención Universal sobre Derecho de Autor. Ginebra,
6 de septiembre de 1952. «Boletín Oficial del Estado»
de 25 agosto de 1955.

Togo. 28 de febrero de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 28 de mayo de 2003.

Arreglo de Niza relativo a la Clasificación Internacional
de los Productos y Servicios para el Registro de las
Marcas del 15 de junio de 1957 y revisado en Esto-
colmo el 14 de julio de 1967. «Boletín Oficial del
Estado» núm. 64 de 15 de marzo de 1979.

Azerbaiyán. 14 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 14 de octubre de 2003.

Convención Internacional sobre la Protección de los
Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de
Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión.
Roma, 26 de octubre de 1961. «Boletín Oficial del
Estado» de 14 noviembre de 1991.

Israel. 30 de septiembre de 2002. Adhesión. Entrada
en vigor 30 de diciembre de 2002 con las siguientes
Declaraciones:

1. De conformidad con el apartado 3 del artículo 5
del Convenio, Israel no aplicará el criterio de la fijación
previsto en la letra b) del apartado 1 del artículo 5.

2. Por lo que respecta al apartado 1 del artículo 6
del Convenio y de conformidad con el apartado 2 del
mismo artículo, Israel concederá la protección únicamen-
te a las emisiones en caso de que el domicilio legal
del organismo de radiodifusión esté situado en otro Esta-
do Contratante y que la emisión haya sido transmitida
desde una emisora situada en el territorio del mismo
Estado Contratante.

3. De conformidad con la letra a) iii) del apartado 1
del artículo 16 del Convenio, Israel no aplicará el artícu-
lo 12 del Convenio por lo que respecta a los fonogramas
cuyo productor no sea ciudadano de un Estado Con-
tratante.

4. De conformidad con la letra a) iv) del apartado 1
del artículo 16 del Convenio, por lo que respecta a los
fonogramas cuyo productor sea un ciudadano de otro
Estado Contratante, Israel limitará la amplitud y la dura-
ción de la protección prevista en el artículo 12 del Con-
venio en la medida en que lo haga ese Estado Con-
tratante con respecto a los fonogramas fijados por pri-
mera vez por un nacional de Israel.

5. De conformidad con la letra b) del apartado 1
del artículo 16 del Convenio, Israel no aplicará las dis-
posiciones de la letra d) del apartado 13 del Convenio.

Dinamarca. 16 de enero de 2003. Declaraciones de
conformidad con los artículos 5(3) y 17:

«Por lo que respecta al apartado 3 del artículo 5
del Convenio, Dinamarca no aplicará el criterio de
la publicación contenido en la letra 1 c) del artículo 5.

Por lo que respecta al artículo 17 del Convenio,
el Gobierno de Dinamarca retira por la presente
su notificación relativa a la aplicación única del cri-
terio de fijación en relación con la protección de
los productores de fonogramas. Esta retirada de
la notificación surtirá efecto en la misma fecha en
que surta efecto la notificación de conformidad con
el apartado 3 del artículo 5».

Belarús. 27 de febrero de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 27 de mayo de 2003 con las siguientes reservas:

La República de Belarús de conformidad con:

El artículo 5 3) del Convenio, no aplicará el criterio
de la fijación previsto en el artículo 5 l ) b) del Convenio;
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El artículo 6 2) del Convenio, sólo protegerá las emi-
siones en el caso de que el domicilio legal del organismo
de radiodifusión esté situado en otro Estado Contratante
y la emisión haya sido transmitida desde una emisora
situada en el mismo Estado Contratante;

El articulo 16 1) a) iii) del Convenio, respecto de los
fonogramas cuyo productor no sea nacional de otro Esta-
do Contratante, no será aplicable el artículo 12 del Con-
venio;

El artículo 16 1) a) iv) del Convenio respecto de los
fonogramas cuyo productor sea nacional de otro Estado
Contratante, limitará la protección prevista en el artícu-
lo 12 del Convenio en la medida y en los términos en
que el último Estado conceda protección a los fonogra-
mas fijados por primera vez por un nacional de la Repú-
blica de Belarús.

Federación de Rusia. 26 de febrero de 2003. Adhe-
sión. Entrada en vigor 26 de mayo de 2003 con las
siguientes Declaraciones:

La federación de Rusia:

1. De conformidad con el apartado 3 del artículo 5
del Convenio Internacional sobre la Protección de los
Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de
Fonogramas y los organismos de Radiodifusión, de 26
de octubre de 1961 (en lo sucesivo denominado «el
Convenio»), la Federación de Rusia no aplicará el criterio
de la publicación enunciado en la letra b) del apartado 1
del artículo 5 del Convenio;

2. De conformidad con el apartado 2 del artículo 6
del Convenio, la Federación de Rusia sólo protegerá las
emisiones en el caso de que el domicilio legal del orga-
nismo de radiodifusión esté situado en el territorio de
otro Estado Contratante y de que la emisión haya sido
transmitida desde una emisora situada en el territorio
del mismo Estado Contratante;

3. De conformidad con la letra a) del apartado 1
del artículo 16 del Convenio:

La Federación de Rusia no aplicará las disposiciones
del artículo 12 del Convenio por lo que respecta a los
fonogramas cuyo productor no sea nacional de un Estado
Contratante;

Por lo que respecta a los fonogramas cuyo productor
sea una persona física o jurídica que tenga la nacio-
nalidad de otro Estado Contratante, la Federación de
Rusia limitará la amplitud y la duración de la protección
prevista en dicho artículo en la medida en que lo haga
ese Estado Contratante respecto de los fonogramas fija-
dos por primera vez por una persona física o jurídica
que tenga la nacionalidad de la Federación de Rusia.

Kirguizistán. 13 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 13 de agosto de 2003.

Arreglo de Locarno que establece una clasificación inter-
nacional de dibujos y modelos industriales. Locarno,
8 de octubre de 1968. «Boletín Oficial del Estado»
de 16 de noviembre de 1973.

Azerbaiyán. 14 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 14 de octubre de 2003.

Arreglo de Estrasburgo relativo a la Clasificación Inter-
nacional de Patentes. Estrasburgo 24 de marzo de
1971, modificado el 28 de septiembre de 1979. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 1 de enero de 1976.

Azerbaiyán. 14 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 14 de julio de 2004.

Convenio universal sobre Derecho de Autor Revisado
en París el 24 de julio de 1971 (y Protocolos anejos
1 y 2). París 24 de julio de 1971. «Boletín Oficial
del Estado» de 15 de enero de 1975.

Togo. 28 de febrero de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 28 de mayo de 2003.

Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Interna-
cional del Depósito de Microorganismos a los Fines
de Procedimiento en Materia de Patentes. Budapest
28 de abril de 1977. «Boletín Oficial del Estado» de
13 de abril y 3 de junio de 1981 y 22 de enero
de 1986.

Azerbaiyán. 14 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 14 de octubre de 2003.

Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid relativo al
Registro Internacional de Marcas, adoptado en
Madrid el 27 de junio de 1989. «Boletín Oficial del
Estado» de 18 de noviembre de 1995.

Belarús. 28 de enero de 2003. Declaración:

la declaración, de conformidad al artículo 5.2) d) del
Protocolo de Madrid (1989) en el sentido de que, según
el artículo 5.2) b) del mencionado Protocolo, el plazo
de un año previsto en el artículo 5.2) a) del Protocolo
para ejercer el derecho de notificar una denegación de
protección se sustituye por 18 meses;

la declaración, de conformidad con el artículo 8.7)
a) del Protocolo de Madrid (1989), en el sentido de que
la República Belarús, respecto de cada registro inter-
nacional en que la misma sea mencionada de confor-
midad con el artículo 3ter del mencionado Protocolo,
así como respecto de la renovación de dicho registro
internacional, quiere recibir, en lugar de una parte del
ingreso procedente de las tasas suplementarias y de los
complementos de tasas, una tasa individual.

República de Corea, 10 de enero de 2003. Adhesión.
Entrada en vigor 10 de abril de 2003 con la siguiente
Declaración:

la declaración, de conformidad al artículo 5.2) d) del
Protocolo de Madrid (1989) en el sentido de que, según
el artículo 5.2) b) del mencionado Protocolo, el plazo
de un año previsto en el artículo 5.2) a) del Protocolo
para ejercer el derecho de notificar una denegación de
protección se sustituye por 18 meses y que, de con-
formidad con el artículo 5.2) c) del Protocolo, cuando
una denegación de protección pueda resultar de una
oposición a la concesión de la protección, esta dene-
gación podrá notificarse después de la expiración del
plazo de 18 meses;

la declaración, de conformidad con el artículo 8.7)
a) del Protocolo de Madrid (1989), en el sentido de que
la República de Corea, respecto de cada registro inter-
nacional en que la misma sea mencionada de confor-
midad con el artículo 3ter del mencionado Protocolo,
así como respecto de la renovación de dicho registro
internacional, quiere recibir, en lugar de una parte del
ingreso procedente de las tasas suplementarias y de los
complementos de tasas, una tasa individual.

Albania. 30 de abril de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 30 de julio de 2003.
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C.D VARIOS.

Convenio Europeo sobre Televisión Transfronteriza.
Estrasburgo 5 de mayo de 1989. «Boletín Oficial del
Estado» número 96, de 22 de abril de 1998.

Polonia. 6 de noviembre de 2002. De conformidad
con el artículo 19 párrafo 2 del Convenio, El Gobierno
de la República de Polonia declara que el Comité para
la Radio y la Televisión, designado como la autoridad
competente para Polonia desde 1992 ha sido reempla-
zado por el Organismo siguiente:

The National Broadcasting Council
Skwer Kardynala Wyszynskiego 9
01-015 Warszawa
Tel.: (48 22) 838 50 21
Fax: (48 22) 838 81 97.

Croacia. 1 de abril de 2002. Nombramiento Autoridad
central de conformidad con el artículo 19 párrafo 2:

Mrs Tatjana Holjevac
Deputy Minister at the Ministry for Shipping Affairs,
Transport and Communication

Moldova, 26 de marzo de 2003. Ratificación, con
las siguientes reservas y declaraciones:

De conformidad con el artículo 32 del Convenio, la
República de Moldova se reserva el derecho de limitar
en su territorio la retransmisión de servicios de progra-
mas que contengan publicidad de bebidas alcohólicas.

De conformidad con el apartado 2 del artículo 19
del Convenio, se designa al Consejo de Coordinación
de Audiovisuales de la República de Moldova como la
autoridad competente para su aplicación.

La República de Moldova declara que aplicará lo dis-
puesto en el Convenio únicamente en el territorio con-
trolado por el Gobierno de la República de Moldova hasta
el pleno restablecimiento de la integridad territorial de
la República de Moldova.

D. SOCIALES

D.A SALUD.

Convención sobre Sustancias Sicotrópicas. Viena, 21 de
febrero de 1971. «Boletín Oficial del Estado» de 10
de septiembre de 1976.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
11 de abril de 2003. Aplicación Territorial con respecto
a Jersey con la siguiente Declaración:

«De conformidad con el artículo 28, Jersey cons-
tituye ya una región distinta a los fines de la Con-
vención».

Argentina. 20 de febrero de 2003. Comunicación:

La Misión Permanente de la República de Argentina
ante la Organización de las Naciones Unidas presenta
sus saludos al Secretario General de la Organización,
y en su calidad de depositario de la Convención sobre
Sustancias Psicotrópicas adoptada en Viena el 21 de
febrero de 1971, y se refiere a la nota [C.N.1234.2002.
Tratados-2 (notificación del depositario)] presentada el
3 de diciembre de 2002, por el Reino Unido de Gran
Bretaña e Irlanda del Norte relativa a una comunicación
sobre la aplicación territorial de dicho Tratado. A este
respecto, la República Argentina reitera el contenido de
la nota de 4 de febrero de 1994 mediante la que recha-
zaba la declaración de aplicación territorial formulada
el 3 de junio de 1993 por el Reino Unido de Gran Bretaña

e Irlanda del Norte relativa a esta Convención respecto
de las islas Malvinas, Georgia del Sur y la islas Sándwich
del Sur, que forman parte integrante del territorio argen-
tino. Por otra parte, rechaza la comunicación del Gobier-
no británico expresando la intención de extender la apli-
cación de la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas
de 1971 al territorio que denomina «Tierra antártica bri-
tánica» y afirma que esta comunicación no modifica en
modo alguno los derechos soberanos de la República
Argentina sobre el sector antártico argentino.

Asimismo, la República Argentina rechaza la comu-
nicación del Reino Unido de 3 de diciembre de 2002
y todo documento, acto o actividad, así como los efectos
que puedan derivarse de dicha comunicación o de la
pretendida extensión de la aplicación territorial, así como
de la designación de estos territorios como dependen-
cias del Reino Unido.

La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó
las Resoluciones 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/49,
37/9, 38/12, 39/6, 40/21, 41/40, 42/19 y 43/25
en que la misma reconoce que existe una controversia
de soberanía relativa a la «cuestión de las Malvinas»
y ruega encarecidamente a los Gobiernos de la República
Argentina y del Reino Unido que retomen las negocia-
ciones con vistas a encontrar, lo antes posible, una solu-
ción pacífica y definitiva a su controversia recurriendo
a los buenos oficios del Secretario General, que deberá
informar a la Asamblea General del progreso alcanzado.

La República Argentina reafirma sus derechos sobe-
ranos sobre las islas Malvinas, Georgia del Sur y las
islas Sándwich del Sur así como los espacios marítimos
circundantes, que forman parte de su territorio nacional.
Además, reafirma sus derechos soberanos sobre el sec-
tor antártico argentino y la validez del Tratado Antártico
firmado en Washington el 1 de diciembre de 1959.

Protocolo enmendando el Convenio Único sobre Estu-
pefacientes 1961, Ginebra 25 de marzo de 1972.
«Boletín Oficial del Estado» de 15 de febrero de 1977.

Argelia. 26 de febrero de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 28 de marzo de 2003 con la siguiente Decla-
ración:

La adhesión de la República Popular Democrática de
Argelia al presente Protocolo no significará en modo
alguno el reconocimiento de Israel.

La presente adhesión no podrá interpretarse en el
sentido de que implique el establecimiento de relaciones
de ningún tipo con Israel.

Acuerdo sobre el Traslado de Cadáveres. Estrasburgo
26 de octubre de 1973. «Boletín Oficial del Estado»
de 3 de mayo de 1972.

República de Moldova. 13 de febrero de 2003. Rati-
ficación, entrada en vigor 14 de marzo de 2003, con
las siguientes declaraciones:

La República de Moldova declara que aplicará lo dis-
puesto en el Acuerdo únicamente en el territorio con-
trolado por el Gobierno de la República de Moldova hasta
el pleno restablecimiento de la integridad territorial de
la República de Moldova.

La República de Moldova declara que de conformidad
con el artículo 8 del Acuerdo, la autoridad competente
en la República de Moldova para expedir el «Salvocon-
ducto mortuorio» es el Ministerio de Salud, Chisinau
Moldova.

Estonia. 6 de diciembre de 2001. Firma definitiva,
entrada en vigor 7 de enero de 2002.
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Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
Viena, 20 de diciembre de 1988. «Boletín Oficial del
Estado» de 10 de noviembre de 1990.

Mongolia. 25 de junio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 23 de septiembre de 2003.

D.B TRÁFICO DE PERSONAS.

Convención Internacional contra la toma de rehenes.
Nueva York, 17 de diciembre de 1979. «Boletín Oficial
del Estado» de 7 de julio de 1984.

Swazilandia. 4 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 4 de mayo de 2003.

Tonga. 9 de diciembre de 2002. Adhesión.
Mozambique. 14 de enero de 2003. Adhesión. Entra-

da en vigor 13 de febrero de 2003 con la siguiente
Declaración:

«... con la siguiente declaración de conformidad
con su artículo 16, apartado 2:

La República de Mozambique no se considera
vinculada por lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 16 del Convenio.

A este respecto, la República de Mozambique
declara que, en cada caso individual, será necesario
consentimiento de todas las Partes en la contro-
versia para que la misma se someta a arbitraje o
a la Corte Internacional de Justicia.

Además, la República de Mozambique declara:

La República de Mozambique, de conformidad
con su Constitución y su derecho interno, no puede
extraditar a ciudadanos mozambiqueños. Por ello,
los ciudadanos mozambiqueños serán juzgados y
condenados en los tribunales nacionales.»

Etiopía. 16 de abril de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 16 de mayo de 2003, con la siguiente reserva:

El Gobierno de la República Federal Democrática de
Etiopía no se considera vinculado por la disposición de
la Convención mencionada más arriba, en virtud de la
cual cualquier controversia entre dos o más Estados Par-
tes relativa a la interpretación o a la aplicación de la
Convención se someterá, a solicitud de uno de ellos,
a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia, y declara
que las controversias relativas a la interpretación o a
la aplicación de la Convención únicamente podrán some-
terse a arbitraje o a la Corte con el consentimiento previo
de todas las partes implicadas.

Benin, 31 de julio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 30 de agosto de 2003.

D.C TURISMO.

D.D MEDIO AMBIENTE.

Convenio relativo a humedales de importancia interna-
cional especialmente como hábitat de aves acuáticas.
Ramsar, 2 de febrero de 1971. «Boletín Oficial del
Estado» de 20 de agosto de 1982.

Djibouti. 22 de noviembre de 2002. Adhesión. Entra-
da en vigor 22 de marzo de 2003.

De conformidad con el Artículo 2 del Convenio Dji-
bouti designó para que figurará en la lista de zonas húme-
das el siguiente humedal:

«Haramous Loyada».

Convención sobre la prohibición de utilizar técnicas de
modificación ambiental con fines militares u otros
fines hostiles. Nueva York, 10 de diciembre de 1976.
«Boletín Oficial del Estado» de 22 de noviembre de
1978.

Panamá. 13 de mayo de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 13 de mayo de 2003.

Protocolo del Convenio de 1979 sobre la Contaminación
Atmosférica Transfronteriza a gran Distancia relativo
a la Financiación a Largo Plazo del Programa Con-
certado de Seguimiento Continuo y Evaluación del
Transporte a gran Distancia de los Contaminantes
Atmosféricos en Europa (EMEP). Ginebra, 28 de sep-
tiembre de 1984. «Boletín Oficial del Estado» de 18
de febrero de 1988.

Rumania. 28 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 27 de julio de 2003.

Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos
Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eli-
minación. Basilea, 22 de marzo de 1989. «Boletín
Oficial del Estado» de 22 de septiembre de 1994.

Kazajstán. 3 de junio de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 1 de septiembre de 2003.

Ghana. 30 de mayo de 2003 Adhesión, entrada en
vigor 28 de agosto de 2003.

Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono (publicado en
el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de marzo de
1989), adoptada en Londres el 29 de junio de 1990.
«Boletín Oficial del Estado» de 14 de julio de 1992.

Kirguizistán. 13 de mayo de 2003. Ratificación. Entra-
da en vigor 11 de agosto de 2003.

Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección del
Medio Ambiente. Madrid, 4 de octubre de 1991. «Bo-
letín Oficial del Estado» número 42 de 18 de febrero
de 1998.

Rumania. 3 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 5 de marzo de 2003. Anexo V al Tratado Antár-
tico. 3 de febrero de 2003. Aceptación.

Convenio sobre los Efectos Transfronterizos de los Acci-
dentes Industriales. Helsinki, 17 de marzo de 1992.
«Boletín Oficial del Estado» número 61, de 11 de
marzo de 2000.

Rumania. 22 de mayo de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 20 de agosto de 2003.

Bielorrusia. 29 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 27 de agosto de 2003.

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático. Nueva York 9 de mayo de 1992. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 1 de febrero de 1994.

China. 8 de abril de 2003. Comunicación relativa a
la región Administrativa Especial de Hong Kong:

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 153
de la Ley Fundamental de la Región Administrativa Espe-
cial de Hong Kong de la República Popular de China
de 1990, el Gobierno de la República Popular de China
decide que la Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático y el Protocolo de Kyoto de
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la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático se aplicarán a la Región Administrativa
Especial de Hong Kong de la República Popular de China.

La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre
el Cambio Climático continua aplicándose a la Región
Administrativa Especial de Macao de la República Popu-
lar de China. El Protocolo de Kyoto a la Convención Mar-
co de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
no se aplicará a la Región Administrativa Especial de
Macao de la República Popular de China hasta que el
Gobierno de China notifique otra cosa.

Enmienda al protocolo de Montreal relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono (publicado en
el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de marzo, 15
de noviembre y 28 de febrero de 1990), adoptada
en la cuarta reunión de las partes del Protocolo de
Montreal, celebrada en Copenhague del 23 al 25 de
noviembre de 1992. «Boletín Oficial del Estado» de
15 de septiembre de 1995.

Malí. 7 de marzo de 2003. Aceptación. Entrada en
vigor 5 de junio de 2003.

Kirguizistán. 13 de mayo de 2003. Ratificación. Entra-
da en vigor 11 de agosto de 2003.

Chipre. 2 de junio de 2003. Aceptación. Entrada en
vigor 31 de agosto de 2003.

Namibia. 28 de julio de 2003. Aceptación. Entrada
en vigor 26 de octubre de 2003.

China. 22 de abril de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 21 de julio de 2003, con la siguiente notificación
y declaración:

Comunicación

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 138
de la Ley Fundamental de la Región Administrativa Espe-
cial de Macao de la República Popular de China de 1993,
el Gobierno de la República Popular de China decide
que la enmienda del Protocolo de Montreal relativo a
las sustancias que agotan la capa de ozono, adoptada
en Copenhague el 25 de noviembre de 1992, se aplique
a la Región Administrativa Especial de Macao de la Repú-
blica Popular de China.

El Gobierno de la República Popular de China decide
asimismo que la enmienda mencionada continúe apli-
cándose en la Región Administrativa Especial de Hong
Kong de la República Popular de China.

China: Declaración

El Gobierno de la República Popular de China desearía
reiterar que lo dispuesto en el artículo 5 del Protocolo
de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa
de ozono, de 16 de septiembre de 1987, y lo dispuesto
en el apartado 1 del artículo 5 de la Enmienda del Pro-
tocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan
la capa de ozono, adoptada en Londres el 29 de junio
de 1990, no se aplican a la Región Administrativa Espe-
cial de Macao de la República Popular de China.

Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra
la Desertificación en los Países Afectados por Sequía
Grave o Desertificación, en Particular en África. París
17 de junio de 1994. «Boletín Oficial del Estado»
de 11 de febrero de 1997.

Federación de Rusia. 29 de mayo de 2003. Adhesión.
Entrada en vigor 27 de agosto de 2003.

Lituania. 25 de julio de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 23 de octubre de 2003.

Enmienda del Protocolo de Montreal relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono aprobada por
la novena reunión de las partes. Montreal, 17 de sep-
tiembre de 1997. «Boletín Oficial del Estado» núme-
ro 258 de 28 de octubre de 1999.

Malí. 7 de marzo de 2003. Aceptación. Entrada en
vigor 5 de junio de 2003.

Mauricio. 24 de marzo de 2003. Aceptación. Entrada
en vigor 22 de junio de 2003.

Estonia. 11 de abril de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 10 de julio de 2003.

Kirguizistán. 13 de mayo de 2003. Ratificación. Entra-
da en vigor 11 de agosto de 2003.

Chipre. 2 de junio de 2003. Aceptación. Entrada en
vigor 31 de agosto de 2003.

Kuwait. 13 de junio de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 11 de septiembre de 2003.

Francia. 25 de julio de 2003. Aprobación. Entrada
en vigor 23 de octubre de 2003.

Tailandia. 23 de junio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 22 de septiembre de 2003.

Israel. 28 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 26 de agosto de 2003.

Colombia. 16 de junio de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 14 de septiembre de 2003.

Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono. Pekín, 3 de
diciembre de 1999. «Boletín Oficial del Estado»
número 70, de 22 de marzo de 2002.

Mónaco. 3 de abril de 2003. Aceptación. Entrada
en vigor 2 de julio de 2003.

Francia. 25 de julio de 2003. Aprobación. Entrada
en vigor 23 de octubre de 2003.

Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotec-
nología del Convenio sobre la Diversidad Biológica.
Montreal 29 de enero de 2000. «Boletín Oficial del
Estado» número 181, 30 de julio de 2003.

Mongolia. 22 de julio de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 20 de octubre de 2003.

Burkina Faso. 4 de agosto de 2003. Ratificación.
Entrada en vigor 2 de noviembre de 2003.

República Popular Democrática de Corea. 29 de julio
de 2003. Ratificación. Entrada en vigor 27 de octubre
de 2003.

Nigeria. 15 de julio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 13 de octubre de 2003.

D.E SOCIALES.

Carta Europea de lenguas regionales o minoritarias (nú-
mero 148 del Consejo de Europa). Estrasburgo 5 de
noviembre de 1992. «Boletín Oficial del Estado»
número 222 de 15 de septiembre de 2001.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
23 de abril de 2003. Declaración.

El Reino Unido declara, de conformidad con el apar-
tado 1 del artículo 2 de la Carta, que reconoce que
el córnico se ajusta a la definición de lengua regional
o minoritaria a los efectos de la Parte II de la Carta.

El Gobierno del Reino Unido declara que la Carta debe
hacerse extensiva a la Isla de Man, al ser un territorio
de cuyas relaciones internacionales el Gobierno del Reino
Unido es responsable.
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Como consecuencia de la extensión de la Carta a
la isla de Man, el gaélico de la isla de Man se considerará
una «lengua regional o minoritaria» a los efectos de la
Carta, y en consecuencia la Parte II de la Carta será
aplicable en adelante al gaélico de la isla de Man.

E. JURÍDICOS

E.A ARREGLO DE CONTROVERSIAS.

Convenio Europeo sobre Arbitraje Comercial Internacio-
nal. Ginebra 21 de abril de 1961. «Boletín Oficial
del Estado» de 4 octubre de 1975.

Letonia. 20 de marzo de 2003. Adhesión con la
siguiente Declaración y Comunicación:

«De conformidad con el apartado 2 del artícu-
lo II del Convenio Europeo sobre Arbitraje Comer-
cial Internacional, la República de Letonia declara
que el apartado 1 del artículo II no se aplicará a
las autoridades estatales y a las autoridades del
gobierno local.»

Comunicación:

«De conformidad con el apartado 6 del artícu-
lo X del Convenio Europeo sobre Arbitraje Comer-
cial Internacional, la República de Letonia comunica
que ejercerá las funciones conferidas en virtud del
artículo IV la:

Cámara de Comercio e Industria de Letonia
Dirección:

«K. Valdemara Street 35.
Riga, LV - 1010, Letonia Teléfono: + 371 7 225 595
Fax: + 371 7 820 092
Correo electrónico: info achamber.lv.»

E.B DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO.

Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tratados.
Viena, 23 de mayo de 1969. «Boletín Oficial del Esta-
do» número 142 de 13 junio de 1980.

Luxemburgo. 23 de mayo de 2003. Ratificación.
Entrada en vigor 22 de junio de 2003.

Arabia Saudí. 14 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 14 de mayo de 2003 con la siguiente Reserva:

«... con una reserva relativa al artículo 66 en
el sentido de que el recurso a un arreglo judicial
o a arbitraje deberá ir precedido de un acuerdo
entre los dos países implicados.»

E.C DERECHO CIVIL INTERNACIONAL PRIVADO.

Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Pri-
vado. Estatuto. 31 de octubre de 1951. «Boletín Ofi-
cial del Estado» de 12 de abril de 1956.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-

do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro.»

Convenio sobre la obtencion de alimentos en el extran-
jero. Nueva York, 20 de junio de 1956. «Boletín Oficial
del Estado» de 24 de noviembre de 1966, 16 de
noviembre de 1971.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte S.
30 de julio de 2003. Aplicación Territorial a la Bailiwick
de Jersey.

De conformidad con el artículo 2 (3) del Convenio
la siguiente autoridad ha sido designada para ejercer
las funciones de Autoridad Remitente e Institución Inter-
mediaria para Jersey:

«The Attorney General in Jersey».

Convenio Relativo al Intercambio Internacional de Infor-
mación en Materia de Estado Civil. Estambul, 4 de
septiembre de 1958. «Boletín Oficial del Estado»
número 173 de 21 julio 1994.

Polonia. 12 de febrero de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 14 de marzo de 2003.

Convenio suprimiendo la Exigencia de Legalización de
los Documentos Públicos Extranjeros (Apostilla). La
Haya, 5 de octubre de 1961. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 25 de septiembre de 1978, 17 de octubre
de 1978, 19 de enero de 1979, 20 de septiembre
de 1984.

San Vicente y Granadinas. 2 de mayo de 2002. Suce-
sión con efecto desde 27 de octubre de 1979.

Autoridades:

1. The Permanent Secretary, Ministry of Foreign
Affairs.

2. The Registrar. High Court.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Dominica. 22 de octubre de 2002. Sucesión con efec-
to desde 3 de noviembre de 1978 fecha de su inde-
pendencia con la siguiente autoridad:

«The Attorney General, the Solicitor General, the
Registrar, and the Deputy Registrar, Roseau. Com-
monwealth of Dominica».

Convenio sobre los Conflictos de Leyes en Materia de
Forma de las Disposiciones Testamentarias. La Haya,
5 de octubre de 1961. «Boletín Oficial del Estado»
de 17 de agosto de 1988.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
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los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Convenio sobre Competencia de las Autoridades y la
Ley aplicable en materia de Protección de Menores.
La Haya, 5 de octubre de 1961. «Boletín Oficial del
Estado» de 20 de agosto de 1987.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Convenio relativo a la Notificación o Traslado en el
Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales
en Materia Civil o Comercial. La Haya, 15 de noviem-
bre de 1965. «Boletín Oficial del Estado» de 25 de
agosto de 1987 y 13 de abril de 1989.

Estados Unidos. 16 de abril de 2003. Autoridad Cen-
tral.

Mediante comunicación de 15 de abril de 2003, el
Departamento de Justicia de los Estados Unidos de Amé-
rica informó a la Oficina Permanente que el proceso
de licitación había concluido y que el contrato había
sido adjudicado a Process Forwarding International (No-
tificación procesal internacional) de Seattle, Washington,
EE.UU. (véanse datos de contacto más abajo). Este con-
trato surtirá efecto el 1 de junio de 2003, por un periodo
de cinco años. (El contrato abarca asimismo la notifi-
cación procesal en virtud del Convenio Interamericano
relativo a comisiones rogatorias y las comisiones roga-
torias procedentes de Estados que no son Partes en
el Convenio).

El Departamento de Justicia de los Estados Unidos
de América hace hincapié en que este procedimiento
no ha conducido a una designación formal de una nueva
autoridad central, sino más bien a la externalización de
las actividades desarrolladas por la autoridad central,
que formalmente sigue siendo el Departamento de Jus-
ticia.

Process Forwarding International es la única empresa
privada de notificación procesal autorizada para actuar
en nombre de la autoridad central de los Estados Unidos,
de conformidad con los artículos 2 a 6 del Convenio,
para recibir peticiones de notificación o traslado pro-
cedentes de otros Estados Contratantes, para proceder
a la notificación o traslado de documentos y para expedir
la certificación conforme al modelo anexo al Convenio.
Process Forwarding International es el responsable de
la cobertura geográfica de sus funciones en las siguien-
tes zonas: Estados Unidos, Guam, Samoa Americana,
Puerto Rico, Islas Virginia de Estados Unidos y Mariana
del Norte. Se exige a Process Forwarding International

que garantice que todo el personal tenga la formación
y experiencia adecuadas en la gestión de la notificación
procesal. En virtud del contrato, habrá una oficina en
pleno funcionamiento en los Estados Unidos para que
lleve a cabo todo el trabajo necesario.

La notificación personal será el método preferido que
se utilice en todas las peticiones. Además, se exige a
Process Forwarding International que realice la notifi-
cación de documentos y la certificación que ha de devol-
verse al requirente extranjero en un plazo de seis sema-
nas a partir de la recepción de la petición.

Si las autoridades centrales de los Estados Contra-
tantes reciben peticiones de otras empresas privadas
de notificación procesal, han de saber que Process For-
warding International es la única empresa autorizada
para ejercer las funciones de autoridad central de Esta-
dos Unidos en virtud del contrato adjudicado por el
Departamento de Justicia.

Las peticiones de notificación o traslado que se envíen
a partir del 1 de junio de 2003 deberán remitirse con
Process Forwarding International (véase mas abajo infor-
mación de contacto). Las peticiones que reciba la auto-
ridad central de los Estados Unidos durante los treinta
dias anteriores a la fecha de entrada en vigor del nuevo
sistema se remitirán a Process Forwarding International
para su notificación sin coste alguno. Todas las peti-
ciones pendientes de notificación que se hayan recibido
antes de la fecha de efecto continuarán siendo trami-
tadas por el Departamento de Justicia de los Estados
Unidos.

La información de contacto con la empresa privada
de notificación procesal y la tabla de tarifas para el perio-
do contractual de cinco años, incluidos los modos de
pago, son los siguientes:

Procces Forwarding International.
910 5th Avenue.
Seattle, WA 98104.
USA.
Teléfono: +1 (206) 521 2979
Fax: +1 (206) 224 3410.
Correo electrónico: infoUhagueservice.net
Página web: http://www.haguueservice.net

Tarifas de notificación: El pago debe efectuarse en
la divisa de los Estados Unidos y por adelantado.

Tarifas
en $ EEUU

Año Descripción

2003 Notificación personal o notificación
por correo (Convenio de La Haya). 89

2003 Notificación personal o notificación
por correo (comisiones rogatorias,
distintas del Convenio). 89

2004 Notificación personal o notificación
por correo (Convenio de La Haya). 91

2004 Notificación personal o notificación
por correo (comisiones rogatorias,
distintas del Convenio). 91

2005 Notificación personal o notificación
por correo (Convenio de La Haya). 93

2005 Notificación personal o notificación
por correo (comisiones rogatorias,
distintas del Convenio). 93

2006-2007 Notificación personal o notificación
por correo (Convenio de La Haya). 95

2006-2007 Notificación personal o notificación
por correo (comisiones rogatorias,
distintas del Convenio). 95
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Opciones de pago: VISA/MasterCard y la mayoría de
las tarjetas de crédito internacionales, transferencia ban-
caria, giro internacional y cheques expedidos por el
gobierno. Todas las peticiones de notificación que no
vayan acompañadas del pago adecuado en la manera
indicada más arriba se devolverán sin tramitar.

Convenio Europeo en el Campo de Información sobre
el Derecho Europeo Extranjero. (Número 62 del Con-
sejo de Europa). Londres, 7 de junio de 1968. «Boletín
Oficial del Estado» de 7 de octubre de 1974.

México. 21 de febrero de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 22 de mayo de 2003, con la siguiente decla-
ración:

«De conformidad con el artículo 2 del Convenio,
México designa a la Dirección General de Asuntos
Jurídicos del Ministerio de Asuntos Exteriores de
México, como órgano, tanto de recepción como
de transmisión».

Convenio sobre la Ley aplicable en materia de Accidentes
de Circulación por Carretera. La Haya, 4 de mayo
de 1971. «Boletín Oficial del Estado» de 4 de noviem-
bre de 1987, 24 de diciembre de 1987.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Convenio sobre la Ley aplicable a las Obligaciones Ali-
menticias. La Haya, 2 de octubre de 1973. «Boletín
Oficial del Estado» de 16 de septiembre de 1986.

Australia. 20 de octubre de 2002. Adhesión. Entrada
en vigor 1 de febrero de 2002 con la siguiente Reserva
y Declaración:

«El Gobierno de Australia, de conformidad con
el subapartado 2 del apartado primero del artícu-
lo 26 declara por la presente que se reserva el
derecho de no reconocer ni aplicar las decisiones
o arreglos respecto de obligaciones alimenticias a)
entre personas emparentadas colateralmente y b)
personas emparentadas por afinidad.

El Gobierno de Australia declara asimismo, de
conformidad con el artículo 31 del Convenio, que
el Convenio será extensivo a todos los territorios
de cuyas relaciones internacionales Australia es
responsable».

Convenio sobre la Ley aplicable a la Responsabilidad
de los Productos. La Haya, 2 de octubre de 1973.
«Boletín Oficial del Estado» de 25 de enero de 1989.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-

titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Convención sobre Dispensa de Legalización de ciertos
documentos. Atenas, 13 de septiembre de 1977. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 11 de mayo, 18 de junio
y 16 de julio de 1981.

Polonia. 28 de marzo de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 1 de junio de 2003.

Protocolo Adicional al Convenio Europeo acerca de la
Información sobre el Derecho Extranjero (número 97
del Consejo de Europa). Estrasburgo, 15 de marzo
de 1978. «Boletín Oficial del Estado» de 24 de junio
de 1982.

Liechtenstein. 13 de mayo de 2003. Ratificación,
entrada en vigor 14 de agosto de 2003, con las siguien-
tes declaraciones:

De conformidad con el apartado 1 del artículo 5, el
Principado de Liechtenstein declara que estará vinculado
únicamente por lo dispuesto en el Capítulo I del Protocolo
Adicional.

México. 21 de febrero de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 22 de mayo de 2003, con la siguiente decla-
ración:

De conformidad con el articulo 4 del Protocolo, Méxi-
co informa de que en los casos de las demandas que
se deriven del Protocolo adicional al Convenio, la auto-
ridad de recepción y transmisión será la Dirección Gene-
ral de Asuntos Jurídicos Internacionales de la Oficina
del Fiscal General.

Convenio Europeo relativo al Reconocimiento y la Eje-
cución de Decisiones en materia de Custodia de
Menores, así como al restablecimiento de dicha cus-
todia. Luxemburgo, 20 de mayo de 1980. «Boletín
Oficial del Estado» núm. 210 de 1 de septiembre
de 1984.

Lituania. 24 de enero de 2003. Reserva y Declaración
formulada en el momento de la Ratificación:

De conformidad con el apartado 1 del artículo 27
y el apartado 1 del artículo 17 del Convenio, la República
de Lituania declara que, en los casos previstos por los
artículos 8 y 9 del Convenio o en cualquiera de estos
artículos, la República de Lituania ejercitará el derecho
de denegar el reconocimiento y la ejecución de deci-
siones relativas a la custodia por las razones previstas
en el artículo 10 del Convenio.

De conformidad con el artículo 2 del Convenio, la
República de Lituania declara que el Ministerio de Jus-
ticia de la República de Lituania será la autoridad central
encargada de desempeñar las funciones previstas en
el presente Convenio.

Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción
Internacional de Menores. La Haya, 25 de octubre
de 1980. «Boletín Oficial del Estado» de 24 de agosto
de 1987.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
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al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Convenio tendente a facilitar el Acceso Internacional a
la Justicia. La Haya, 25 de octubre de 1980. «Boletín
Oficial del Estado» de 30 de marzo de 1988.

Serbia y Montenegro. 4 de febrero de 2003.

«El Gobierno de la República Federal de Yugos-
lavia en una comunicación de 4 de febrero de 2003
al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, informa de que como resultado
de la promulgacion y la adopción de la Carta Cons-
titucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea
de la República Federal de Yugoslavia el 4 de febre-
ro de 2003, adoptada anteriormente el 27 de enero
de 2003 por la Asamblea Nacional de la República
de Serbia y el 29 de enero de 2003 por la Asamblea
de la República de Montenegro, el nombre del Esta-
do de la República Federal de Yugoslavia ha sido
cambiado por el Estado de Serbia y Montenegro».

Luxemburgo. 6 de febrero de 2003. Ratificación.
Entrada en vigor 1 de mayo de 2003 con las siguientes
Reservas y Declaraciones:

Con las siguientes reservas/declaraciones:

«a) El Gran Ducado de Luxemburgo se reserva
el derecho de excluir de la aplicación del artículo
1 a los nacionales extranjeros que no sean nacio-
nales de un Estado Contratante y que no residan
habitualmente en Luxemburgo, si no existen acuer-
dos de reciprocidad entre Luxemburgo y el Estado
del que sea nacional el solicitante de asistencia
judicial.

La presente reserva no se aplicará a los nacio-
nales extranjeros cuyo acceso a la asistencia judi-
cial esté expresamente reconocido por la ley.

b) El Gran Ducado de Luxemburgo no aplicará
el apartado 2 del articulo 13 a los nacionales de
un Estado que haya formulado la reserva prevista
en el artículo 28 b) del Convenio y, en caso nece-
sario, a las personas que residan habitualmente en
dicho Estado.

c) El Gran Ducado de Luxemburgo no aplicará
lo dispuesto en el capítulo II a los nacionales de
un Estado que haya formulado la reserva prevista
en el artículo 28 c) del Convenio y, en caso nece-
sario, a las personas que residan habitualmente en
dicho Estado.»

Autoridades

«El Ministro de Justicia desempeñará las fun-
ciones de autoridad central a que se hace referencia
en el artículo 3 del Convenio, asi como las funciones
de las autoridades expedidoras a que se hace refe-
rencia en los artículos 4 y 16 del Convenio.

El Fiscal General estará encargado de las fun-
ciones de autoridad central a que se hace referencia
en el apartado 2 del artículo 16 del Convenio.

Sin perjuicio de la competencia de la autoridad
central para contratar los servicios de un abogado,
el Fiscal del lugar de domicilio o residencia del acu-
sado tendrá competencia para iniciar y llevar a cabo
cualesquiera procedimientos con el fin de ejecutar
una orden de pago de costas y gastos, previstos
en el artículo 15 del Convenio.

El Fiscal General tendrá las mismas competen-
cias en el caso de los procedimientos ante el Tri-
bunal de Apelación o el Tribunal de Casación.»

República Eslovaca. 11 de marzo de 2003. Ratifica-
ción, entrada en vigor 1 de junio de 2003 con las siguien-
tes declaraciones:

«La República Eslovaca, de conformidad con el
apartado 1 del artículo 28, se reserva el derecho
de excluir de la aplicación del artículo 1 a las per-
sonas que no sean nacionales de un Estado Con-
tratante pero que tengan su residencia habitual en
un Estado Contratante o a personas que hubieran
tenido con anterioridad residencia habitual en la
República Eslovaca, si no existiera reciprocidad en
el trato entre la República Eslovaca y el Estado
del que sea nacional el solicitante de asistencia
judicial.

En virtud del artículo 3 del Convenio, la República
Eslovaca designa como autoridad central para reci-
bir las solicitudes de asistencia judicial al Ministerio
de Justicia de la República Eslovaca (Ministerstvo
spravodlivosti Slovenskej republiky, Z�upné námes-
tie 13, 813 11, Bratislava).

En virtud del artículo 4 del Convenio, la República
Eslovaca designa al Ministerio de Justicia de la
República Eslovaca como autoridad expedidora
encargada de transmitir las solicitudes de asisten-
cia judicial.

En virtud del artículo 16 del Convenio, la Repú-
blica Eslovaca designa como autoridad expedidora
encargada de remitir las solicitudes de exequátur
indicadas en el artículo 15 del Convenio a las
siguientes:

a) la Tesorería Judicial del Tribunal Regional
de Bratislava (Justic̆ná pokladnica pri Krajskom
súde v Bratislave) para las solicitudes en los casos
en que el Estado sea acreedor;

b) en todos los demás casos, el Ministerio de
Justicia de la República Eslovaca.»

Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Coo-
peración en materia de Adopción Internacional. La
Haya, 29 de mayo de 1993. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 1 de agosto de 1995.

Colombia. 5 de marzo de 2003. Modificación de
Autoridad.

«Instituto Colombiano Bienestar Familiar. Subdirec-
ción de Intervenciones Directas y/o Dirección
General Avenida 68 No. 64 - 01 Tel. PBX
4377630 ext. 2125; ext. fax 2161 www.bie-
nestarfamiliar.gov.co Bogotá, D.C., Colombia.»

E.D DERECHO PENAL Y PROCESAL.

Convenio Europeo de Extradición. París 13 diciembre
1957. «Boletín Oficial del Estado» de 8 de junio de
1982.

Sudáfrica. 17 de junio de 2003. Reservas y decla-
raciones:

A efectos del artículo 2 del Convenio, la República
de Sudáfrica no extraditará a ninguna persona a no ser
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que el castigo impuesto en virtud de la condena por
la que se la reclame sea una pena de prisión de al menos
seis meses.

A efectos del artículo 6 del Convenio, por «nacio-
nales» se entiende, según el ordenamiento jurídico suda-
fricano, las personas que hayan adquirido la nacionalidad
sudafricana en virtud de su nacimiento, de su descen-
dencia o de su naturalización. Esto incluye a las personas
que tengan la nacionalidad de Sudáfrica y de otro país.
Estas personas serán susceptibles de extradición. La
aceptación por Sudáfrica de la doble nacionalidad no
será obstáculo, por tanto, para la extradición de una
persona cuando ésta se encuentre en posesión de la
nacionalidad de un país que prohíba la extradición de
sus nacionales.

Nota de la Secretaría:

La Nota Verbal fechada el 17 de junio de 2003 está
redactada como sigue:

«La Embajada de la República de Sudáfrica
lamenta la tardanza en la comunicación de la reser-
va y declaración relativas al Convenio Europeo de
Extradición, que ha sido consecuencia de un desa-
fortunado error administrativo. La Embajada está
de acuerdo en que los Estados Contratantes deben
respetar las disposiciones del Convenio relativas
a la formulación de reservas y declaraciones. No
obstante, es menester señalar que la declaración
y la reserva fueron formuladas por el Parlamento
Sudafricano durante el proceso de aprobación inter-
na del Convenio y de sus dos Protocolos Adicio-
nales. El Parlamento es la única institución auto-
rizada por la Constitución sudafricana para aprobar
los acuerdos internacionales de esta índole, y, por
lo tanto, la declaración y la reserva forman parte
inseparable de la decisión del Parlamento a este
respecto.»

Convenio Europeo de Asistencia Judicial en Materia
Penal. (N.o 30 del Consejo de Europa). Estrasburgo,
20 de abril de 1959. «Boletín Oficial del Estado» de
17 de septiembre de 1982.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
7 de marzo de 2003. Enmienda de Declaración:

Con referencia a la declaración respecto del artículo
24 del Convenio formulada por el Reino Unido el 29
de agosto de 1991, el Gobierno del Reino Unido declara
que, dado que el cargo de Assistant Secretary (Legal)
ya no existe dentro de Aduanas e Impuestos Especiales
de Su Majestad, desea sustituir la referencia a dicho
cargo en la mencionada declaración por una referencia
a «The Solicitor of Her Majesty’s Customs and Excise
and any person within the Solicitor’s Office authorised
by him».

Nota de la Secretaría:

La mencionada declaración respecto del artículo 24
del Convenio, que contiene la lista de las autoridades
judiciales a los efectos del Convenio, queda ahora redac-
tada como sigue:

«— Magistrate’s courts, the Crown Court and the
High Court;

— the Attorney General for England and Wales;
— the Director of Public Prosecutions and any

Crown Prosecutor;
— the Director and any designated member of

the Serious Fraud Office;

— the Secretary of State for Trade and Industry
in respect of his function of investigating and pro-
secuting offences;

— the Solicitor of Her Majesty’s Customs and
Excise and any person within the Solicitor’s Office
authorised by him;

— District Courts and Sheriff Courts and the High
Court of Justiciary;

— the Lord Advocate;
— any Procurator Fiscal;
— the Attorney General for Northern Ireland;
— the Director of Public Prosecutions in Nort-

hern Ireland;»

Convenio Europeo sobre el Valor Internacional de las
Sentencias Penales. (N.o 70 del Consejo de Europa).
La Haya, 28 de mayo de 1970. «Boletín Oficial del
Estado» núm. 78 de 30 de marzo de 1996.

Ucrania. 11 de marzo de 2003. Declaración y Reserva
formulada en el momento de la Ratificación:

Ucrania formula la siguiente declaración y reservas
de conformidad con:

a) Apartado 2 del artículo 19:

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del
artículo 19 del Convenio, Ucrania declara que las soli-
citudes o los documentos justificativos deberán estar
redactados en ucraniano o en una de las lenguas oficiales
del Consejo de Europa o bien ir acompañados de una
traducción a una de estas lenguas.

b) Apartado 1 del artículo 61:

Ucrania declara que se reserva el derecho de denegar
la ejecución de:

— una sanción impuesta por razón de un hecho que,
de conformidad con el derecho de Ucrania, habría sido
competencia exclusiva de una autoridad administrativa
(letra b del Anexo 1 del Convenio);

— una sentencia penal europea dictada por las auto-
ridades del Estado requirente en una fecha en que, en
virtud del derecho ucraniano, habría prescrito la acción
penal por la infracción sancionada en la sentencia (letra
c del Anexo 1 del Convenio);

— sentencias en rebeldía. Ucrania ejecutará y reco-
nocerá únicamente las «ordonnances pénales» dictadas
por un tribunal (letra d del Anexo 1 del Convenio).

Protocolo adicional al Convenio Europeo de Extradición.
(Número 86 del Consejo de Europa. Estrasburgo, 15
de octubre de 1975. «Boletín Oficial del Estado» de
11 de junio de 1985.

Serbia y Montenegro. 23 de junio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 21 de septiembre de 2003.

Convenio Europeo sobre Represión del Terrorismo
(n.o 90 del Consejo de Europa). Estrasburgo. 27 de
enero de 1977. «Boletín Oficial del Estado» de 8 de
octubre de 1980, 31 de agosto de 1982.

Serbia y Montenegro. 15 de mayo de 2003. Firma
y ratificación, entrada en vigor 16 de agosto de 2003,
con las siguientes reservas:

De conformidad con el artículo 13 del Convenio, Ser-
bia y Montenegro se reserva el derecho de denegar la
extradición de una persona respecto de cualquier delito
comprendido en el artículo 1 que considere como un
delito político, un delito conexo con éste o un delito
inspirado por móviles políticos.



BOE núm. 253 Miércoles 22 octubre 2003 37759

Segundo Protocolo Adicional al Convenio Europeo de
Extradición (n.o 98 del Consejo de Europa). Estras-
burgo, 17 de marzo de 1978. «Boletín Oficial del
Estado» de 11 de junio de 1985.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
25 de abril de 2003. Declaración:

El Gobierno del Reino Unido declara que el Segundo
Protocolo Adicional debe hacerse extensivo a la isla de
Man y Guernsey, al ser territorios de cuyas relaciones
internacionales el Gobierno del Reino Unido es respon-
sable.

De conformidad con el apartado 2 del artículo 9, el
Reino Unido, no acepta, respecto de la isla de Man y
Guernsey, el Capítulo I, el Capítulo III, el Capítulo IV ni
el Capítulo V del Protocolo.

Serbia y Montenegro, 23 de junio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 21 de septiembre de 2003.

Corrección de errores en la públicación del Boletín
Oficial del Estado, núm. 158 de 3 de julio de 2003,
página 25649, columna izquierda, donde dice:

«Azerbaiyán. 28 de junio de 1992, declaraciones».
Debe decir: «Azerbaiyán. 28 de junio de 2002. decla-
raciones».

Protocolo adicional al Convenio Europeo de Asistencia
Judicial en Materia Penal (n.o 99 del Consejo de Euro-
pa). Estrasburgo, 17 de marzo de 1978. «Boletín Ofi-
cial del Estado» de 2 de agosto de 1991.

Georgia. 22 de mayo de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 20 de agosto de 2003, con la siguiente decla-
ración:

«De conformidad con el Art. 8 párrafo 2.a. del
Protocolo, Georgia declara que ejecutará las
demandas relativas a la infracciones fiscales, a con-
dición de que la infracción o sanción sea admitida
por la Legislación de Georgia. Asimismo, Georgia
se reserva el derecho de no ejecutar las Comisiones
rogatorias cuyos fines sean la indagación o el
embargo de bienes en materia de infracciones fis-
cales.

De conformidad con el Art. 8, párrafo 2 del Pro-
tocolo, Georgia se reserva el derecho de no aceptar
las obligaciones derivadas de las disposiciones del
Título II.

Georgia declara que hasta que se restaure la
jurisdicción de Georgia sobre los territorios (de Abk-
hazie y de la región Tskhinvali no podrá ser res-
ponsable de las violaciones de las disposiciones
del Protocolo Adicional cometidas en estos terri-
torios.»

Serbia y Montenegro. 23 de junio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 21 de septiembre de 2003.

Convenio sobre el Traslado de Personas Condenadas
(Convenio número 112 del Consejo de Europa).
Estrasburgo, 21 de marzo de 1983. «Boletín Oficial
del Estado» de 10 de junio de 1985.

Venezuela. 11 de junio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 1 de octubre de 2003.

Convencion sobre la Seguridad del Personal de las Nacio-
nes Unidas y el Personal Asociado. Nueva York, 9
de diciembre de 1994. «Boletín Oficial del Esta-
do» núm. 124, de 25 de mayo de 1999.

Serbia y Montenegro, 31 de julio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 30 de agosto de 2003.

Chipre. 1 de julio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 31 de julio de 2003.

Convenio Internacional para la Represión de los Aten-
tados Terroristas. Cometidos con bombas. Nueva
York, 15 de diciembre de 1997. «Boletín Oficial del
Estado» núm. 14 de 12 de junio de 2001.

Swazilandia. 4 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 4 de mayo de 2003.

Francia, 20 de febrero de 2003. Objeción a la Decla-
ración formulada por Pakistán en el momento de la
Adhesión:

El Gobierno de la República Francesa ha estudiado
la declaración formulada por el Gobierno de la República
Islámica de Pakistán al ratificar el Convenio Internacional
para la Represión de los Atentados Terroristas cometidos
con Bombas de 15 de diciembre de 1997, en el sentido
de que «nada de lo dispuesto en el presente Convenio
será aplicable a las luchas, incluidas las luchas armadas,
para el establecimiento de la autodeterminación, diri-
gidas contra una ocupación o dominación extranjera,
de conformidad con el derecho internacional». El objeto
del Convenio es reprimir todos los atentados terroristas
cometidos con bombas, y el artículo 5 prevé que «cada
Estado Parte adoptará las medidas que resulten nece-
sarias (...) para que los actos criminales comprendidos
en el ámbito del presente Convenio (...) no puedan jus-
tificarse en circunstancia alguna por consideraciones de
índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, reli-
giosa u otra similar y sean sancionados con penas acor-
des a su gravedad». El Gobierno de la República Francesa
considera que la declaración anterior constituye una
reserva, a la que pone una objeción.

Países Bajos. 20 de febrero de 2003. Objeción a la
Declaración formulada por Pakistán en el momento de
la Adhesión:

El Gobierno del Reino de los Países Bajos ha exa-
minado la declaración formulada por el Gobierno de la
República Islámica de Pakistán en el momento de su
adhesión al Convenio Internacional para la Represión
de los Atentados Terroristas cometidos con Bombas.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos considera
que la declaración de Pakistán constituye de hecho una
reserva por la que se pretende limitar el alcance del
Convenio sobre una base unilateral y que de hecho es
contraria al objeto y fin del Convenio, a saber, la represión
de los atentados cometidos con bombas cualquiera que
sea el lugar donde se desarrollen y cualesquiera que
sean los autores de los mismos.

Además, la redacción es contraria a lo dispuesto en
el apartado 5 del Convenio, en virtud del cual los Estados
Partes se comprometen a «adoptar las medidas que
resulten necesarias, incluida, cuando proceda, la adop-
ción de legislación interna para que los actos criminales
comprendidos en el presente Convenio no puedan jus-
tificarse en circunstancia alguna por consideraciones de
índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica u otra
similar, y sean sancionados con penas acordes a su
gravedad»

El Gobierno del Reino de los Países Bajos recuerda
que en virtud de la letra c) del artículo 19 de la Con-
vención sobre el Derecho de los Tratados, no se auto-
rizará ninguna reserva incompatible con el objeto y fin
del Convenio.

Es en interés común de los Estados que los tratados
en que los mismos han elegido llegar a ser partes sean
respetados, en cuanto a su objeto y fin, por todas las
partes y que los Estados estén dispuestos a introducir
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en su legislación todas las modificaciones necesarias
para cumplir con las obligaciones que les incumben en
virtud de los tratados.

Por ello, el Gobierno del Reino de los Países Bajos
pone una objeción a la reserva mencionada formulada
por el Gobierno de Pakistán al Convenio Internacional
para la Represión de los Atentados Terroristas cometidos
con Bombas.

Esta objeción no constituye obstáculo para la entrada
en vigor del Convenio entre el Reino de los Países Bajos
y Pakistán.

Israel. 10 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 12 de marzo de 2003 con la siguiente Decla-
ración y Notificación:

El Gobierno de Israel entiende que la expresión «fuer-
zas armadas de un Estado» que figura en el apartado
4 del artículo 1 del Convenio Internacional para la Repre-
sión de los Atentados Terroristas cometidos con Bombas
abarca a las fuerzas de policía y de seguridad que inter-
vienen de conformidad con el derecho interno del Estado
de Israel.

De conformidad con el apartado 3 del artículo 6, el
Gobierno de Israel informa al Secretario General de la
organización de las Naciones Unidas que ha establecido
su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en
el artículo 2, en todos los casos enumerados en el apar-
tado 2 del artículo 6.

El Gobierno de Israel interpreta que la expresión «de-
recho internacional humanitario» que figura en el artículo
19 del Convenio tiene fundamentalmente el mismo sig-
nificado que la expresión «derecho de la guerra» («jus
in bello»). El corpus de instrumentos que constituye el
derecho de la guerra no comprende los protocolos adi-
cionales relativos a la Convención de Ginebra de 1977
en que el Estado de Israel no es Parte.

El Gobierno de Israel interpreta que el apartado 4
del artículo 1 y el artículo 19 significan que el Convenio
no es aplicable a los civiles que dirijan u organicen las
actividades oficiales de las fuerzas armadas de un Estado
Parte.

De conformidad con el apartado 2 del artículo 20,
el Estado de Israel declara que no se considera vinculado
por lo dispuesto en el apartado 1 del mencionado ar-
tículo.

Mozambique. 14 de enero de 2003. Adhesión. Entra-
da en vigor 13 de febrero de 2003 con la siguiente
Declaración:

«... con la siguiente declaración de conformidad con
el apartado 2 del artículo 20:

La República de Mozambique no se considera
vinculada por lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 20 del Convenio.

A este respecto, la República de Mozambique
declara que, en cada caso individual, será necesario
el consentimiento de todas las Partes en la con-
troversia para que una controversia sea sometida
a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia.

Además, la República de Mozambique declara
que:

La República de Mozambique, de conformidad
con su Constitución y su derecho interno, no puede
extraditar y no extraditará a ciudadanos mozam-
biqueños. Por ello, los ciudadanos mozambiqueños
serán juzgados y condenados en los tribunales
nacionales.»

México. 24 de febrero de 2003. Notificación de con-
formidad con el artículo 6(3).

... de conformidad con el apartado 3 del artículo 6
del Convenio, México establece su jurisdicción respecto
de los delitos definidos en el Convenio cuando:

a) Hayan sido cometidos contra mexicanos en el
territorio de otro Estado Parte, siempre que el acusado
se encuentre en México y no haya sido juzgado en el
país en que se cometió el delito. Cuando se trate de
delitos definidos en el Convenio pero cometidos en el
territorio de un Estado no Parte, el delito se definirá
también como tal en el lugar donde se cometió (artículo
6, letra 2 a);

b) Hayan sido cometidos en embajadas mexicanas
o en sus instalaciones diplomáticas o consulares (artículo
6, letra 2 b);

c) Hayan sido cometidos en el extranjero pero ten-
gan efectos o puedan tener efectos en el territorio nacio-
nal (artículo 6, letra 2 d).

Sudáfrica. 1 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 31 de mayo de 2003.

Italia. 16 de abril de 2003. Ratificación. Entrada en
vigor 16 de mayo de 2003.

Mauritania. 30 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 30 de mayo de 2003.

India. 3 de abril de 2003. Objeción a la Declaración
formulada por Pakistán en el momento de la Adhesión:

«El Gobierno de la República de la India ha exa-
minado la declaración formulada por el Gobierno
de la República Islámica de Pakistán en el momento
de su adhesión al Convenio Internacional para la
Represión de los Atentados Terroristas cometidos
con Bombas de 1997.

El Gobierno de la República de la India considera
que la declaración formulada por Pakistán cons-
tituye de hecho una reserva por la que se pretende
limitar el ámbito del Convenio de forma unilateral
y, por tanto, es incompatible con su objeto y fin,
que es la represión de los atentados terroristas
cometidos con bombas, independientemente de
dónde se produzcan o quién los perpetre.

El Gobierno de la India considera, asimismo, que
la declaración es contraria a lo dispuesto en el ar-
tículo 5 del Convenio, según el cual los Estados
Partes se comprometen a “adoptar las medidas que
resulten necesarias incluida, cuando proceda, la
adopción de legislación interna, para que los actos
criminales comprendidos en el ámbito del presente
Convenio (...) no puedan justificarse en circunstan-
cia alguna por consideraciones de índole política,
filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra
similar y sean sancionados con penas acordes a
su gravedad.”

El Gobierno de la India considera que la Decla-
ración mencionada constituye una reserva, incom-
patible con el objeto y fin del Convenio Interna-
cional para la Represión de los Atentados Terro-
ristas cometidos con Bombas.

El Gobierno de la India recuerda que, de con-
formidad con el artículo 19 c) de la Convención
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no se
permitirán reservas incompatibles con el objeto y
fin de un tratado.

El Gobierno de la India, por ello, pone una obje-
ción a la reserva mencionada formulada por el
Gobierno de Pakistán al Convenio Internacional
para la Represión de los Atentados Terroristas
cometidos con Bombas.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor
del Convenio entre la India y Pakistán.»
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Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
28 de marzo de 2003. Objeción a la Declaración for-
mulada por Pakistán en el momento de la Adhesión:

«El Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña
e Irlanda del Norte ha examinado la declaración
formulada por el Gobierno de Pakistán en el
momento de su adhesión al Convenio Internacional
para la Represión de los Atentados Terroristas
cometidos con Bombas de 1997. El Gobierno del
Reino Unido considera que la declaración formu-
lada por Pakistán constituye una reserva por la que
se pretende limitar el ámbito del Convenio de forma
unilateral y que es contraria a su objeto y fin, que
es la represión de los atentados terroristas come-
tidos con bombas, independientemente de dónde
se produzcan o quién los perpetre.

El Gobierno del Reino Unido considera asimismo
que la Declaración es contraria a lo dispuesto en
el artículo 5 del Convenio, según el cual los Estados
Partes se comprometen a “adoptar las medidas que
resulten necesarias, incluida, cuando proceda, la
adopción de legislación interna, para que los actos
criminales comprendidos en el ámbito del presente
Convenio (...) no puedan justificarse en circunstan-
cia alguna por consideraciones de índole política,
filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra
similar y sean sancionados con penas acordes a
su gravedad”.

El Gobierno del Reino Unido recuerda que, de
conformidad con el artículo 19 c) de la Convención
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no se
permitirán reservas incompatibles con el objeto y
fin de un tratado.

El Gobierno del Reino Unido pone, por ello, una
objeción a la reserva mencionada formulada por
el Gobierno de Pakistán al Convenio Internacional
para la Represión de los Atentados Terroristas
cometidos con Bombas. No obstante, esta objeción
no impedirá la entrada en vigor del Convenio entre
el Reino Unido y Pakistán.»

Dinamarca. 18 de marzo de 2003. Objeción a la
Declaración formulada por Pakistán en el momento de
la Adhesión:

«El Gobierno del Reino de Dinamarca considera
que la declaración formulada por Pakistán cons-
tituye de hecho una reserva por la que se pretende
limitar el ámbito del Convenio de forma unilateral
y, por tanto, es contraria a su objeto y fin, que
es la represión de los atentados terroristas come-
tidos con bombas, independientemente de dónde
se produzcan o quién los perpetre.

Asimismo, la declaración es contraria a lo dis-
puesto en el artículo 5 del Convenio, según el cual
los Estados Partes se comprometen a “adoptar las
medidas que resulten necesarias, incluida cuando
proceda, la adopción de legislación interna, para
que los actos criminales comprendidos en el ámbito
del presente Convenio (...) no puedan justificarse
en circunstancia alguna por consideraciones de
índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica,
religiosa u otra similar y sean sancionados con
penas acordes a su gravedad”.

El Gobierno del Reino de Dinamarca recuerda
que, de conformidad con el artículo 19 c) de la
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra-
tados, no se permitirán reservas incompatibles con
el objeto y fin de un tratado.

Es un interés común de los Estados que los tra-
tados en que los mismos han elegido ser Partes
sean respetados, por lo que respecta a su objeto

y fin, por todas las Partes y que los Estados estén
dispuestos a introducir las modificaciones legisla-
tivas necesarias para cumplir sus obligaciones en
virtud de los tratados.

Por ello, el Gobierno del Reino de Dinamarca
pone una objeción a la reserva mencionada for-
mulada por el Gobierno de Pakistán al Convenio
Internacional para la Represión de los Atentados
Terroristas cometidos con Bombas.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor
del Convenio entre el Reino de Dinamarca y Pakistán.»

Austria. 14 de abril de 2003. Objeción a la Decla-
ración formulada por Pakistán en el momento de la
Adhesión:

«El Gobierno de Austria ha examinado la decla-
ración formulada por el Gobierno de la República
Islámica de Pakistán en el momento de su adhesión
al Convenio Internacional para la Represión de los
Atentados Terroristas cometidos con Bombas.

El Gobierno de Austria considera que la decla-
ración formulada por el Gobierno de la República
Islámica de Pakistán constituye de hecho una reser-
va por la que se pretende limitar el ámbito del Con-
venio de forma unilateral y, por tanto, es contraria
a su objeto y fin, que es la represión de los aten-
tados terroristas cometidos con bombas, indepen-
dientemente de dónde se produzcan o quién los
perpetre.

Asimismo, la declaración es contraria a lo dis-
puesto en el artículo 5 del Convenio, según el cual
los Estados Partes se comprometen a “adoptar las
medidas que resulten necesarias, incluida, cuando
proceda, la adopción de legislación interna, para
que los actos criminales comprendidos en el ámbito
del presente Convenio (...) no puedan justificarse
en circunstancia alguna por consideraciones de
índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica,
religiosa u otra similar y sean sancionados con
penas acordes a su gravedad”.

El Gobierno de Austria recuerda que, de con-
formidad con el derecho internacional consuetu-
dinario codificado en la Convención de Viena sobre
el Derecho de los Tratados, no se permitirán reser-
vas incompatibles con el objeto y fin de un tratado.

Es un interés común de los Estados que los tra-
tados en que los mismos han elegido ser Partes
sean respetados, por lo que respecta a su objeto
y fin, por todas las Partes y que los Estados estén
dispuestos a introducir las modificaciones legisla-
tivas necesarias para cumplir sus obligaciones en
virtud de los tratados.

El Gobierno de Austria, por ello, pone una obje-
ción a la reserva mencionada formulada por el
Gobierno de la República Islámica de Pakistán al
Convenio Internacional para la Represión de los
Atentados Terroristas cometidos con Bombas.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor
del Convenio entre Austria y la República Islámica
de Pakistán.»

Alemania. 23 de abril de 2003. Objeción a la Decla-
ración formulada por Pakistán en el momento de la
Adhesión:

El Gobierno de la República Federal de Alemania ha
examinado la «declaración» formulada respecto del Con-
venio Internacional para la Represión de los Atentados
Terroristas Cometidos con Bombas por el Gobierno de
la República Islámica de Pakistán en el momento de
la adhesión de Pakistán al Convenio.

El Gobierno de la República Federal de Alemania con-
sidera que, de hecho, la declaración de Pakistán cons-
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tituye una reserva por la que se pretende limitar uni-
lateralmente el ámbito de aplicación del Convenio. Por
ello, la considera contraria al objeto y fin del Convenio,
que es la represión de los atentados terroristas cometidos
con bombas, donde quiera y quienquiera que los cometa.

Por otra parte, la declaración es contraria al artículo 5
del Convenio, según el cual los Estados Partes se com-
prometen a «adoptar las medidas que resulten nece-
sarias, incluida cuando proceda, la adopción de legis-
lación interna para que los actos criminales compren-
didos en el ámbito del presente Convenio, en particular
los que obedezcan a la intención o el propósito de crear
un estado de terror en la población en general, en un
grupo de personas o en determinadas personas, no pue-
dan justificarse en circunstancia alguna por considera-
ciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étni-
ca, religiosa u otra similar y sean sancionados con penas
acordes a su gravedad».

Por consiguiente, el Gobierno de la República Federal
de Alemania pone una objeción a la mencionada reserva
formulada por el Gobierno pakistaní respecto del Con-
venio Internacional para la Represión de los Atentados
Terroristas Cometidos con Bombas.

La presente objeción no constituye obstáculo para
la entrada en vigor del Convenio entre la República Fede-
ral de Alemania y Pakistán.

Etiopía. 16 de abril de 2003. Adhesión. Entrada en
vigor 16 de mayo de 2003 con la siguiente Reserva:

El Gobierno de la República Federal Democrática de
Etiopía no se considera vinculado por la disposición con-
tenida en el Convenio, en virtud de la cual cualquier
controversia entre dos o más Estados Partes relativa a
la interpretación o a la aplicación del Convenio se some-
terá, a petición de una de ellas, a arbitraje o a la Corte
Internacional de Justicia, y declara que las controversias
relativas a la interpretación o a la aplicación del Convenio
se someterán a arbitraje o a la Corte únicamente con
el consentimiento previo de todas las partes implicadas.

Grecia. 27 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 26 junio 2003.

Suecia. 3 de junio de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Turquía en el momento de la Ratificación:

El Gobierno sueco ha examinado la reserva formulada
respecto del artículo 19 del Convenio Internacional para
la Represión de los Atentados Terroristas cometidos con
Bombas por Turquía, por la que se pretende excluir los
Protocolos adicionales a las Convenciones de Ginebra
del ámbito del derecho internacional humanitario. El
Gobierno sueco considera que la mayoría de las dis-
posiciones de estos Protocolos adicionales se refieren
al derecho internacional consuetudinario, por el que Tur-
quía está vinculado.

En consecuencia, a falta de otras aclaraciones, Suecia
pone una objeción a esta reserva de Turquía respecto
del Convenio Internacional para la Represión de los Aten-
tados Terroristas cometidos con Bombas.

La presente objeción no constituye obstáculo para
la entrada en vigor del Convenio entre Turquía y Suecia.
Así pues, el Convenio se aplicará en su totalidad entre
los dos Estados, sin que Turquía se beneficie de la reserva
que ha formulado.

Suecia. 4 de junio de 2003. Objeción a la Declaración
formulada por Pakistán en el momento de la Adhesión:

El Gobierno sueco ha examinado la declaración for-
mulada por el Gobierno de la República Islámica de Pakis-
tán en el momento de la adhesión de Pakistán al Con-
venio Internacional para la Represión de los Atentados
Terroristas Cometidos con Bombas (el «Convenio»).

El Gobierno sueco recuerda que la denominación que
se dé a una declaración por la que se anule o modifique
el efecto jurídico de ciertas disposiciones de un tratado
no es determinante en cuanto a su carácter de reserva
a ese tratado. Considera que la declaración formulada
por Pakistán respecto del Convenio constituye en esencia
una reserva.

El Gobierno sueco toma nota de que el Convenio
queda de este modo subordinado a una reserva general,
que no precisa claramente la medida de inaplicación
del Convenio y conduce así a cuestionarse el compro-
miso de Pakistán con el objeto y fin del Convenio.

Por otra parte, la declaración es contraria a lo dis-
puesto en el artículo 5 del Convenio, según el cual los
Estados Partes se comprometen a «adoptar las medidas
que resulten necesarias, incluida, cuando proceda, la
adopción de legislación interna, para que los actos cri-
minales comprendidos en el ámbito del presente Con-
venio (...) no puedan justificarse en circunstancia alguna
por consideraciones de índole política, filosófica, ideo-
lógica, racial, étnica, religiosa u otra similar y sean san-
cionadas con penas acordes a su gravedad.»

El Gobierno sueco desea recordar que, según el dere-
cho internacional consuetudinario codificado en la Con-
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no
se permitirán reservas contrarias al objeto y fin de los
tratados.

Es interés común de los Estados que los tratados
en que los mismos han elegido llegar a ser partes sean
respetados, por lo que respecta a su objeto y fin, por
todas las partes y que los Estados estén dispuestos a
introducir todas las modificaciones legislativas necesa-
rias para cumplir con sus obligaciones en virtud de los
tratados. Por consiguiente, el Gobierno sueco pone una
objeción a la reserva mencionada por el Gobierno de
la República Islámica de Pakistán respecto del Convenio
Internacional para la Represión de los Atentados Terro-
ristas cometidos con Bombas.

La presente objeción no constituye obstáculo para
la entrada en vigor del Convenio entre Pakistán y Suecia.
Éste entrará en vigor en su totalidad entre los dos Estados
sin que Pakistán se beneficie de su reserva.

Estados Unidos. 5 de junio de 2003. Objeción a la
Declaración formulada por Pakistán en el momento de
la Adhesión:

El Gobierno de los Estados Unidos de América, des-
pués de haber examinado atentamente la cuestión, esti-
ma que la declaración de Pakistán es una reserva por
la que se pretende limitar unilateralmente el ámbito del
Convenio. Esta declaración es contraria al objeto y fin
del Convenio, a saber, la represión de los atentados terro-
ristas cometidos con bombas, donde quiera y quienquie-
ra que los cometa.

El Gobierno de los Estados Unidos considera igual-
mente que esta declaración es contraria al artículo 5
del Convenio que prevé: «Cada Estado Parte adoptará
las medidas que resulten necesarias, incluidas, cuando
proceda, la adopción de legislación interna, para que
los actos criminales comprendidos en el ámbito del pre-
sente Convenio... no puedan justificarse en circunstancia
alguna por consideraciones de índole política, filosófica,
ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar y sean
sancionados con penas acordes a su gravedad».

El Gobierno de los Estados Unidos toma nota de que
según el principio bien establecido del derecho inter-
nacional de los tratados codificado en el artículo 19 c)
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra-
tados, no se permitirán reservas incompatibles con el
objeto y fin de un tratado.

El Gobierno de los Estados Unidos pone, por ello,
una objeción a la declaración formulada por el Gobierno
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de Pakistán en el momento de su adhesión al Convenio
Internacional para la Represión de los Atentados Terro-
ristas Cometidos con Bombas. No obstante, esta obje-
ción no constituye obstáculo para la entrada en vigor
del Convenio entre los Estados Unidos y Pakistán.

Finlandia. 17 de junio de 2003. Objeción a la Decla-
ración formulada por Pakistán en el momento de la
Adhesión:

El Gobierno finlandés ha examinado atentamente el
contenido de la declaración interpretativa formulada por
el Gobierno de la República Islámica de Pakistán respecto
del Convenio Internacional para la Represión de los Aten-
tados Terroristas Cometidos con Bombas.

El Gobierno finlandés estima que la declaración equi-
vale a una reserva, dado que tiene como objetivo limitar
unilateralmente el ámbito del Convenio. Considera ade-
más que es contraria al objeto y fin de este instrumento,
a saber, la represión de los atentados terroristas donde
quiera y quienquiera que los cometa.

Por otra parte, la declaración es contraria al artículo 5
del Convenio, según el cual los Estados Partes se com-
prometen a adoptar «las medidas que resulten nece-
sarias, incluida, cuando proceda, la adopción de legis-
lación interna, para que los actos criminales compren-
didos en el ámbito del presente Convenio no puedan
justificarse en circunstancia alguna por consideraciones
de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, reli-
giosa u otra similar y sean sancionados con penas acor-
des a su gravedad.»

El Gobierno finlandés recuerda que en virtud del dere-
cho internacional consuetudinario codificado en la Con-
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no
se permitirá una reserva incompatible con el objeto y
fin de un tratado.

Es interés de todos los Estados que los instrumentos
en que los mismos hayan elegido llegar a ser partes
sean respetados, por lo que respecta a su objeto y fin,
y que todas las partes estén dispuestas a introducir en
su legislación las modificaciones necesarias que les per-
mitan cumplir las obligaciones que las mismas han con-
traído en virtud de dichos instrumentos.

El Gobierno finlandés pone, por ello, una objeción
a la declaración interpretativa del Gobierno de la Repú-
blica Islámica de Pakistán respecto del Convenio.

Dicha objeción no impide la entrada en vigor del Con-
venio entre la República Islámica de Pakistán y Finlandia.
Así pues, éste entrará en vigor entre los dos Estados
sin que la República Islámica de Pakistán pueda invocar
su declaración.

Benin. 31 de julio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 30 agosto 2003.

Serbia y Montenegro. 31 de julio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 30 agosto 2003.

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional,
Roma 17 de julio de 1998. «Boletín Oficial del Estado»
número 126 de 27 mayo 2002.

Guinea. 14 de julio de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 1 octubre 2003.

Convenio internacional para la represión de la financia-
ción del terrorismo. Nueva York, 9 de diciembre
de 1999. «Boletín Oficial del Estado» número 123
de 23 mayo 2002.

Italia. 27 de marzo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 26 de abril de 2003.

Swazilandia. 4 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 4 de mayo de 2003.

Sudán. 5 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada en
vigor 4 de junio de 2003.

India. 22 de abril de 2003. Ratificación. Entrada en
vigor 22 de mayo de 2003.

Sudáfrica. 1 de mayo de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 31 de mayo de 2003.

Mauritania. 30 de abril de 2003. Adhesión. Entrada
en vigor 30 de mayo de 2003.

Mozambique. 14 de enero de 2003. Ratificación.
Entrada en vigor 13 de febrero de 2003 con la siguiente
Declaración:

«... con la siguiente declaración, de conformidad
con el apartado 2 de su artículo 24:

La República de Mozambique no se considera
vinculada por lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 24 del Convenio.

A este respecto, la República de Mozambique
declara que, en cada caso individual, será necesario
el consentimiento de todas las Partes en dicha con-
troversia para que la controversia sea sometida a
arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia.

Además, la República de Mozambique declara
que:

La República de Mozambique, de conformidad
con su Constitución y su derecho interno, no puede
extraditar y no extraditará a ciudadanos mozam-
biqueños.

Por ello, los ciudadanos mozambiqueños serán
juzgados y condenados en los tribunales naciona-
les.»

Rumanía. 9 de enero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 8 de febrero de 2003 con la siguiente Decla-
ración:

«1. De conformidad con la letra a) del aparta-
do 2 del artículo 2 del Convenio, Rumanía declara
que, en la fecha de la aplicación del presente Con-
venio a Rumanía, se considerará que el Convenio
Internacional para la Represión de los Atentados
Terroristas cometidos con Bombas de 15 de diciem-
bre de 1997, no está incluido en el Anexo a que
se hace referencia en la letra a) del apartado 1
del artículo 2;

2. De conformidad con el apartado 3 del artícu-
lo 7 del Convenio, Rumanía declara que establece
su jurisdicción para los delitos a que se hace refe-
rencia en el artículo 2 en todos los casos men-
cionados en los apartados 1 y 2 del artículo 7 de
conformidad con las disposiciones pertinentes de
su derecho interno.»

Lituania. 20 de febrero de 2003.
Adhesión. Entrada en vigor 22 marzo 2003 con la

siguiente Reserva, Declaración y Notificación:

Considerando lo dispuesto en el apartado 2 del ar-
tículo 24 del Convenio Internacional para la Represión
de la Financiación del Terrorismo, el Seimas de la Repú-
blica de Lituania declara que la República de Lituania
no se considera vinculada por lo dispuesto en el apartado
1 del artículo 24 del Convenio, que prevé que toda con-
troversia relativa a la interpretación o a la aplicación
del Convenio sea sometida a la Corte Internacional de
Justicia;

Considerando lo dispuesto en la letra a) del apartado 2
del artículo 2 del Convenio Internacional para la Repre-
sión de la Financiación del Terrorismo, el Seimas de la
República de Lituania declara que cuando el Convenio
le sea aplicable, se considerará que el Convenio Inter-
nacional para la Represión de Atentados Terroristas
cometidos con Bombas, adoptado el 15 de diciembre
de 1997, no figura en el Anexo previsto en la letra a)
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del apartado 1 del artículo 2 del Convenio Internacional
para la Represión de la Financiación del Terrorismo;

Considerando lo dispuesto en el apartado 3 del artícu-
lo 7 del Convenio Internacional para la Represión de
la Financiación del Terrorismo, el Seimas de la República
de Lituania declara que la República de Lituania será
competente por lo que respecta a las infracciones con-
templadas en el artículo 2 del Convenio en todos los
casos mencionados en el apartado 2 del artículo 7 del
Convenio.

Israel. 10 de febrero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 12 de marzo de 2003 con las siguientes Decla-
raciones y Notificación:

De conformidad con la letra a) del apartado 2 del
artículo 2 del Convenio Internacional para la Represión
de la Financiación del Terrorismo, el Gobierno de Israel
declara que cuando este Convenio se aplique al Estado
de Israel, se considera que los tratados en los que no
sea Parte no figuran en el Anexo al Convenio.

De conformidad con el apartado 3 del artículo 7 del
Convenio, el Gobierno de Israel informa al Secretario
General de la Organización de las Naciones Unidas que
ha establecido su competencia respecto de las infrac-
ciones contempladas en el artículo 2 en todos los casos
mencionados en el apartado 2 del artículo 7.

De conformidad con el apartado 2 del artículo 24
del Convenio, el Estado de Israel declara que no se con-
sidera vinculado por lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 24 del Convenio.

El Gobierno israelí interpreta que el término «derecho
internacional humanitario» que figura en el artículo 21
del Convenio tiene fundamentalmente la misma signi-
ficación que el término «derecho de la guerra». El corpus
del instrumento que constituye el derecho de la guerra
no incluye los Protocolos Adicionales relativos a la Con-
vención de Ginebra de 1977, en que el Estado de Israel
no es Parte.

México. 20 de enero de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 19 de febrero de 2003 con la Notificación en
virtud del artículo 7(3):

... de conformidad con el apartado 3 del artículo 7
del Convenio, México ejerce su jurisdicción respecto de
los delitos definidos en el Convenio cuando:

a) Se hayan cometido contra mexicanos en el terri-
torio de otro Estado Parte, siempre que el acusado esté
en México y no haya sido juzgado en el país en el que
se cometió el delito. Cuando se trate de delitos definidos
en el Convenio, pero cometidos en el territorio de un
Estado no Parte, el delito se definirá asimismo según
el lugar donde fue cometido [artículo 7, apartado 2 a)];

b) Hayan sido cometidos en embajadas mexicanas
y en instalaciones diplomáticas o consulares [artículo 7,
apartado 2 b)];

c) Se hayan cometido en el extranjero pero tengan
efectos o se considera que puedan tener efectos en el
territorio nacional [artículo 7, apartado 2 c)].

Nigeria. 16 de junio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 15 de julio de 2003.

Túnez. 10 de junio de 2003. Ratificación. Entrada
en vigor 9 de julio de 2003, con la siguiente reserva
y declaración:

Reserva

La República de Túnez, al ratificar el Convenio Inter-
nacional para la Represión de la Financiación del Terro-
rismo, adoptado por la Asamblea Nacional de las Nacio-
nes Unidas durante su quincuagésimo cuarto período

de sesiones el 9 de diciembre de 1999 y firmado por
la República de Túnez el 2 de noviembre de 2001, decla-
ra que no se considera vinculada por lo dispuesto en
el apartado 1 del artículo 24 del Convenio y afirma que
el recurso a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia
para la solución de las controversias relativas a la inter-
pretación o a la aplicación del mencionado Convenio
únicamente podrá tener lugar con su consentimiento
previo.

Declaración

La República de Túnez, al ratificar el Convenio Inter-
nacional para la Represión de la Financiación del Terro-
rismo, adoptado por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas durante su quincuagésimo cuarto período
de sesiones el 9 de diciembre de 1999 y firmado por
la República de Túnez el 2 de noviembre de 2001 declara
que se considera vinculada por lo dispuesto en el apar-
tado 2 del artículo 7 del Convenio y decide establecer
su competencia jurisdiccional respecto de los siguientes
delitos:

los que se hayan cometido con el propósito de per-
petrar un delito de los mencionados en las letras a) o b)
del apartado 1 del artículo 2 en el territorio de ese Estado
o contra uno de sus nacionales, o hayan tenido ese
resultado;

los que se hayan cometido con el propósito de per-
petrar un delito de los mencionados en las letras a) o b)
del apartado 1 del artículo 2 contra una instalación
gubernamental o pública de ese Estado en el extranjero,
incluso un local diplomático o consular de ese Estado,
o hayan tenido ese resultado;

los que se hayan cometido con el propósito o el resul-
tado de cometer un delito de los indicados en las letras
a) o b) del apartado del artículo 2, en un intento de
obligar a ese Estado a realizar o abstenerse de realizar
un determinado acto;

los que se hayan cometido por un apátrida que tenga
residencia habitual en su territorio;

los que se hayan cometido a bordo de una aeronave
que sea explotada por el Gobierno de ese Estado.

Letonia. 20 de marzo de 2003. Notificación de con-
formidad con el artículo 2.2) A):

«De conformidad con el apartado 2 del artículo
2 del Convenio Internacional para la Represión de
la Financiación del Terrorismo, adoptado en Nueva
York el 9 de diciembre de 1999, la República de
Letonia notifica que los siguientes Tratados han
entrado en vigor para la República de Letonia:

1. Convenio Internacional contra la Toma de
Rehenes, adoptado por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979,

2. Convención sobre Protección Física de los
Materiales Nucleares, hecha en Viena el 3 de marzo
de 1980,

3. Convenio para la Represión de Actos Ilícitos
contra la Seguridad de la Navegación Marítima,
hecho en Roma el 10 de marzo de 1988,

4. Protocolo para la Represión de Actos Ilícitos
contra la Seguridad de las Plataformas Fijas Empla-
zadas en la Plataforma Continental, hecho en Roma
el 10 de marzo de 1988; y

5. Convenio Internacional para la Represión de
los Atentados Terroristas cometidos con Bombas,
adoptado por la Asamblea General de las Naciones
Unidas el 15 de diciembre de 1997.»

República Moldova. 24 de junio de 2003. Notificación
de conformidad con el artículo 7(3).
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En aplicación del apartado 3 del artículo 7 del Con-
venio para la Represión de la Financiación del Terrorismo,
la República de Moldova establece su jurisdicción res-
pecto de los delitos previstos en el artículo 2 en todos
los casos previstos en el apartado 2 de artículo 7.

Turquía. 10 de abril de 2003. Notificación de con-
formidad con el artículo 7(3):

«... de conformidad con el apartado 3 del artícu-
lo 7 del Convenio Internacional para la Represión
de la Financiación del Terrorismo, Turquía ha esta-
blecido su jurisdicción de conformidad con su dere-
cho interno respecto de los delitos contemplados
en el artículo 2 en todos los casos a que se hace
referencia en el apartado 2 del artículo 7.»

Bosnia-Herzegovina. 10 de junio de 2003. Ratifica-
ción, entrada en vigor 10 de julio de 2003.

Guinea. 14 de julio de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 13 de agosto de 2003.

Kenia. 27 de junio de 2003. Ratificación, entrada en
vigor 27 de julio de 2003.

E.E DERECHO ADMINISTRATIVO.

Convenio-Marco europeo sobre cooperación transfron-
teriza entre comunidades o autoridades territoriales.
Madrid, 21 de mayo de 1980. «Boletín Oficial del
Estado» número 16 de octubre de 1990.

Bélgica. 10 de diciembre de 2002. Retirada de la
Declaración:

El Gobierno de Bélgica declara que retira la decla-
ración contenida en una carta del Ministro de Asuntos
Exteriores de Bélgica de 4 de junio de 1997, registrada
en la Secretaría General el 15 de julio de 1997 y que
estaba redactada como sigue:

«De conformidad con lo dispuesto en el aparta-
do 2 del artículo 2, Bélgica comunica al Secretario
General del Consejo de Europa que excluye del
ámbito de aplicación del mencionado Acuerdo Mar-
co y de sus posteriores Protocolos Adicionales la
“Región de Bruselas capital”.»

La retirada de dicha declaración permite la inclusión
de la «Región de Bruselas capital» entre las entidades
federales que están vinculadas por la firma del Protocolo
Adicional al Convenio Marco.

Eslovenia. 17 de julio de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 18 de octubre de 2003.

Carta Europea de Autonomía Local. Estrasburgo, 15 de
octubre de 1985. «Boletín Oficial del Estado» 24 de
febrero de 1989.

Chipre. 1 de junio de 2003. Declaración:

Con referencia a la Carta Europea de Autonomía Local
y, más concretamente, a la declaración de su Gobierno
contenida en el instrumento de ratificación depositado
el 16 de mayo de 1988, la República de Chipre declara
que se considera vinculada por el artículo 5 de la men-
cionada Carta.

F. LABORALES

F.A GENERAL.
F.B ESPECÍFICOS.

Convenio núm. 154 de la OIT sobre el Fomento de la
Negociación Colectiva. Ginebra, 19 de junio de 1981.
«Boletín Oficial del Estado» número 269, de 9 de
noviembre de 1985.

Antigua y Barbuda. 16 de septiembre de 2002. Rati-
ficación.

Convenio núm. 162 de la OIT sobre Utilización del Asbes-
to en Condiciones de Seguridad. Ginebra, 24 de junio
de 1986. «Boletín Oficial del Estado» de 23 de
noviembre de 1990 y 8 de marzo de 1991.

Zimbabwe. 9 de abril de 2003. Ratificación.

G. MARÍTIMOS

G.A GENERALES.

Convenio Constitutivo de la Organización Marítima Inter-
nacional (OMI). Ginebra, 6 de marzo de 1948. «Boletín
Oficial del Estado» de 6 de junio de 1962. 10 de
marzo de 1989 texto refundido.

Dinamarca. 3 de diciembre de 2002. Notificación.

En virtud de la Constitución danesa y de la Ley sobre
la autonomía de las islas Feroe, las islas Feroe forman
parte del Reino de Dinamarca y gozan de una amplia
autonomía en materia legislativa y administrativa. Con
arreglo a estos instrumentos, el estatuto jurídico del
Gobierno autónomo de las islas Feroe ha modificado,
a partir del 1 de enero de 2002, mediante la transferencia
de competencias legislativas y administrativas de las
autoridades del Reino al Gobierno autónomo de las islas
Feroe en un cierto número de materias complementarias,
incluidas las cuestiones relativas a la seguridad en el
mar. Esta transferencia no afecta a la competencia que
tienen las autoridades del Reino para actuar en nombre
del Reino en los asuntos internacionales.

El artículo 72 del Convenio de la OMI prevé que «todo
Miembro podrá efectuar en cualquier momento una
declaración en el sentido de que su participación en
el Convenio incluye todos los territorios, un grupo de
esos territorios o sólo uno de éstos» de cuyas relaciones
internacionales sea el responsable.

De conformidad con dicho artículo, el Reino de Dina-
marca se honra en declarar que la aplicación del Con-
venio de la OMI a las islas Feroe a partir de la fecha
de la presente comunicación se basa en el artículo 72
del Convenio de la OMI.

El artículo 8 del Convenio de la OMI prevé que «todo
territorio o grupo de territorios para el cual el presente
Convenio haya sido declarado aplicable, en virtud del
artículo 72 por el Miembro que sea responsable de sus
relaciones internacionales o por las Naciones Unidas,
podrá constituirse en Miembro Asociado de la Organi-
zación mediante notificación escrita entregada al Secre-
tario General de las Naciones Unidas por dicho Miembro
responsable o por las Naciones Unidas, según sea el
caso».

En vista de los nuevos poderes legislativos y admi-
nistrativos transferidos al Gobierno autónomo por lo que
respecta a las cuestiones relativas a la seguridad en el
mar y considerando la importancia para la economía
de las Feroe de la flota registrada en las Feroe y que
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enarbolan pabellón de las Feroe, el Gobierno autónomo
de las islas Feroe expresa su vivo deseo de llegar a ser
Miembro Asociado de la OMI.

De conformidad con el artículo 8 del Convenio de
la OMI, el Reino de Dinamarca se honra en notificar
que las islas Feroe han llegado a ser Miembro Asociado
de la OMI a partir de la fecha de la presente notificación.

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar. Montego Bay, 10 de diciembre de 1982.
«Boletín Oficial del Estado» número 39, de 14 de
febrero de 1997.

México. 6 de enero de 2003. Declaración de con-
formidad con el artículo 287 y 298:

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 287
de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Dere-
cho del Mar, el Gobierno mexicano declara elegir uno
de los medios siguientes, sin orden de prioridad, para
la solución de controversias relativas a la interpretación
y a la aplicación de la Convención:

1. Tribunal Internacional de Derecho del Mar, cons-
tituido de conformidad con el anexo VI;

2. La Corte Internacional de Justicia;
3. Un tribunal arbitral especial, constituido de con-

formidad con el anexo VIII, para las categorías de con-
troversias que en el mismo se especifican.

A los efectos del artículo 298 de la Convención, el
Gobierno mexicano declara que no acepta los proce-
dimientos previstos en la Sección 2 de la Parte XV, en
lo que concierne a las siguientes categorías de contro-
versias:

1. Las controversias relativas a la delimitación de
zonas marítimas o las controversias relativas a bahías
o títulos históricos, de conformidad con la letra a) del
apartado 1 del mencionado artículo.

2. Las controversias relativas a actividades militares
y de otro tipo, mencionadas en la letra b) del aparta-
do 1 del mencionado artículo.

Kiribati. 24 de febrero de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 26 de marzo de 2003, con la siguiente Decla-
ración:

En virtud del derecho que le ha sido conferido por
el artículo 310 de la Convención, la República de Kiribati,
con motivo de su adhesión a la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar, al aceptar las
disposiciones del artículo 47 de la Parte IV de la men-
cionada Convención, desea expresar sus preocupaciones
con el medio utilizado para el trazado de las líneas de
base archipelágicas.

El sistema de cálculo de las aguas archipelágicas defi-
nido en la Parte IV no autoriza a trazar una línea de
base alrededor del conjunto de islas repartidas en los
tres grupos de islas que constituyen la República de
Kiribati. Estos grupos de islas están dispersos en una
extensión oceánica de más de 3 millones de kilómetros
cuadrados y si se les aplica la fórmula enunciada en
la Parte IV de la Convención, los tres grupos quedarían
escindidos en tres zonas económicas exclusivas y tres
extensiones de aguas internacionales diferentes.

El Gobierno de Kiribati propone que se vuelva a exa-
minar el sistema utilizado para el trazado de líneas de
base archipelágicas para tener en cuenta estas preo-
cupaciones.

La adhesión de Kiribati a la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar no afecta en ningún
caso a su estatuto en tanto que estado archipelágico
ni su derecho de declarar todo o parte de su territorio
marítimo como aguas archipelágicas en virtud de la men-
cionada Convención.

Albania. 23 de junio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 23 de julio de 2003.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
7 de abril de 2003. Declaración en virtud del artículo
298 (1):

«Tengo el honor, por indicación del Secretario
de Estado de Su Majestad para Asuntos Exteriores
y del Commonwealth, de declarar, en virtud del
artículo 298 de la Convención de las Naciones Uni-
das sobre el Derecho del Mar, que el Reino Unido
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte no acepta nin-
guno de los procedimientos previstos en el artícu-
lo 2 de la Parte XV de la Convención respecto de
las categorías de controversias a que se hace
referencia en las letras b) y c) del apartado 1 del
artículo 298.»

Acuerdo relativo a la Aplicación de la Parte XI de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar de 10 de diciembre de 1982. Nueva York,
28 de julio de 1994. «Boletín Oficial del Estado»
número 38, de 13 de febrero de 1997 y 7 de junio
de 1997.

Albania. 23 de junio de 2003. Consentimiento en
obligarse, entrada en vigor 23 de julio de 2003.

Honduras. 28 de julio de 2003. Adhesión.

G.B NAVEGACIÓN Y TRANSPORTE.

Convenio para Facilitar el Tráfico Marítimo Internacional.
Londres, 9 de abril de 1965. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 26 de septiembre de 1973.

Malta. 24 de septiembre de 2002. Adhesión, entrada
en vigor 23 noviembre 2002, con las siguientes reservas:

«Norma 2.6.3—deberá presentarse una lista de
la tripulación por cada barco que atraque en un
puerto local después de un viaje internacional; y

Norma 2.22—los buques que atraquen en un
puerto con el fin de desembarcar a una persona
enferma o herida debe presentar todos los docu-
mentos que sean de aplicación a la autoridad públi-
ca correspondiente, sin que esto retrase las for-
malidades aduaneras.»

Convenio Internacional sobre Líneas de Carga. Lon-
dres, 5 de abril de 1966. «Boletín Oficial del Estado»
de 10 de agosto de 1968, 26 de octubre de 1968
y 1 de septiembre de 1982.

Albania. 30 de mayo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 30 de agosto de 2003.

Convenio Internacional sobre Arqueo de Buques. Lon-
dres, 23 de junio de 1969. «Boletín Oficial del Estado»
de 15 de septiembre de 1982.

Albania. 3 de abril de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 3 de julio de 2003.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 4 de octubre de 2003.

Convenio Internacional sobre la Seguridad de los Con-
tenedores. Enmendado el 2 abril 1981. Ginebra, 2
de diciembre de 1972. «Boletín Oficial del Estado»
de 13 de septiembre de 1977 y 25 de agosto de
1982.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 4 de octubre de 2003.
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Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida
Humana en el Mar. Enmendado. Londres, 1 de
noviembre de 1974. «Boletín Oficial del Estado» de
16, 17 y 18 de junio de 1980 y 13 de septiembre
de 1980.

Islas Cook. 30 de junio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 30 de septiembre de 2003.

Protocolo de 1978 relativo al Convenio Internacional
para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar
(1974). Londres, 17 de febrero de 1978. «Boletín
Oficial del Estado» de 4 de mayo de 1981.

Serbia y Montenegro. 20 de enero de 2003. Sucesión.

En una comunicación de 20-01-2003, el entonces
Gobierno de la República Federal de Yugoslavia notificó
al Secretario General de la Organización Marítima Inter-
nacional «inter alia», que «como Estado sucesor de la
República Socialista Federal de Yugoslavia, se considera
obligado, a partir del 27 de abril de 1992, fecha en
la que la República Federal de Yugoslavia asumió la res-
ponsabilidad de sus relaciones internacionales, en aque-
llos tratados internacionales multilaterales con respecto
a los cuales la República Socialista Federal de Yugoslavia
era parte en dicha fecha, incluido el mencionado Pro-
tocolo». Con posterioridad, el Secretario General fue
informado de que, con efecto 4 de febrero de 2003,
el nombre del Estado de la República Federal de Yugos-
lavia cambió a Serbia y Montenegro. Consecuentemente,
el nombre del Estado sucesor es ahora Serbia y Mon-
tenegro.

Convenio Internacional sobre Normas de Formación,
Titulación y Guardia para la Gente del Mar, 1978.
Londres, 7 de julio de 1978. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 7 de noviembre de 1984.

Serbia y Montenegro. 20 de enero de 2003. Sucesión.

En una comunicación de 20-01-2003, el entonces
Gobierno de la República Federal de Yugoslavia notificó
al Secretario General de la Organización Marítima Inter-
nacional «inter alia», que «como Estado sucesor de la
República Socialista Federal de Yugoslavia, se considera
obligado, a partir del 27 de abril de 1992, fecha en
la que la República Federal de Yugoslavia asumió la res-
ponsabilidad de sus relaciones internacionales, en aque-
llos tratados internacionales multilaterales con respecto
a los cuales la República Socialista Federal de Yugoslavia
era parte en dicha fecha, incluido el presente Convenio».
Con posterioridad, el Secretario General fue informado
de que, con efecto 4 de febrero de 2003, el nombre
del Estado de la República Federal de Yugoslavia cambió
a Serbia y Montenegro. Consecuentemente, el nombre
del Estado sucesor es ahora Serbia y Montenegro.

Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra la
Seguridad de la Navegación Marítima. Roma, 10 de
marzo de 1988. «Boletín Oficial del Estado» de 24
de abril de 1992.

Mozambique. 8 de enero de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de abril de 2003, con las siguientes decla-
raciones:

«La República de Mozambique no se considera
vinculada por lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 16 del Convenio.

A este respecto, la República de Mozambique
declara que, en cada caso individual, será necesario
el consentimiento de todas las Partes en una con-
troversia para que se someta dicha controversia
a la Corte Internacional de Justicia.»

Además, la República de Mozambique declara que:
«La República de Mozambique, de conformidad

con su Constitución y su legislación interna, no pue-
de extraditar a ciudadanos mozambiqueños.

Así pues, los ciudadanos mozambiqueños serán
juzgados y condenados en tribunales nacionales.»

Federación de Rusia. 4 de mayo de 2001. Ratifica-
ción, entrada en vigor 2 de agosto de 2001, con la
siguiente reserva:

«La Federación de Rusia aplicará lo dispuesto
en el apartado 1 del artículo 8 del Convenio para
la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad
de la Navegación Marítima en la medida en que
no contradiga su propia legislación.»

Cuba. 20 de noviembre de 2001. Adhesión, entrada
en vigor 18 de febrero de 2002, con la siguiente reserva:

«La República de Cuba, de conformidad con el
apartado 2 del artículo 16, declara que no se con-
sidera vinculada por lo dispuesto en el apartado 1
del mencionado artículo, respecto de la solución
de controversias entre los Estados Partes, puesto
que considera que dichas controversias deben solu-
cionarse mediante acuerdo amistoso. De igual
manera, la República de Cuba reitera que no reco-
noce la jurisdicción obligatoria de la Corte Inter-
nacional de Justicia.»

Swazilandia. 17 de abril de 2003. Adhesión.
República de Corea. 14 de mayo de 2003. Adhesión.
Kuwait. 30 de junio de 2003. Adhesión.
Eslovenia. 18 de julio de 2003. Adhesión.

Protocolo para la Represión de Actos Ilícitos contra la
Seguridad de las Plataformas Fijas Emplazadas en
la Plataforma Continental. Roma, 10 de marzo
de 1988. «Boletín Oficial del Estado» de 24 de abril
de 1992.

Swazilandia. 17 de abril de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de junio de 2003.

Ecuador. 10 de marzo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 8 de junio de 2003.

Siria. 24 de marzo de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 22 de junio de 2003.

Costa Rica. 25 marzo 2003. Ratificación, entrada en
vigor 23 de junio de 2003.

República de Corea. 10 de junio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 8 de septiembre de 2003.

Protocolo de 1988 relativo al Convenio Internacional
sobre Líneas de Carga, 1966. Londres, 11 de noviem-
bre de 1988. «Boletín Oficial del Estado» número 233,
de 29 de septiembre de 1999.

Hungría. 17 de abril de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 17 de julio de 2003.

Jamaica. 2 de mayo de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 2 de agosto de 2003.

Protocolo de 1988 al Convenio Internacional para la
Seguridad de la Vida Humana en el Mar. Londres,
11 de noviembre de 1988. «Boletín Oficial del Estado»
número 234, de 30 septiembre de 1999.

Jamaica. 2 de mayo de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 2 de agosto de 2003.

Islas Cook. 30 de junio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 30 de septiembre de 2003.
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G.C CONTAMINACIÓN.

Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del
Mar por Vertimiento de Desechos y Otras Materias.
Londres, México, Moscú y Washington, 29 de diciem-
bre de 1972. «Boletín Oficial del Estado» de 10 de
noviembre de 1975.

Perú. 7 de mayo de 2003. Adhesión.

Protocolo de 1978 Relativo al Convenio Internacional
para Prevenir la Contaminación por los Buques, 1973.
Londres, 17 de febrero de 1978. «Boletín Oficial del
Estado» de 17 y 18 de octubre de 1984.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, aceptación
anexos facultativos III, IV y V, entrada en vigor 4 de
octubre de 2003.

India. 11 de junio de 2003. Aceptación anexos facul-
tativos III, IV y V, entrada en vigor 27 de septiembre
de 2003.

Convenio Internacional sobre Cooperación, Preparación
y Lucha contra la Contaminación por Hidrocarbu-
ros, 1990. Londres, 30 de noviembre de 1990. «Bo-
letín Oficial del Estado» número 133, de 5 de junio
de 1995.

Marruecos. 29 de abril de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 29 de julio de 2003.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 4 de octubre de 2003.

Polonia. 12 de junio de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 12 de septiembre de 2003.

Protocolo 1992 que enmienda el Convenio Internacional
sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos
a Contaminación por Hidrocarburos, 1969. Londres,
27 de noviembre de 1992. «Boletín Oficial del Estado»
número 225, de 20 de septiembre de 1995 y 24
de octubre de 1995.

República Árabe Siria. 14 de marzo de 2003. Adhe-
sión, entrada en vigor 14 de marzo de 2004.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 4 de julio de 2004.

Viet Nam. 17 de junio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 17 de junio de 2004.

Protocolo de 1992 que enmienda el Convenio Interna-
cional sobre la Constitución de un Fondo Internacional
de Indemnización de Daños Debidos a Contaminación
por Hidrocarburos, 1971. Londres, 27 de noviembre
de 1992. «Boletín Oficial del Estado» número 244,
de 11 de octubre de 1997.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 4 de julio de 2004.

G.D INVESTIGACIÓN OCEANOGRÁFICA.

G.E DERECHO PRIVADO.

Convenio para la Unificación de ciertas Reglas en materia
de Asistencia y Salvamento Marítimos. Seguido de
un Protocolo de Firma. Bruselas, 23 de septiembre
de 1910. «Gaceta de Madrid» de 13 de diciembre
de 1923.

Nueva Zelanda. 20 de mayo de 2003. Denuncia, con
efecto desde el 20 de mayo de 2004.

Convenio Internacional sobre Búsqueda y Salvamento
Marítimo. Hamburgo, 27 de abril de 1979. «Boletín
Oficial del Estado» de 30 de abril de 1993 y 21 de
septiembre de 1993.

Cabo Verde. 4 de julio de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 3 de agosto de 2003.

Albania. 19 de junio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 19 de julio de 2003.

República Árabe Siria. 18 de junio de 2003. Adhesión,
entrada en vigor 18 de julio de 2003.

H. AÉREOS

H.A GENERALES.
H.B NAVEGACIÓN Y TRANSPORTE.
H.C DERECHO PRIVADO.

I. COMUNICACIONES Y TRANSPORTES

I.A POSTALES

Actas aprobadas por el XIX Congreso de la Unión Postal
Universal. Hamburgo, 27 de julio de 1984. «Boletín
Oficial del Estado» de 23 de septiembre de 1987
al 7 de octubre de 1987.

República Árabe Siria. 1 de mayo de 2003. Ratifi-
cación del Tercer Protocolo Adicional a la Constitución
de la Unión Postal Universal.

I.B TELEGRÁFICOS Y RADIO.
I.C ESPACIALES.
I.D SATÉLITES.

Protocolo sobre Privilegios e Inmunidades de la Orga-
nización Europea para la Explotación de Satélites
Meteorológicos (EUMETSAT). Darmstadt, 1 de
diciembre de 1986. «Boletín Oficial del Estado» 21
de enero de 1992.

Grecia. 17 de septiembre de 2002. Adhesión. Entrada
en vigor 17 de octubre de 2002.

I.E CARRETERAS.

Convención sobre Circulación Vial. Ginebra, 19 de sep-
tiembre de 1949. «Boletín Oficial del Estado» 15 de
marzo de 1958.

Bostwana. 15 de mayo de 2003. Comunicación de
conformidad con el párrafo 3 del anexo 4 de la Con-
vención.

«El Gobierno de la República de Bostwana cam-
bia las letras distintivas “RB”, de conformidad con
el artículo 35(m) y párrafo 3 del anexo 4 de la
Convención, a una nueva designación “BW”.»

Convenio relativo al Contrato de Transporte Internacional
de Mercancías por Carretera (CMR). Ginebra 19 de
mayo de 1956. «Boletín Oficial del Estado» 7 de mayo
de 1974.

Chipre. 2 de julio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 30 de septiembre de 2003.

Protocolo al Convenio sobre el Contrato para Transporte
Internacional de Mercancías por Carretera (CMR).
Ginebra, 5 de julio de 1978. «Boletín Oficial del Esta-
do» 18 de diciembre de 1982.

Chipre. 2 de julio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 30 de septiembre de 2003.

I.F FERROCARRIL.
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J. ECONÓMICOS Y FINANCIEROS

J.A ECONÓMICOS.
J.B FINANCIEROS.

Convenio Internacional para la Represión de Falsificación
de Moneda y Protocolo. Ginebra, 20 de abril de 1929.
«Gaceta de Madrid», 8 de abril de 1931.

Luxemburgo. 14 de marzo de 2002. Ratificación,
entrada en vigor 12 de junio de 2002.

Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inver-
siones entre Estados y Nacionales de otros Estados.
Washington, 18 de marzo de 1965. «Boletín Oficial
del Estado» 13 de septiembre de 1994.

San Vicente y Granadinas. 16 de diciembre de 2002.
Ratificación, entrada en vigor 15 de enero de 2003.

Líbano. 26 de marzo de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 25 de abril de 2003.

J.C ADUANEROS Y COMERCIALES

Convenio Internacional para la Simplificación y Armo-
nización de los Regímenes Aduaneros y Anejos E.3.
y E.5. Kyoto, 18 de mayo de 1973. «Boletín Oficial
del Estado» 13 de mayo, 30 de junio y 19 de sep-
tiembre de 1980.

Lituania. 14 de febrero de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 14 de mayo de 2003, aceptación anexo E.3.,
con las siguientes reservas:

«Práctica recomendada 9: De conformidad con
la legislación de la República de Lituania, se exige
una garantía sea cual fuere la índole de la vigilancia
que se ejerza sobre el depósito aduanero.

Práctica recomendada 13: De conformidad con
la legislación de la República de Lituania, después
del almacenamiento en el depósito aduanero de
mercancías destinadas a ser exportadas, el reem-
bolso del IVA está sometido a ciertas restricciones.

Práctica recomendada 15: La legislación de la
República de Lituania no prevé el almacenamiento
en depósito aduanero de mercancías destinadas
a ser exportadas y que estén sujetas a derechos
e impuestos internos o que los hayan soportado.»

La Embajada de la República de Lituania en Bélgica
notificó al Secretario General, en una comunicación reci-
bida el 14 de febrero de 2003, que Lituania se ha adhe-
rido al Convenio citado en el epígrafe y ha aceptado
el anexo E.3, con las reservas siguientes:

«Norma 16: La legislación de la República de
Lituania no limita el período durante el que las mer-
cancías se sitúan en depósito aduanero; la Repú-
blica de Lituania se reserva, no obstante, el derecho
de limitar, en caso necesario, el período durante
el que algunas mercancías concretas pueden situar-
se en depósito aduanero, período que puede ser
inferior a un año.»

Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos
de Compraventa Internacional de Mercaderías. Viena,
11 de abril de 1980. «Boletín Oficial del Estado» 30
de enero de 1991.

Islandia. 12 de marzo de 2003. Declaración de con-
formidad con el párrafo 1 del artículo 49.

«De conformidad con el apartado 1 del artícu-
lo 94, la Convención no se aplicará a los contratos
de compraventa ni a su formación cuando las partes
tengan sus establecimientos en Dinamarca, Finlan-
dia, Islandia, Noruega o Suecia.»

Convenio relativo a la Importación Temporal. Estambul,
26 de junio de 1990. «Boletín Oficial del Estado»
número 246, de 14 de octubre de 1997.

Rumanía. 26 de noviembre de 2002. Adhesión, entra-
da en vigor 26 de febrero de 2003 y ha aceptado todos
los anexos con las reservas siguientes:

1. De conformidad con el apartado 1 del artículo
18 del anexo A [relativo a los títulos de importación
temporal (cuadernos ATA y cuadernos CPD)], la acep-
tación de los cuadernos ATA para el tráfico postal no
estará cubierta por la legislación rumana;

2. De conformidad con el artículo 7.b) del anexo
B.3 (relativo a los contenedores, paletas, embalajes y
otras mercancías importadas en el marco de una ope-
ración comercial) podrá exigirse en virtud de la legis-
lación rumana, en ciertos casos, la presentación de un
documento aduanero, así como una garantía para los
contenedores, paletas y embalajes;

3. De conformidad con el artículo 6 del anexo B.5
(relativo a las mercancías importadas con un fin edu-
cativo, científico o cultural), por lo que respecta al mate-
rial científico y pedagógico, la legislación rumana prevé
que dicho material debe someterse a las formalidades
aduaneras a que sean aplicables los acuerdos relativos
a la importación temporal;

4. De conformidad con el artículo 10.b) del anexo C
(relativo a los medios de transporte), por lo que respecta
a los vehículos de carretera dotados de motor para uso
comercial y los medios de transporte para uso privado,
la legislación rumana prevé que podrán exigirse un docu-
mento aduanero y, en su caso, una garantía;

5. De conformidad con el artículo 9 del anexo E
(relativo a las mercancías importadas con suspensión
parcial de los derechos e impuestos de importación),
por lo que respecta a la suspensión parcial de los dere-
chos de importación, la legislación rumana prevé la sus-
pensión parcial de los derechos aduaneros pero no la
suspensión parcial de otros derechos e impuestos de
importación (como el IVA y los impuestos especiales).

Bulgaria. 11 de marzo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 11 de junio de 2003 y ha aceptado todos los
anexos con las reservas siguientes:

1. Por lo que respecta al artículo 18.1 del anexo A
relativo a los títulos de importación temporal (cuadernos
ATA y cuadernos CPD):

«La República de Bulgaria declara que solamente
aceptará los cuadernos ATA para el tráfico postal.»

2. Por lo que respecta al artículo 5.1 del anexo B.3
relativo a los contenedores, paletas, embalajes y otras
mercancías importadas en el marco de una operación
comercial:

«La República de Bulgaria declara que, en algu-
nas circunstancias, exigirá que se presente un docu-
mento aduanero y que se proporcione una garantía
por los contenedores, paletas y embalajes.»
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3. Por lo que respecta al artículo 4 del anexo B.5
relativo a las mercancías importadas con un fin edu-
cativo, científico o cultural:

«Cuando se trate de material científico y peda-
gógico, la República de Bulgaria expresa que ese
material deberá ser sometido a las formalidades
aduaneras habituales para que le sean aplicables
los acuerdos relativos a la importación temporal.»

4. Por lo que respecta al artículo 6 del anexo C
relativo a los medios de transporte: «Cuando se trate
de vehículos de carretera dotados de motor para uso
comercial y de medios de transporte para uso privado,
la República de Bulgaria especifica que en ciertos casos
podrá exigirse un documento aduanero y, en su caso,
una garantía».

Cuarto Protocolo Anejo al Acuerdo General sobre el
Comercio de Servicios. Ginebra, 15 de abril de 1997.
«Boletín Oficial del Estado» número 48, de 25 de
febrero de 1998.

Papúa Nueva Guinea. 11 de abril de 2002. Acep-
tación, entrada en vigor 5 de junio de 2002.

Quinto Protocolo anexo al Acuerdo General sobre el
Comercio de Servicios. Ginebra, 27 de febrero de
1998. «Boletín Oficial del Estado» número 68, de 20
de marzo de 1999.

Uruguay. 6 de junio de 2003. Aceptación.
República Dominicana. 17 de junio de 2003. Acep-

tación.

J.D MATERIAS PRIMAS

Mandato del Grupo Internacional de Estudios sobre el
Cobre, adoptado por la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Cobre. Ginebra, 24 de febrero de
1989. «Boletín Oficial del Estado» 14 de febrero y
24 de junio de 1992, 18 de junio de 1994.

Indonesia. 31 de julio de 2003. Retirada con efecto
desde el 29 de septiembre de 2003.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
22 de julio de 2003. Retirada con efecto desde el 20
de septiembre de 2003.

Convenio sobre Ayuda Alimentaria, 1999. Londres, 13
de abril de 1999. «Boletín Oficial del Estado» número
41, de 16 de febrero de 2001.

Extensión del Convenio hasta el 30 de junio de de
2005.

En la 88 sesión celebrada en Londres del 23 al 24
de junio de 2003, el Comité de la Ayuda Alimentaria
de conformidad con el artículo XXV(b) del Convenio, deci-
de prorrogar el presente Convenio hasta el 30 de junio
de 2005, con efecto desde el 1 de de julio de 2003.

Convenio Internacional del Café de 2001 (Resolución
número 393). Aplicación provisional. Londres, 28 de
septiembre de 2000. «Boletín Oficial del Estado»
número 296, de 11 de diciembre de 2001.

Guinea. 21 de mayo de 2003. Adhesión.
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.

2 de junio de 2003. Ratificación y aplicación territorial
a la Bailiwick de Jersey y Santa Helena.

Togo. 9 de mayo de 2003. Adhesión.
Etiopía. 16 de abril de 2003. Ratificación.
Portugal. 21 de mayo de 2003. Ratificación.

K. AGRÍCOLAS Y PESQUEROS

K.A AGRÍCOLAS

K.B PESQUEROS

Convenio Internacional para la Regulación de la Pesca
de la Ballena. Washington, 2 de diciembre de 1946.
Y Protocolo de 10 de noviembre de 1956. «Boletín
Oficial del Estado» 22 de agosto de 1980 y 23 de
abril de 1981.

Australia. 5 de febrero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

La Embajada de Australia (en lo sucesivo denominada
la «Embajada») presenta sus saludos al Departamento
de Estado de los Estados Unidos de América (en lo suce-
sivo denominado el «Departamento de Estado») y hace
referencia a un instrumento de adhesión al Convenio
Internacional para la Regulación de la Pesca de la Ballena
(el Convenio), de 1946, depositado por la República de
Islandia el 10 de octubre de 2002.

El Gobierno de Australia (en lo sucesivo denominado
«Australia») toma nota de que el instrumento de adhesión
incluye una reserva al apartado 10.e) del anexo al Con-
venio. Australia considera que no es admisible dicha
reserva, por ser incompatible con el objeto y la finalidad
del Convenio. Ello no impedirá la entrada en vigor del
Convenio entre Australia e Islandia.

La postura de Australia a este respecto se entenderá
sin perjuicio de cualquier resolución futura de la Comi-
sión Ballenera Internacional sobre la situación de Islandia
en relación con el Convenio.

Brasil. 31 de enero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

La Embajada de Brasil presenta sus saludos al Depar-
tamento de Estado y tiene el honor de acusar recibo
de la circular del Departamento, de 18 de octubre de
2002, por la que se informaba a los Gobiernos con-
tratantes del Convenio Internacional para la Regulación
de la Pesca de la Ballena del depósito por parte de Islan-
dia, el 10 de octubre de 2002, de su instrumento de
ratificación del Convenio, con una reserva al apartado
10.e) del anexo al Convenio.

A esté respecto, la Embajada de Brasil desea mani-
festar la oposición del Gobierno de su país a dicha reserva
del Gobierno de Islandia.

Suecia. 26 de noviembre de 2002. Objeción a la reser-
va formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

Sin perjuicio de cualquier resolución futura por parte
de la Comisión Ballenera Internacional (CBI) sobre la
situación de Islandia en relación con la CBI y sin perjuicio
de la postura que Suecia pueda asumir en el proceso
relativo a la adopción de dicha resolución, Suecia pre-
senta la siguiente objeción.

El Gobierno de Suecia ha examinado la reserva for-
mulada el 10 de octubre de 2002 por el Gobierno de
la República de Islandia en el momento del depósito
de su instrumento de adhesión al Convenio Internacional
para la Regulación de la Pesca de la Ballena, hecho en
Washington el 2 de diciembre de 1946. En opinión del
Gobierno de Suecia, la reserva al apartado 10.e) del
anexo al Convenio puede plantear serias dudas en cuanto
al compromiso de la República de Islandia con el objeto
y fin del Convenio.

El respeto al objeto y el fin de los tratados por todos
los que elijan ser partes en los mismos redunda en interés
de todos los Estados. Según el derecho consuetudinario
codificado en la Convención de Viena sobre el Derecho
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de los Tratados, no se admitirá ninguna reserva que sea
incompatible con el objeto y el fin de un tratado.

Por ello, el Gobierno de Suecia formula una objeción
a la mencionada reserva del Gobierno de la República
de Islandia. Dicha objeción no impedirá la entrada en
vigor del Convenio entre Islandia y Suecia. El Convenio
entrará en vigor en su integridad, sin que Islandia pueda
beneficiarse de la reserva formulada.

Argentina. 6 de febrero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

La Embajada de la República Argentina presenta sus
saludos al Departamento de Estado, en su calidad de
depositario del Convenio Internacional para la Regula-
ción de la Pesca de la Ballena, hecho el 2 de diciembre
de 1946, y hace referencia a la notificación del depo-
sitario, de fecha 18 de octubre de 2002, por la que
se informaba a los Gobiernos interesados en este Con-
venio del depósito por la República de Islandia, el 10
de octubre de 2002, de un instrumento de adhesión
al Convenio y al Protocolo del Convenio, en el que se
incluye una reserva al apartado 10.e) del anexo al Con-
venio.

El Gobierno de la República Argentina presenta una
objeción formal a dicha reserva formulada por el Gobier-
no de Islandia respecto del apartado 10.e) del anexo
al Convenio. El Gobierno de la República Argentina soli-
cita al depositario que informe de dicha objeción a todos
los Gobiernos interesados en el Convenio y a la Secretaría
de la Comisión Ballenera Internacional.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
5 de diciembre de 2002. Objeción a la reserva formulada
por Islandia en el momento de la adhesión:

Tengo el honor de hacer referencia a su nota di-
plomática de 18 de octubre de 2002 por la que se
informaba a los Gobiernos interesados en el Convenio
Internacional para la Regulación de la Pesca de la Ballena
(«el Convenio») del depósito por parte de Islandia, el 10
de octubre de 2002, de un instrumento de adhesión
a dicho Convenio y a su Protocolo.

El Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda
del Norte toma nota de que dicho instrumento contiene
una reserva al apartado 10.e) del anexo al Convenio.

El Gobierno del Reino Unido presenta una objeción
a la reserva formulada por el Gobierno de la República
de Islandia respecto del apartado 10.e) del anexo al
Convenio.

España. 4 de febrero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

El Gobierno del Reino de España ha examinado la
reserva al apartado 10.e) del anexo al Convenio Inter-
nacional para la Regulación de la Pesca de la Ballena,
incluida en el instrumento de adhesión a dicho Convenio,
depositado por el Gobierno de Islandia el 10 de octubre
de 2002.

El Gobierno del Reino de España considera que la
reserva no es compatible con el objeto y el fin del
Convenio, y por ello presenta una objeción a la reserva
formulada por el Gobierno de la República de Islandia
respecto del apartado 10.e) del anexo al Convenio.

Dicha objeción no impedirá la entrada en vigor del
Convenio entre Islandia y España.

San Marino. 13 de marzo de 2003. Objeción a la
reserva formulada por Islandia en el momento de la
adhesión:

El Gobierno de la República de San Marino presenta
una objeción formal a la reserva formulada por el Gobier-

no de Islandia, por creer firmemente que el apartado
10.e) es un elemento fundamental para la aplicación
del Convenio.

Perú. 5 de marzo de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

La Embajada de Perú ante los Estados Unidos de
América presenta sus saludos al Departamento de Esta-
do y tiene el honor de referirse a la adhesión de Islandia
al Convenio Internacional para la Regulación de la Pesca
de la Ballena, depositada en de octubre de 2002. La
Embajada de Perú ante los Estados Unidos de América
toma nota de que el instrumento contiene una reserva
al apartado 10.e) del anexo al Convenio, reserva a la
que el Gobierno de Perú formula una objeción.

Países Bajos. 12 de febrero de 2003. Objeción a la
reserva formulada por Islandia en el momento de la
adhesión:

El Gobierno del Reino de los Países Bajos toma nota
de que el instrumento de adhesión depositado por el
Gobierno de Islandia el 10 de octubre de 2002, en rela-
ción con el Convenio Internacional para la Regulación
de la Pesca de la Ballena, hecho en Washington el 2
de diciembre de 1946, contiene una reserva al apartado
10.e) del anexo al Convenio. El Gobierno del Reino de
los Países Bajos observa que el apartado 10.e) al que
Islandia formula una reserva se refiere a la moratoria
a la pesca de la ballena con fines comerciales, aspecto
fundamental e inveterado del régimen para gestionar
la pesca de la ballena, en opinión del Gobierno del Reino
de los Países Bajos, y que contó además con el apoyo
de la de mayoría de los miembros de la CBI cuando
la medida se adoptó en 1982. El Gobierno del Reino
de los Países Bajos formula, por lo tanto, una objeción
a dicha reserva del Gobierno de Islandia al Convenio
Internacional para la Regulación de la Pesca de la Balle-
na. La citada objeción no impedirá la entrada en vigor
del Convenio entre el Reino de los Países Bajos e Islandia.

Mónaco. 13 de febrero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

El Gobierno Principesco ha tomado buena nota de
que el instrumento de adhesión de Islandia contiene una
reserva con respecto al apartado 10.e) del anexo a dicho
Convenio. El Gobierno Principesco estima que el apar-
tado 10.e) del anexo es uno de los elementos funda-
mentales de aplicación del Convenio sobre la Comisión
Ballenera Internacional y que, por ese motivo, el Prin-
cipado de Mónaco se opone a la reserva formulada por
Islandia.

México, 10 de febrero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión:

El Gobierno de México ha examinado la reserva del
Gobierno de Islandia y ha decidido que es incompatible
con el objeto y el fin del Convenio.

México considera una cuestión de principio que los
Estados Contratantes en el Convenio no permitan que
un Estado denuncie el mismo para luego volver a adhe-
rirse con el único propósito de formular una reserva que
no se haya presentado como objeción a la enmienda
correspondiente del anexo dentro del plazo establecido,
o que sea manifiestamente incompatible con el objeto
y fin del Convenio. Semejante actuación supone un pre-
cedente negativo para la integridad del Convenio y es
incompatible con el derecho de los tratados. En este
caso, la moratoria sobre la pesca de la ballena con fines
comerciales establecida por el apartado 10.e) del anexo
al Convenio se adoptó en 1982 y el Gobierno de Islandia
no formuló objeción alguna dentro del plazo establecido.
Por esta razón, y en opinión de México, la forma en
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que se ha formulado la reserva tiene como único objeto
soslayar las disposiciones y procedimientos aplicables
del Convenio.

Además, el Gobierno de México considera que la
reserva formulada por Islandia constituye precisamente
la misma objeción a la moratoria sobre la pesca de la
ballena con fines comerciales que México ha conside-
rado inaceptable en ocasiones precedentes, cuando
Islandia intentó adherirse al Convenio, y que la mayoría
de la Comisión rechazó durante las reuniones anuales
celebradas en Londres (2001) y en Shimonoseki (2002).

Por todo ello, el Gobierno de México desea que quede
constancia formal de su objeción a la reserva formulada
por Islandia. En este sentido, por lo que respecta a Méxi-
co, no se considerará a Islandia, en virtud de su reserva,
como Parte en el Convenio ni como miembro de la Comi-
sión Ballenera Internacional (CBI).

El Gobierno de México desea asimismo hacer constar
ante el Gobierno depositario del Convenio su enérgica
objeción al procedimiento seguido en la quinta reunión
extraordinaria de la CBI, celebrada en Cambridge el 14
de octubre de 2002. Los procedimientos, manifiesta-
mente ilegales, seguidos en la votación que se celebró
en la reunión tuvieron como consecuencia:

a) que un Estado observador, sin derecho de voto,
participase en el procedimiento de votación, y

b) que el «voto» de dicho Estado observador, que
no gozaba de derecho de voto, fuese decisivo para esta-
blecer su supuesto derecho de participar en el proceso
de toma de decisiones y, por consiguiente, en la «vo-
tación» de su propia candidatura. Debe subrayarse que
del resultado final de la votación se desprendía que, si
Islandia no hubiese participado ilegalmente en la misma,
no habría sido aceptada como Parte en el Convenio.

De acuerdo con lo manifestado por el Comisario
Suplente de México en el momento de la votación, con
el fin de que constase en acta, el Gobierno de México
no reconoce, por todo lo expuesto, la legalidad del pro-
cedimiento de votación seguido durante la reunión
extraordinaria de la CBI y México no reconocerá como
válido ningún voto emitido por Islandia en las reuniones
futuras de la Comisión.

Italia, 6 de diciembre de 2002. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión.

La Embajada de Italia presenta sus saludos al Depar-
tamento de Estado y, en relación con la reserva formu-
lada por Islandia el 10 de octubre de 2002, con ocasión
del depósito de su instrumento de adhesión al Convenio
Internacional para la Regulación de la Pesca de la Balle-
na, tiene el honor de comunicar lo siguiente:

El Gobierno de Italia desea dejar constancia formal
de su objeción a una reserva que Italia considera ina-
ceptable. A este respecto, la postura mantenida por Italia
es que, en virtud de su reserva, Islandia no puede ser
considerada parte en el Convenio ni miembro de la BCI.
Cuando se adoptó el apartado 10.e) del anexo (1982),
Islandia era parte en el Convenio y no formuló objeción
alguna al mismo, como podría haberlo hecho en el plazo
de noventa días y de acuerdo con el procedimiento esta-
blecido en el artículo V, apartado 3, del mismo Convenio.
La formulación de una reserva al apartado 10.e) con
ocasión de una nueva adhesión al Convenio Internacional
para la Regulación de la Pesca de la Ballena, tras una
retirada previa (1992), no es sino una forma de eludir
las disposiciones y procedimientos aplicables de dicho

Convenio. Por ello, la reserva de Islandia es incompatible
con el objeto y el fin del Convenio, que sólo permite
las objeciones al anexo formuladas dentro del plazo
previsto.

Italia señala que el 14 de octubre de 2002, en la
quinta reunión extraordinaria de la CBI, tras una serie
de votaciones en cuanto al procedimiento, la CBI acordó
por 19 votos a favor y 18 en contra (entre ellos, el de
Italia) que Islandia es miembro de la CBI. No obstante,
Italia no puede aceptar la legalidad del procedimiento
de votación, pues se permitió a Islandia, el mismo Estado
cuya participación en la CBI se cuestionaba, participar
en la votación y emitir una serie de votos decisivos.

Alemania. 3 de febrero de 2003. Objeción a la reserva
formulada por Islandia en el momento de la adhesión.

La Embajada de la República Federal de Alemania
presenta sus saludos al Departamento de Estado de los
Estados Unidos y, en relación con la notificación de depo-
sitario de 18 de octubre de 2002, presenta una objeción
a la reserva al apartado 10.e) del anexo al Convenio
Internacional para la Regulación de la Pesca de la Balle-
na, Washington, 2 de diciembre de 1946, formulada
por el Gobierno de la República de Islandia en el momen-
to de su adhesión al Convenio.

La objeción es del tenor siguiente: «El Gobierno de
la República Federal de Alemania ha examinado la reser-
va al apartado 10.e) del anexo al Convenio Internacional
para la Regulación de la Pesca de la Ballena formulada
por el Gobierno de la República de Islandia en el momen-
to de su adhesión al Convenio. El Gobierno de la Repú-
blica Federal de Alemania considera que la moratoria
a la pesca de la ballena con fines comerciales que esta-
blece el apartado 10.e) del anexo al Convenio es un
aspecto fundamental e inveterado del régimen para la
gestión de la pesca de la ballena. La moratoria es, por
lo tanto, una parte esencial del Convenio.

Por esa razón, el Gobierno de la República Federal
de Alemania es de la opinión de que la reserva relativa
a la moratoria suscita dudas en cuanto al pleno com-
promiso de la República de Islandia con el objeto y fin
del Convenio.

El Gobierno de la República Federal de Alemania pre-
senta por ello, una objeción a la reserva formulada por
la República de Islandia.

Dicha objeción no impedirá la entrada en vigor del
Convenio entre la República Federal de Alemania y la
República de Islandia».

Francia. 13 de diciembre de 2002. Objeción a la reser-
va formulada por Islandia en el momento de la adhesión.

El Ministerio de Asuntos Exteriores presenta sus salu-
dos a la Embajada de los Estados Unidos de América
y, en relación con la circular del Departamento de Estado
de 18 de octubre de 2002, en la que se informaba a
los Estados miembros en el Convenio Internacional para
la Regulación de la Pesca de la Ballena (el Convenio)
del depósito por Islandia, el 10 de octubre de 2002,
de un instrumento de adhesión, tiene el honor de comu-
nicar lo siguiente:

Francia toma nota de que el instrumento de adhesión
islandés contiene una reserva relativa al artículo 10.e)
del anexo al Convenio. Tal como lo anunció entre los
períodos de sesiones de la Comisión Ballenera Interna-
cional, en Cambridge, el 14 de octubre de 2002, Francia
presenta una objeción formal a esa reserva.
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K.C PROTECCIÓN DE ANIMALES Y PLANTAS

Convenio sobre el Comercio Internacional de Especies
Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres. Washington,
3 de marzo de 1973. «Boletín Oficial del Estado»
de 30 de julio de 1986 y de 24 de noviembre de
1987.

Irlanda. 31 de octubre de 2002. La República de Irlan-
da formula de conformidad con el artículo XVI, párra-
fo 2, de la CITES una reserva contra la inclusión de:

Vulpes vulpes pusilla,
Vulpes vulpes griffithi,
Vulpes vulpes montana,
Mustela erminea ferghanae,
Mustela altaica,
Mustela kathiah,
Mustela sibirica,

del Anejo III de la Convención.

En relación con las modificaciones de los apén-
dices I y II aprobados en la 12.a reunión celebrada en
Santiago de Chile el 15 noviembre 2002, hay una correc-
ción del depositario de la Convención relativa a las reser-
vas formuladas por Filipinas y Noruega (publicado en
el «Boletín Oficial del Estado» número 111, de 9 de
mayo de 2003, pág. 17638, columna derecha:

Parte Fecha Especies Anexo

República
de Filipinas.

11/02/03. Ara Couloni. I
Amazona ochrocepha-

la auropalliatea.
I

Amazona ochrocepha-
la oratrix.

I

Amazona ochrocepha-
la parvipes.

I

Amazona ochrocepha-
la tresmarine.

I

Corrección 1: debía suprimirse la mención suplemen-
taria de la especie «Amazona ochrocephala ochrocep-
hala».

Parte Fecha Especies Anexo

Reino
de Noruega.

12/02/03. Rhincodon typus. II
Cetorhimus maximus. II
Hippocampus spp. II

Al depositar su reserva, el Reino de Noruego hizo
la siguiente declaración

«Sin embargo, entendemos que Cetorhinus
maximus y, en particular, Hippocampus spp. puede
beneficiarse de la inclusión en el anexo II. Por lo
tanto, Noruega puede reconsiderar su reserva cuan-
do se adopten los nuevos criterios CITES y cuando
la FAO haya terminado su trabajo relativo a la rela-
ción y cooperación entre CITES y las organizaciones
regionales de pesquerías.»

Corrección 2: Hay que reemplazar en esta declaración
la especie «Cetorhinus maximus» por la especie «Rhin-
codon typus», de modo que la declaración quede redac-
tada como sigue:

«Sin embargo, entendemos que Rhincodon
typus y, en particular, Hippocampus spp. puede
beneficiarse de la inclusión en el Anexo II. Por lo

tanto, Noruega puede reconsiderar su reserva cuan-
do se adopten los nuevos criterios CITES y cuando
la FAO haya terminado su trabajo relativo a la rela-
ción y cooperación entre CITES y las organizaciones
regionales de pesquerías.»

Albania. 27 de junio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor el 25 de septiembre de 2003.

Convención sobre la Conservación de las Especies Migra-
torias de Animales Silvestres. Bonn 23 de junio de
1979. «Boletín Oficial del Estado» de 29 de octubre
de 1989.

Belarus. 28 de abril de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 1 de septiembre de 2003.

Costa de Marfil. 7 de enero de 2003. Ratificación,
entrada en vigor 1 de julio de 2003.

Convenio Europeo sobre Protección de los Animales Ver-
tebrados Utilizados con Fines Experimentales y otros
Fines Científicos (N.o 123 del Consejo de Europa).
Estrasburgo, 18 de marzo de 1986. «Boletín Oficial
del Estado» de 25 de octubre de 1990.

República Checa. 20 de marzo de 2003. Ratificación,
entrada en vigor 1 de octubre de 2003, con la siguiente
reserva:

Por lo que respecta al artículo 15 del Convenio, la
República Checa declara que siempre que se cumplan
los requisitos de registro de establecimientos de cría
y proveedores no se designará a ninguna persona como
responsable del cuidado de los animales.

Acuerdo sobre la Conservación de las Aves Acuáticas
Migratorias Afroeuroasiáticas. La Haya, 15 de agosto
de 1996. «Boletín Oficial del Estado» número 296
de 11 de de diciembre 2001.

Hungría. 17 de diciembre de 2002. Adhesión, entrada
en vigor 1 de marzo de 2003 con la siguiente reserva:

«... Reserva al punto 4.1.4, del anexo 3 (Plan
de acción) del Acuerdo:

La República de Hungría se reserva el derecho
de eliminar la utilización de proyectiles de plomo
para la caza en los humedales hasta el 15 de agosto
de 2005.»

L. INDUSTRIALES Y TÉCNICOS

L.A INDUSTRIALES.
L.B ENERGÍA Y NUCLEARES

Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades del Organismo
Internacional de Energía Atómica. Viena, 1 de julio
de 1959. «Boletín Oficial del Estado» de 7 de julio
de 1984.

República Democrática del Congo. 9 de abril de 2003.
Aceptación.

Albania. 10 de abril de 2003. Aceptación.
Benin. 30 de enero de 2003. Aceptación.

Convención sobre Protección Física de los Materiales
Nucleares. Viena y Nueva York, 26 de octubre de
1979. «Boletín Oficial del Estado» de 25 de octubre
de 1991.

Swazilandia. 17 de abril de 2003. Adhesión, entrada
en vigor el 17 de mayo de 2003.
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Colombia. 28 de marzo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 27 de abril de 2003.

Seychelles. 13 de agosto de 2003. Adhesión, entrada
en vigor el 12 de septiembre de 2003.

Omán. 11 de junio de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 11 de julio de 2003, con las siguientes reservas:

«1. Reserva con respecto al párrafo 4 del ar-
tículo 8, cuyo texto estipula que ‘‘un Estado Parte
que intervenga en el transporte nuclear internacio-
nal en tanto que Estado exportador o Estado impor-
tador de los materiales nucleares, puede establecer
su jurisdicción, en términos compatibles con el
derecho internacional, sobre los delitos enumera-
dos en el artículo 7’’.

2. De conformidad con el párrafo 3 del artículo
17 de la Convención, la Sultanía de Omán no se
considera obligada por los procedimientos para la
solución de controversias estipulados en el párra-
fo 2 del artículo 17.»

A petición de la Secretaría, la Sultanía de Omán ha
enviado la siguiente explicación del carácter de la reserva
formulada con respecto al párrafo 4 del artículo 8:

«La Sultanía de Omán ha formulado la reserva
al párrafo 4 del artículo 8 de la Convención por
ser incompatible con el principio de soberanía de
le jurisdicción nacional y con los principios del dere-
cho internacional. Esto es así porque permite al
Estado exportador o Estado importador que inter-
viene en el transporte nuclear internacional esta-
blecer su jurisdicción sobre delitos cometidos fuera
de su territorio.»

Convención sobre la Pronta Notificación de Accidentes
Nucleares. Viena, 26 de septiembre de 1986. «Boletín
Oficial del Estado» de 31 de octubre de 1989.

Kuwait. 13 de mayo de 2003. Adhesión, entrada en
vigor 13 de junio de 2003.

Colombia. 28 de marzo de 2003. Adhesión, entrada
en vigor 28 abril 2003.

Convención sobre Asistencia en Caso de Accidente
Nuclear o Emergencia Radiológica. Viena, 26 de sep-
tiembre de 1986. «Boletín Oficial del Estado» de 31
de octubre de 1989.

Kuwait. 13 de mayo de 2003. Adhesión, entrada en
vigor el 13 de junio de 2003.

Albania. 30 de abril de 2003. Adhesión, entrada en
vigor el 31 de mayo de 2003.

Tratado de la Carta de la Energía. Lisboa, 17 de diciembre
de 1994. «Boletín Oficial del Estado» de 17 de mayo
de 1995 y número 65 de 17 de marzo de 1998.

Japón. 23 de julio de 2002. Ratificación, entrada en
vigor el 21 de octubre de 2002, con la siguiente decla-
ración:

En el momento del depósito del instrumento de rati-
ficación, Japón ha declarado, de conformidad con los
artículos 6 (2) (ii) de las Enmiendas de las disposiciones
comerciales del Tratado de la Carta de la Energía, que
no puede aceptar la aplicación provisional de dichas
enmiendas.

Convención conjunta sobre Seguridad en la Gestión del
Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión
de Desechos Radiactivos. Viena, 5 de septiembre de
1997. «Boletín Oficial del Estado» número 97, de 23
de abril de 2001.

Estados Unidos de América. 15 de abril de 2003.
Ratificación, entrada en vigor el 14 de julio de 2003.

Australia. 5 de agosto de 2003. Ratificación, entrada
en vigor 3 de noviembre de 2003.

L.C TÉCNICOS.

Acuerdo relativo al Cumplimiento de Condiciones Uni-
formes de Homologación y al Reconocimiento Recí-
proco de la Homologación de Equipos y Piezas de
Vehículos de Motor. Ginebra, 20 de marzo de 1958.
«Boletín Oficial del Estado» de 3 de enero de 1962.

Países Bajos. 30 de abril de 2003. Aplicación terri-
torial respecto a las Antillas Neerlandesas.

Reglamento n.o 8 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de proyectores para vehículos
automóviles que emitan un haz de cruce asimétrico
y/o un haz de carretera y equipos de lámparas haló-
genas (lámparas h) y a la homologación de lámparas
h. (incluye las enmiendas de 25 de agosto de 1970,
6 de diciembre de 1973 y 12 de mayo de 1977),
anejo al Acuerdo relativo al cumplimiento de con-
diciones uniformes de homologación y reconocimien-
to recíproco de la homologación de equipos y piezas
de vehículos de motor. «Boletín Oficial del Estado»
de 19 de mayo de 1982.

Belarus. 3 de julio de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 20 anejo al acuerdo relativo al cum-
plimiento de condiciones uniformes de homologación
y al reconocimiento recíproco de la homologación
de equipos y piezas de vehículos de motor. Ginebra,
20 de marzo de 1958. «Boletín Oficial del Estado»
de 28 de junio de 1974.

Belarus. 3 de julio de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 22 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de cascos de protección para
conductores y pasajeros de motociclos aneja al acuer-
do relativo al cumplimiento de condiciones uniformes
de homologación y al reconocimiento recíproco de
la homologación de equipos y piezas de vehículos
de motor. Ginebra, 20 de marzo de 1958. «Boletín
Oficial del Estado» de 21 de enero de 1977.

Belarus. 3 de julio de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 30 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de los neumáticos para auto-
móviles y sus remolques anejo al acuerdo de Ginebra
de 20 de marzo de 1958. «Boletín Oficial del Estado»
de 7 de octubre de 1983.

Japón. 1 de mayo de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 49 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de motores Diesel y a los
vehículos que los montan, en lo relativo a las emi-
siones de gases contaminantes por ellos producidos,
anejo al Acuerdo de Ginebra de 20 de marzo de 1958,
relativo al cumplimiento de condiciones uniformes de
homologaciones y reconocimientos recíprocos de la
homologación de equipos y piezas de vehículos de
motor. Ginebra, 15 de abril de 1982. «Boletín Oficial
del Estado» número 90, de 3 de abril de 1997.

Turquía.14 de julio de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 54 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de los neumáticos para vehícu-
los industriales y sus remolques, anejo al Acuerdo
de Ginebra de 20 de marzo de 1958. «Boletín Oficial
del Estado» de 15 de julio de 1987.

Japón. 1 de mayo de 2003. Aplicación.



BOE núm. 253 Miércoles 22 octubre 2003 37775

Reglamento n.o 65 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de luces especiales de aviso
para automóviles, anejo al Acuerdo de Ginebra
de 20 de marzo de 1958, relativo al cumplimiento
de condiciones uniformes de homologación y reco-
nocimiento recíproco.

Belarús, 3 de julio de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 83 sobre reglas uniformes para homo-
logación de vehículos respecto a la emisión de con-
taminantes gaseosos por el motor y de condiciones
de combustible del motor, anejo al Acuerdo de Gine-
bra de 20 de marzo de 1958, relativo al cumplimiento
de condiciones uniformes de homologación y reco-
nocimiento recíproco de la homologación de equipos
y piezas de vehículos de motor. «Boletín Oficial del
Estado» de 11 de septiembre de 1991.

Turquía, 14 de julio de 2003. Aplicación.

Reglamento n.o 85 sobre prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de motores de combustión
interna concebidos para la propulsión de vehículos
de motor de categorías M y N en lo que respecta
a la medición de la potencia neta, anejo al acuerdo
de Ginebra de 20 de marzo de 1958, relativo al cum-
plimiento de condiciones uniformes de homologación
y reconocimiento recíproco de homologación de equi-
pos y piezas de vehículos de motor. «Boletín Oficial
del Estado» de 25 de enero de 1995.

Belarús. 3 de julio de 2003. Aplicación.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 3 de octubre de 2003.—El Secretario General

Técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE FOMENTO

19457 REAL DECRETO 1271/2003, de 10 de octu-
bre, por el que se aprueban los Estatutos del
Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales
y Puertos.

El Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puer-
tos se constituyó en el año 1953, mediante Decreto
de 26 de junio, como una corporación de interés público
con personalidad jurídica plena, y en 1954 se aprobaron
sus primeros Estatutos mediante Orden del Ministerio
de Obras Públicas, de 22 de diciembre. Posteriormente,
el Real Decreto 2486/1979, de 21 de septiembre, apro-
bó los Estatutos del Colegio de Ingenieros de Cami-
nos, Canales y Puertos, vigentes en la actualidad,
con las modificaciones operadas por el Real Decre-
to 1111/1999, de 25 de junio, para adaptarlos a la
Ley 7/1997, de 14 de abril, sobre medidas liberaliza-
doras en materia de suelo y de colegios profesionales.

Desde 1979 se han producido cambios notables, tan-
to en el ejercicio de la profesión como en los condi-
cionantes de la actuación de los colegiados. Así, ha varia-
do el entorno jurídico y económico, tanto interno como
externo, y se viene produciendo la incorporación al cole-
gio de nuevos profesionales, tanto de la Unión Europea
como de terceros países que, previo reconocimiento u
homologación de sus titulaciones, ejercen dicha profe-
sión en España. Ello justifica la reforma de los estatutos
vigentes.

Los nuevos estatutos se acomodan a las prescrip-
ciones de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios
Profesionales, modificada por la Ley 74/1978, de 26
de diciembre, a las de la Ley 7/1997, de 14 de abril,
de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de cole-
gios profesionales, a las del Real Decreto Ley 6/1999,
de 16 de abril, de medidas urgentes de liberalización
e incremento de la competencia, y, finalmente, a las
del Real Decreto Ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas
urgentes de intensificación de la competencia en mer-
cados de bienes y servicios.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en
el artículo 6.2 y 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero,
de Colegios Profesionales, a propuesta del Ministro de
Fomento, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 10 de octubre de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único. Aprobación de los Estatutos.

Se aprueban los Estatutos del Colegio de Ingenieros
de Caminos, Canales y Puertos que se insertan a con-
tinuación de este real decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual
o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real
decreto y, en particular, el Real Decreto 2486/1979,
de 21 de septiembre, por el que se aprueban los Esta-
tutos del Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales
y Puertos, y el Real Decreto 1111/1999, de 25 de ju-
nio, por el que se modifica el Real Decreto 2486/1979,
de 21 de septiembre, por el que se aprueban los Esta-
tutos del Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales
y Puertos.

Disposición final primera. Salvaguarda de competen-
cias.

Lo dispuesto en este real decreto se entiende sin
perjuicio de que las comunidades autónomas, al amparo
de las competencias que tienen atribuidas en materia
de colegios profesionales, puedan constituir en sus res-
pectivos territorios colegios de ingenieros de caminos,
canales y puertos, así como, en su caso, consejos auto-
nómicos.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto y los estatutos por él apro-
bados entrarán en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 10 de octubre de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Fomento,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

ESTATUTOS DEL COLEGIO DE INGENIEROS
DE CAMINOS, CANALES Y PUERTOS

CAPÍTULO I

De la naturaleza, fines y funciones del colegio

Artículo 1. Naturaleza.

1. El Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales
y Puertos es una corporación de derecho público, ampa-


